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El presente trabajo, titulado “Criterios jurídicos para la determinación de la 
responsabilidad civil en los accidentes tránsito”, comprende: la formulación del 
proyecto, teoría de las obligaciones y la responsabilidad, análisis del marco 
legal del tránsito terrestre, etiología de los accidentes de tránsito, presentación 
de información recopilada y comprobación de hipótesis, conclusiones y 
recomendaciones. 
 
El ejercicio de la profesión como abogado, me ha permitido advertir, que los 
jueces de nuestro país (entre los que me incluyo), no tienen un criterio claro y 
justo, al fijar el monto de la reparación civil a favor de los agraviados, 
particularmente los que resultan de los accidentes de tránsito. 
 
Estos eventos, con lamentables consecuencias, están alcanzando niveles 
alarmantes en nuestro país, con tasas cada vez más altas de fallecimientos o 
lesiones graves. Una vez llegado los casos al poder judicial, después de 
dilatados procesos, culminan con una sentencia, en cuyos fallos fijan montos 
diminutos a favor de los agraviados. En efecto, dichos montos, generalmente 
oscilan entre los dos mil a diez mil nuevos soles de reparación civil en 
promedio; que evidentemente en los casos de fallecimientos y lesiones 
graves, no cubren mínimamente los gastos ocasionados a las víctimas, 
apremios no solamente económicos, sino también sufrimientos psicológicos, 
que alcanzan a toda la familia, creando luego un verdadero problema social.  
 






The present research, entitled "Legal criteria for determining liability in 
traffic accidents" includes the project formulation, theory of obligations and 
civil liability, analysis of the legal framework of land transit, etiology of traffic 
accidents, presentation of information collected and testing hypothesis, 
conclusions and recommendations. 
 
The exercise of the profession as a lawyer, It has allowed me warn that the 
judges in our country (including myself) they do not have a clear and fair 
criteria, in setting the amount of the civil damages to the injured parties, 
particularly those resulting from traffic accidents. 
 
These events, with unfortunate consequences, are reaching alarming 
levels in our country, with increasingly high rates of death or serious injury. 
Once cases to the judiciary arrived after lengthy proceedings, culminating 
in a judgment, in whose rulings set tiny amounts in favor of the aggrieved. 
Indeed, such amounts generally range from 2,000 to 10,000 new soles in 
civil damages on average; obviously in cases of deaths and serious 
injuries, not minimally cover the expenses incurred by the victims, not only 
economic hardship, but also psychological suffering, reaching the whole 
family, then creating a real social problem. 
 






La investigación explica los criterios jurídicos para la determinación de la 
responsabilidad civil en los accidentes de tránsito, en el ejercicio de la 
profesión como abogado, me ha permitido advertir, que los jueces de 
nuestro país (entre los que me incluyo), no tienen un criterio claro y justo, 
al fijar el monto de la reparación civil a favor de los agraviados, 
particularmente los que resultan de los accidentes de tránsito. 
 
Estos eventos, con lamentables consecuencias, están alcanzando niveles 
alarmantes en nuestro país, con tasas cada vez más altas de fallecimientos 
o lesiones graves. Una vez llegado los casos al poder judicial, después de 
dilatados procesos, culminan con una sentencia, en cuyos fallos fijan 
montos diminutos a favor de los agraviados. En efecto, dichos montos, 
generalmente oscilan entre los dos mil a diez mil nuevos soles de 
reparación civil en promedio; que evidentemente en los casos de 
fallecimientos y lesiones graves, no cubren mínimamente los gastos 
ocasionados a las víctimas, apremios no solamente económicos, sino 
también sufrimientos psicológicos, que alcanzan a toda la familia, creando 
luego un verdadero problema social 
 
El presente trabajo apunta responder ¿Qué criterios jurídicos aplican los 
jueces de la Corte Superior de Justicia Puno, para determinar la 




Lo que motivo que el trabajo se presente en seis Capítulos:  
 
En el primer capítulo se desarrolla el planteamiento del problema, donde se 
realiza la formulación de la interrogante general y especificas ¿las 
sentencias en los procesos sobre responsabilidad civil derivada de 
accidentes de tránsito, muestran la aplicación predominante de criterios 
normativos sobre la culpa regulada en nuestra legislación?, ¿son eficaces 
las pólizas de seguro para el resarcimiento de los daños ocasionados a 
consecuencia de los accidentes de tránsito de vehículos de transporte 
público y privado? y  ¿la propuesta de los criterios jurídicos para la 
indemnización del monto en los casos de accidentes de tránsito serán los 
eficaces? 
 
En el segundo capítulo, se desarrolla el marco teórico, para lo cual se 
considera los antecedentes de la investigación, Origen de la 
responsabilidad, Responsabilidad y La culpa, fortalecido con su marco 
conceptual. 
 
En el tercer capítulo se presenta los elementos del marco metodológico que 
guiaron la presente investigación. 
 
En el cuarto capítulo se realiza el análisis de la problemática del seguro 
frente a la responsabilidad civil, la evolución legislativa nacional, el marco 




En el quinto capítulo se desarrolla el contrato de seguro de responsabilidad 
civil para ello se toma en cuenta las nociones generales, los elementos 
subjetivos y su objetivo 
 
En el sexto capítulo se desarrolla la exposición de los resultados y 
discusión, para lo cual se describe y explica los expedientes.  
 
















1.1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
 
El ejercicio de la profesión como abogado, me ha permitido 
advertir, que los jueces de nuestro país (entre los que me incluyo), no 
tienen un criterio claro y justo, al fijar el monto de la Reparación Civil a 
favor de los agraviados, particularmente los que resultan de los 
accidentes de tránsito. 
 
Estos eventos, con lamentables consecuencias, están 
alcanzando niveles alarmantes en nuestro país, con tasas cada vez 
más altas de fallecimientos o lesiones graves. Una vez llegado los 
casos al poder judicial, después de dilatados procesos, culminan con 





agraviados. En efecto, dichos montos, generalmente oscilan entre los 
dos mil a diez mil nuevos soles de reparación civil en promedio; que 
evidentemente en los casos de fallecimientos y lesiones graves, no 
cubren mínimamente los gastos ocasionados a las víctimas, apremios 
no solamente económicos, sino también sufrimientos psicológicos, que 
alcanzan a toda la familia, creando luego un verdadero problema social.  
 
Según FERNANDO DE TRAZEGNIES, los accidentes se 
producen debido a que utilizamos bienes o realizamos actos que tienen 
capacidad de causar daño. En el caso de los accidentes de tránsito, 
estos ocurren por imprudencia, impericia o desperfectos mecánicos. 
 
En relación a los accidentes, el Derecho tiene como finalidad, 
establecer la reparación a la víctima, en cuanto al daño que se le ha 
causado. Al respecto el código civil peruano, pone énfasis en quien 
causa el daño, y no en quien lo sufrió. En los procesos judiciales, con 
frecuencia apreciamos que no existen criterios claros para comprender 
la magnitud del daño, ni para establecer el monto de la indemnización. 
 
Debemos tener en cuenta que en nuestro país, existen ciertas 
condiciones que incrementan las posibilidades de accidentes de 
tránsito, como el incremento del parque automotor, la importación de 
vehículos usados, la conducción de vehículos por parte de menores de 





más grave aún, que la gran mayoría de conductores no cumplen lo 
establecido en el reglamento de tránsito. 
La falta de criterios claros para la determinación de la cuantía de 
la reparación civil, ha generado una diversidad de decisiones, 
dependiendo éstas, del particular parecer e interpretación de los 
hechos por parte de los jueces que conocen la causa. 
 
Cuando como consecuencia de un accidente, se causan daños 
a terceros, estamos ante una responsabilidad extracontractual, que es 
el deber genérico de no dañar, y supone una sujeción a la obligación 
de reparar el daño causado. En este caso, se da la inversión de la carga 
de la prueba, que dispensa a la víctima de toda otra carga que no sea 
la de probar la realidad del daño, corriendo a cargo del imputado la 
demostración de que su accionar fue diligente.  
 
No obstante, existe una flexibilización del requisito de causalidad 
que debe existir entre el daño y el hecho productor del mismo. En 
nuestro ordenamiento jurídico penal, predomina la responsabilidad 
subjetiva basada en la culpa, pero ésta se conecta con supuestos de 
responsabilidad objetiva. 
 
Frente a esto la pregunta general que se plantea en la presente 







1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. Problema general  
¿Qué criterios jurídicos aplican los jueces de la Corte Superior de 
Justicia Puno, para determinar la responsabilidad civil en los procesos 
de accidentes de tránsito, 2013 - 2014? 
1.2.2. Problemas Específicos 
 
- ¿Las sentencias en los procesos sobre responsabilidad civil 
derivada de accidentes de tránsito, muestran la aplicación 
predominante de criterios normativos sobre la culpa regulada en 
nuestra legislación? 
- ¿Son eficaces las pólizas de seguro para el resarcimiento de los 
daños ocasionados a consecuencia de los accidentes de tránsito 
de vehículos de transporte público y privado? 
- ¿la propuesta de los criterios jurídicos para la indemnización del 
monto en los casos de accidentes de tránsito serán los eficaces? 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación está relacionada con un tema que genera 
inquietud al Estado y a la sociedad, por los daños causados a las 
víctimas.  Por otro lado, la falta de criterios eficaces y coherentes por 
la determinación de la cuantía de la reparación civil, hace que genere 






En consecuencia, la correcta administración de justicia exige, 
por tanto, contar con criterios uniformes que, dentro de las 
circunstancias particulares de cada caso, permita un resarcimiento 
justo y equilibrado, aplicando los Principios de Equidad y justicia. 
 
Por tanto, la investigación se realiza porque se analizarán las 
sentencias del proceso de responsabilidad, así como la eficacia o no 
de las pólizas de seguro para el resarcimiento de los daños 
ocasionados a consecuencia de los accidentes de tránsito de vehículos 
de transporte público y privado, para luego proponer criterios jurídicos 
eficaces para la indeminzación del monto razonable y justo en los 




1.4.1. Objetivo General: 
 
- Identificar los criterios jurídicos que aplican los jueces de la Corte 
Superior de Justicia de Puno, para determinar la responsabilidad 









1.4.2. Objetivos Específicos: 
 
- Analizar la legislación nacional sobre responsabilidad 
extracontractual y accidentes de tránsito, a fin de determinar sus 
fundamentos doctrinarios. 
 
- Determinar la eficacia de las pólizas de seguros para el 
resarcimiento de los daños en los casos a las víctimas a 
consecuencia de los accidentes de tránsito de vehículos de 
transporte público y privado. 
 
- Proponer criterios jurídicos eficaces para la determinación del 















2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
2.1.1. FERNANDO GÓMEZ POMAR, publicó en página web el artículo 
“Responsabilidad Extracontractual y otras Fuentes de 
Reparación de Daños”, en el que analiza los sistemas privados 
y públicos de compensación de daños y la responsabilidad 
extracontractual. 
Concluye que, las reglas de la acumulación y de la deducción 
inducen a la víctima potencial a adoptar niveles subóptimos de 
aseguramiento, aunque ello es así por razones distintas: 
- La deducción convierte el aseguramiento first-party en un seguro 
third party que favorece al causante potencial de daños, pues éste, 
en la medida de la deducción, deja de tener que pagar por lo que 





La víctima, pues, prefiere un nivel de cobertura inferior a la 
cobertura completa para así beneficiar menos al dañador. Cuanto 
más extensa  sea la cobertura del aseguramiento, menor será la 
indemnización esperable del tercero responsable bajo la regla de la 
deducción (al ser mayor la rebaja por lo percibido de otras fuentes 
de compensación). Y la cobertura de aseguramiento cuesta, no sólo 
a la sociedad, sino también a la víctima potencial. En los seguros 
privados, porque paga las primas. 
Los esquemas de aseguramiento colectivo, porque los soporta (al 
menos en parte) implícitamente: menor salario, por ejemplo, a 
cambio de cobertura frente a accidentes de trabajo y otros 
infortunios. Los mecanismos de ayuda solidarista, porque se 
sufragan también con sus impuestos. De este modo, la potencial 
víctima se ve inducida a alejarse del nivel completo (y socialmente 
óptimo) de cobertura. Y para ella es un comportamiento racional 
(aunque socialmente ineficiente), ante la restricción que le supone 
la regla de deducción. 
 
- La acumulación seduce a la víctima potencial con la posibilidad de 
obtener doble compensación (siquiera sea parcial) y, por ello, 
convierte en atractiva la transferencia de renta que tiene lugar 
desde el estado del mundo "producción del daño" al estado "no 
producción del daño". Mas esta preferencia se expresa a través del 





víctima escogerá un aseguramiento incompleto ante la perspectiva 
de una posible doble reparación ex-post.  
Sólo así consigue igualar su utilidad marginal del dinero (que es la 
condición de racionalidad individual en estas circunstancias) entre 
ambos estados del mundo, antes y después de sufrir el daño. Pero 
este resultado es claramente ineficiente en términos de cobertura 
del riesgo: los incentivos son perversos. 
 
2.1.2. Defensoría del Pueblo: Informe Defensorial No. 108. Pasajeros 




a. Más de 700 muertos al año y 4,000 heridos en la red vial nacional 
están afectando los derechos fundamentales a la vida, la salud y la 
integridad de la población, en particular de los más pobres. 
 
b. La capacidad operativa de fiscalización de la Dirección General 
de Circulación Terrestre del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, en el servicio de transporte interprovincial de 
ámbito nacional es muy limitada. 
 
c. Los inspectores homologados de los Gobiernos Regionales no 





detección de las irregularidades de las empresas de transporte 
interprovincial de ámbito nacional en sus jurisdicciones. 
d. Las principales infracciones cometidas en el servicio de 
transporte interprovincial de ámbito nacional durante los años 2004-
2005 son infracciones referidas a la seguridad y la formalización del 
servicio de transporte. 
e. El Ministerio de Transportes y Comunicaciones y los Gobiernos 
Regionales de Arequipa, Ica, Junín y La Libertad; no han cumplido 
cabalmente con su obligación de dar cuenta a la ciudadanía, sobre 
los resultados de la fiscalización y de las obligaciones stablecidas 
en el Reglamento Nacional de Administración de Transporte, así 
como tampoco han establecido suficientes mecanismos para 
estimular la participación de los usuarios en la fiscalización del 
servicio de transporte interprovincial. 
f El Perú no tiene un Plan Nacional de Seguridad Vial que 
establezca las medidas que deben adoptarse para reducir el alto 
índice de accidentes de tránsito, y el Consejo de Seguridad Vial está 
muy debilitado. 
g. Las modificaciones introducidas en el año 2003 a la Ley Nº 
26979 limitan el actuar coactivo del Estado, lo cual contrasta con las 
facultades otorgadas a la SUNAT por el Código Tributario, norma 
que ha permitido una efectiva labor de cobranza. 
f Los contratos de concesión de las redes viales no establecen 





estaciones de supervisión para el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones. 
 
2.1.3. REY DE CASTRO Jorge: Accidentes de Tránsito en Carreteras e 
Hipersomnia Durante la Conducción. ¿Es frecuente en nuestro 
medio? La evidencia periodística. Investigación publicada en la 
Revista Médica Heredia. 
Resultados: 
  
“Entre los años 1999 y 2000 el diario El Comercio publicó 73 
artículos periodísticos dando cuenta de 112 accidentes de tránsito 
ocurridos en las carreteras del país. Doce (11%) fueron del tipo “A”, 
cuarenta y uno (37%) del tipo “B”, dos (1%) del tipo “C”, veintiocho 
(25%) del tipo “D” y veintinueve (26%) del tipo “E”. 
Las unidades directamente involucradas en el accidente fueron 
omnibuses 38 (34%), camiones 31 (27%), automóviles 23 (21%), 
camionetas 13 (12%) y unidades tipo combi 7 (6%).  
De acuerdo a la información periodística estos accidentes causaron 
385 muertos y 839 heridos. La “tasa de muertos” por accidente fue 
3.4 y “la de heridos” 7.4. Cincuenta y tres accidentes fueron de tipo 
“A” y “B” y en este caso cuarenta y tres (81%) unidades fueron 
ómnibus y camiones. Para estos accidentes la “tasa de muertos” 
por accidente fue 5.5 y “la de heridos” 12.6. Si sólo se calcula la 





producidos exclusivamente por minibuses de pasajeros (23 
accidentes) estos valores son 9.7 y 20.6 respectivamente. 
 
2.1.4. VÁZQUEZ PEDROUZO, Rodolfo Antonio: Causas de los 
Accidentes de Tránsito desde una Visión de la Medicina Social.  
En sus conclusiones ha sostenido: 
 
• “La salud, tanto en su visión individual como colectiva, es el 
resultado de complejas relaciones multicausales en las que 
interactúan procesos biológicos, ambientales, culturales, 
económicos y sociales que se presentan en la comunidad. Las 
lesiones accidentales y los accidentes de tránsito en las que gran 
parte de ellas se producen, también son resultado de esa maraña 
multicausal”. 
• “Sin olvidar las causas inmediatas o determinantes próximos que 
influyen en la ocurrencia de los accidentes de tránsito, no hay duda 
de que entre otros elementos, la estructura y dinámica de la 
sociedad, las relaciones sociales existentes, la economía, la carga 
cultural y la forma de organización del Estado constituyen los 
determinantes estructurales básicos que mayor peso tienen en la 
producción del evento en Uruguay”. 
En este sentido, aunque la investigación se efectuó sobre una serie 
parcial que no refleja la realidad nacional, el análisis de los 






a) La incidencia de siniestros en los que se detectó la influencia del 
alcohol como factor de causalidad del accidente de tránsito, es muy 
baja en relación con lo que sucede en el resto del mundo (1,9‰). 
b) El número de alcoholimetrías realizadas es insignificante en 
relación con el volumen de accidentes de tránsito que se producen, 
quedando demostrado el incumplimiento de la normativa legal 
vigente. 
c) Se advierte una escasa operatividad de la norma, ya que en 
menos de la mitad de los casos pudo disponerse de la prueba 
paraclínica que certificara la alcoholización del conductor 
evidentemente alcoholizado. 
d) La opción por fijar en 8 decigramos de alcohol por litro de sangre 
el límite legal, en lugar de fijarlo en 5 decigramos (como lo ha hecho 
el resto del Mercosur), determina que no exista responsabilidad 
legal para, al menos, 26% de conductores productores de 
accidentes graves. 
e) El tiempo medio que se tarda entre la producción del accidente 
y la realización de las pericias es de una hora, lo que constituye un 
lapso inadecuado y que inutiliza la mayoría de las pruebas, 
constituyendo un despilfarro de los escasos recursos disponibles. 
• Este tipo de situación determina que las estrategias para 
enfrentar los accidentes de tránsito y sus consecuencias serán 
inadecuadas si se encaran con un enfoque propio del sector salud. 
Se requiere que las personas, la familia, la comunidad, la clase 





comprometan a trabajar con un enfoque multidisciplinario e 
intersectorial. 
• No debe seguirse insistiendo en trasladar toda la 
responsabilidad sobre los accidentes de tránsito a las personas, 
omitiendo las responsabilidades de la comunidad en su conjunto y 
de las autoridades. Que las personas adopten hábitos, conductas y 
comportamientos adecuados en el tránsito, requiere que el entorno 
social, legal, cultural, económico y ambiental les dé soporte.”  
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1. Origen de la responsabilidad 
La Responsabilidad Civil ha sufrido una constante 
transformación a lo largo de la historia de la humanidad, pero es en la 
antigua Roma donde adquiere su verdadero carácter legal y de ese 
modo ha sido legada al resto del mundo. 
 
La responsabilidad en Roma pasó por una larga evolución que 
abarca desde la venganza privada, pasando por la pena privada de las 
composiciones; inicialmente voluntaria y después obligatoria, hasta la 
época de Justiniano, en que se distingue entre las acciones puramente 
penales y las acciones reipersecutorias por daños y perjuicios1 
                     
1 Responsabilidad Civil:http://www.derechoprofundizado.org/doctrina/  derecho 
_civil_y_comercial/responsabilidad_civil. 







Frente a la composición voluntaria, interviene el Estado 
imponiendo una suma de dinero equivalente al daño sufrido, siendo 
característica de esta etapa, la  ausencia de un principio general de la 
responsabilidad. 
 
A partir de la Ley de las Doce Tablas (año 305) la composición 
voluntaria evoluciona hacia la composición legal, hecho que se hace 
evidente, por ejemplo, en el robo no flagrante (furtum nec manifestum) 
y en la injuria corporal y lesiones ordinarias. En esta época, 
excepcionalmente en los casos más graves, la víctima no está obligada 
por la ley a aceptar la composición. 
 
Se conocían las acciones re-persecutorias que eran acciones 
civiles por daños y perjuicios, y acciones mixtas (penales y re 
persecutorias) que perseguían la aplicación de una pena privada, 
aunque no existía una clara distinción entre ambas. 
 
En los juicios privados, era un particular, es decir, el “actor” o 
“demandante”; quien por propia iniciativa acudía ante el abogado para 
pedirle el inicio del juicio con el fin de resolver un litigio o causa (lis) 





(postulare actionem), ante la cual el abogado podía darla o negarla 
(dare, denegare actionem)2. 
 
Entre los delitos privados sancionados por la Ley de las Doce 
Tablas se encontraban aquellos contra los bienes que constituían un 
ataque a la persona sin ser considerados en la noción de furtum, puesto 
que tenían el propósito de lucro, traduciéndose más bien en daños a 
los bienes ajenos (damnum iniuria datum), por lo que se dictó la Ley 
Aquilia que instituía contra el autor, una acción única consistente en la 
reparación sobre el monto del perjuicio, calculado sobre el más alto 
valor que la cosa destruida o deteriorada había tenido, sea en el año, 
sea en el mes que había ocurrido el delito. A pesar de ser una acción 
privada, la acción estaba regida por las reglas de la acción penal. 
 
La Ley Aquilia divide en tres capítulos la reparación de los daños: 
 
a). La muerte de esclavos o de animales que viven en tropel (animalia 
quae pecudum numero sunt). 
b).El daño causado a un acreedor principal por el acreedor accesorio 
(adstipulator) que ha hecho remisión de la deuda en perjuicio del 
primero.  
c). La lesión de esclavos o animales y la destrucción o deterioro de 
cualquier otra cosa corporal. 
                     
2 ADAME GODDARD, Jorge: Curso de Derecho Romano Clásico I (Introducción e historia, 






Según RESTREPO y RODRÍGUEZ3, “La ley Aquilia, busca 
diferenciar cuándo una persona lesiona el derecho de otra, no merced 
a un vínculo contractual, sino por acto extracontractual, y sin que 
importe la intención, sino el descuido, la negligencia, la incurría, es 
decir, la culpa, por leve que ella sea.” 
 
Para los romanos, las nociones de obligación y acción eran 
conceptos y realidades inseparables. En ese sentido, la obligación 
existe en la medida que una persona está en capacidad de ejercitar una 
acción para reclamar algo que se le debe4. Desde   la perspectiva del 
acreedor y del deudor, prevalece una idea material de la obligación, por 
la que se considera a ésta más como una facultad del primero que un 
deber del segundo. 
 
La obligación existía también en actos culposos o dolosos 
(cuasidelitos), quedando las personas obligadas de la misma manera 
que si la obligación hubiese nacido de un delito. 
 
Las acciones nacidas de los cuasidelitos eran numerosas y la 
sanción, originada en una acción pretoriana in factum, comportaba una 
condena a una multa variable según los casos. 
                     
3 RESTREPO PATIÑO, Mario Fernando y RODRÍGUEZ SAMUDIO, María del Pilar: Las 
obligaciones en el derecho romano. http://derecho.org/comunidad/gabrielavm/index2.htm. 






Las Institutas de Justiniano citan los siguientes cuasidelitos: 
 
• “Si el juez hace suyo el proceso. Cuando el juez dicta una 
sentencia inicua o tachada de ilegalidad, sea por simple culpa o por 
dolo, vuelve el proceso contra él: queda obligado a reparar el daño 
causado. 
• Si objetos sólidos o materias líquidas son arrojadas de un 
edificio a un lugar donde el público tiene el hábito de pasar y se causa 
un daño, el autor puede caer bajo la aplicación de la Ley Aquilia. 
• Si han sido colocados o suspendidos, objetos en un 
edificio sobre un pasaje público y amenazan causar un daño por su 
caída, el habitante de la casa es también responsable y obligado al 
pago de una multa. La acción es popular. 
• Si los pasajeros de un buque o los que se hospedan en 
un hotel sufren pérdidas o daños en sus efectos, ocasionados por la 
tripulación o los dependientes, responden los patrones de buques y 
hoteleros.” 
 
En opinión de CASTRESANA5 “La sujeción a la pena hace que 
el autor del injusto esté gravado con una carga, pero ésta puede 
también concebirse como beneficio en la medida que el pago del 
                     
5 CASTRESANA, Amelia: La responsabilidad Aquiliana: Bases históricas para una construcción 
jurídica actual. En “Derecho Civil y Romano. Culturas y Sistemas Jurídicos. Comparados”. 
Jorge Adame Goddard, Coordinador. Universidad Nacional Autónoma de México. México, 





rescate autoriza la liberación de la pena. Estamos frente a una 
estructura que funciona prácticamente como obligación, aunque no se 
puede decir…que haya aquí obligatio en sentido propio.” 
 
Posteriormente, a fines de la época clásica, se considera la 
existencia de obligaciones que no nacían de hechos lícitos ni de delitos, 
así como también había obligaciones que nacían sin acuerdo de 
voluntades. Así, se trataría de una tercera fuente de obligaciones, con 
origen diverso. 
 
Justiniano, por su parte, en sus Instituciones, cita como fuentes 
de las obligaciones: “aut enim ex contractu sunt quasi ex contractu aut 
ex maleficio sunt quasi ex maleficio”, que viene a ser una división 
cuatripartita. 
 
Toda responsabilidad lleva implícita la obligación, 
conceptualizada por el derecho privado como el vínculo jurídico por el 
cual una o varias personas determinadas están obligadas a dar, hacer 
o no hacer algo respecto de otra u otras personas, en virtud de un 
contrato, cuasicontrato, hechos ilícitos o la ley en esquemas más 
restringidos. 
 
El vocablo obligación, deriva del latín obligatio: ob, "en torno" y 





atadura, ligamen, sujeción, y denota obligaciones que tienen 
esencialmente una prestación de carácter patrimonial. 
 
Para CAMUS, la obligación es "el vínculo jurídico entre personas 
determinadas, por el cual, una de ellas (deudor) se encuentra 
compelida respecto de otra (acreedor) a la realización de una 
prestación, siendo responsable, si deja de cumplirla, con su 
patrimonio", mientras que para ARIAS RAMOS, es "una relación 
jurídica, en virtud de la cual una persona  (acreedor)  tiene  la  facultad  
de  exigir  de  otra  (deudor)  un determinado comportamiento positivo 
o negativo (prestación), la responsabilidad de cuyo cumplimiento 
afectara, en último término, a su patrimonio".6 
 
Según ALESSANDRI7 la obligación “…es la necesidad jurídica 
en que el paciente del derecho se encuentra en la obligación de dar, 
hacer o no hacer una cosa. La obligación supone un vínculo jurídico 
perfecto entre dos personas determinadas: una, el sujeto, que tiene la 
facultad de exigir algo: y otra, el paciente, que está colocado 
imprescindiblemente en la necesidad de dar, hacer o no hacer lo que 
el vínculo jurídico le obligue.” 
 
Más adelante, el mismo autor perfila su definición, diciendo: "La 
obligación es un vínculo jurídico que coloca a una persona determinada 
                     
6 Diccionario Jurídico Argentino. http://tododeiure.atspace.com/diccionarios/ juridico.o.htm. 





en la necesidad de dar, hacer o no hacer alguna cosa, respecto de otra, 
también determinada… Es un vínculo jurídico entre dos o más 
personas determinadas, que coloca a una de ellas en In necesidad de 
dar, hacer o no hacer una cosa respecto a otra".8 
 
Quiere decir que en la obligación se dan simultáneamente dos 
aspectos: uno activo, consistente en un poder o facultad de exigir algo; 
y uno pasivo que consiste en un deber de dar, hacer o no hacer. 
Por su parte, la doctrina alemana distingue entre deuda y 
responsabilidad, a las que considera como dos momentos sucesivos 
de la misma situación. El primer momento es la deuda como deber de 
cumplimiento nacido junto con la obligación. El segundo es la 
responsabilidad, producto del incumplimiento de la obligación. 
 
La noción de obligación de las institutas de JUSTINIANO, guarda 
mucha semejanza con la concepción actual. No obstante, en la antigua 
Roma, la obligación implicaba un vínculo de orden personal por el que 
el acreedor estaba  investido  de  poderes  efectivos  sobre  la  persona  
del  deudor, semejante al derecho de propiedad que se ejercía tanto 
sobre una cosa como sobre la persona del deudor, convirtiendo a éste 
en objeto de la relación jurídica. 
 
                     





Como consecuencia de dicha relación, el incumplimiento por 
parte del deudor de la prestación debida, daba al acreedor el derecho 
de aplicar el procedimiento de la Manus Injectio, que le facultaba a 
poner la mano sobre el deudor para hacer efectiva su prenda, la 
pignoris capio. Esta apropiación del deudor por parte del acreedor, 
convertía al primero en cosa propia del segundo, pudiendo éste privarlo 
de libertad para hacerlo trabajar en su favor, y aun venderlo. 
 
Es a partir de la Lex Paetelia Papiria, que se suprimió la 
esclavización del deudor, siendo exigible el pago de la deuda sólo con 
la prestación de servicios al acreedor, con lo que la obligación deja de 
ser un vínculo personalísimo para convertirse en un valor económico. 
 
Dice ABELIUK9 “La obligación evolucionó en el Derecho 
Romano, pero nunca logró desprenderse integralmente de su marcado 
subjetivismo y formalismo. La definición más clásica de los juristas 
romanos de la obligación, la concibe como un vínculo jurídico que nos 
fuerza a una prestación para con el acreedor.” 
 
Respecto a la naturaleza jurídica de la obligación, existen tres 
teorías: 
 
                     





a) Teoría subjetiva.- Señala que el crédito constituye una 
potestad del acreedor. El derecho subjetivo constituye un poder 
atribuido a una voluntad y de la cual nace la obligación. Esta tesis 
confunde el sujeto pasivo de la obligación con el objeto de la misma. 
b) Teoría objetiva.- Concibe al crédito como un título a la 
satisfacción de un interés. Privilegia el interés del acreedor en el 
cumplimiento de la prestación sobre el vínculo entre los sujetos y la 
conducta del deudor, de donde resulta que el ordenamiento jurídico 
protege dicho interés. La relación, entonces, se da no entre sujetos sino 
entre patrimonios. LLAMBÍAS10, hace una crítica a esta teoría 
señalando que “…subestima  el  elemento  personal  que  siempre  debe  
estar  en  la primera línea del estudio de la obligación, por lo mismo que 
es común al deber impuesto por el derecho natural y por el derecho 
positivo. Además  esa  subestimación  del  deber  de  satisfacer  la  
prestación desemboca en la equivocada creencia según la cual el 
deudor no está precisado a pagar no sería un deber suyo categórico, 
sino hipotético, en tanto y cuanto quiera no incurrir en responsabilidad. 
Finalmente, el elemento personal de la conducta del deudor está 
presente aun en su responsabilidad por el incumplimiento, pues, para 
que surja esa responsabilidad por el daño experimentado por el 
acreedor es necesario que promedie la culpa del deudor.” 
 
                     
10 LLAMBIAS, Jorge Joaquín – BENEGAS, Patricio Raffo – SASSOT, Rafael A.: Manual de 
Derecho Civil – Obligaciones. Undécima Edición, Obra adaptada a los programas de 
enseñanza en las Universidades Nacionales y Privadas. Editorial Perrot, Buenos Aires. 1997. 





a) Teoría del vínculo jurídico complejo.- Esta concepción se originó 
en Alemania, habiendo  alcanzado gran aceptación. Postula que en la 
obligación hay un primer momento vital que se caracteriza por el deber 
de satisfacer la prestación que pesa sobre el deudor y que para el 
acreedor es la expectación de la conducta debida. La prestación se 
deriva de un mandato de la ley natural y de la ley positiva, como presión 
psicológica sobre el deudor que lo urge al comportamiento esperado, 
con independencia de las sanciones que puedan corresponder a su 
infracción a lo debido. De parte del acreedor, como crédito, es la 
expectativa de la satisfacción de la prestación. 
 
Como elementos esenciales de la obligación se encuentran: 
 
a) Sujeto.- Son las personas de existencia visible o ideal, que 
poseen el carácter de acreedor y deudor. 




• Pluralidad.- Las partes pueden ser integradas a su vez, por 
varios sujetos. 
a) Objeto.- Está constituido por aquello que el deudor debe 
satisfacer a favor del acreedor. 
b) Causa o fuente de la obligación.- La obligación no existe porque 





Así, la causa eficiente posible es aquel hecho que establece el vínculo 
entre acreedor y deudor gracias al ordenamiento jurídico. 
 
Asimismo, como características de la obligación, podemos 
señalar: 
 
a) Establece un vínculo entre dos personas, una de las cuales limita 
su libertad a favor de la otra. 
b) Dicho vínculo es de carácter jurídico, es decir, abstracto, 
sancionado por la ley. 
c) El vínculo jurídico ata al deudor para dar, hacer o no hacer 
alguna cosa. 
d) Las personas del vínculo, son determinadas. 
 
En nuestro ordenamiento legal, las obligaciones se encuentran 
reguladas en el Libro VI, Artículos 1132 al 2007, siendo relevante para 
nuestra investigación la Sección Sexta, referida a la responsabilidad 
extracontractual, Artículos 1969 a 1988. 
 
Refiriéndose a la obligación, dice SAVIGNY11“…si queremos 
representarnos una relación de derecho que establezca nuestro 
dominio sobre una persona sin destruir su libertad, un derecho que se 
parezca á la propiedad, y que, sin -embargo, se distinga de ella, es 
                     
11 SAVIGNY, M. F. C. de: Sistema del Derecho Romano Actual, Tomo I, Traducido del Alemán 





preciso que este dominio no abrace la totalidad de la persona, sino 
solamente uno de sus actos, en cuyo caso dicho acto, sustraído al libre 
arbitrio de .esta persona se somete al imperio de nuestra voluntad; 
ahora .bien, las relaciones de derecho en virtud de las cuales 
ejercemos dominio sobre un acto determinado de otra persona se 
llaman obligación.” 
 
Siguiendo la línea de pensamiento de SAVIGNY, podemos 
extraer los siguientes rasgos de las obligaciones: 
a. Tienen por objeto un acto individual, 
b. Su materia, por su naturaleza, es arbitraria, pues que puede dar 
lugar a ella cualquier acto humano, 
c. Es ordinariamente temporal, 
d. Guardan una mayor analogía con la propiedad, porque los 
bienes contenidos en estas dos clases del relaciones extienden el 
poder del individuo más allá de los límites naturales de su persona, 
 
Por su parte, LLAMBÍAS12, define la obligación como “…la 
relación jurídica en virtud de la cual alguien denominado deudor debe 
satisfacer una prestación a favor de otro llamado acreedor.” 
 
El mismo autor distingue como principales elementos de su 
definición, los siguientes: 
                     







a) “Relación jurídica: No basta decir que la obligación es una 
"situación jurídica", pues con esta expresión no se capta el dinamismo 
propio de la obligación que no es un fenómeno inerte sino pleno de 
energía jurídica. No consiste en un simple estar (situación), sino en un 
estar con respecto a otro, bajo la sujeción de alguien, o en la 
expectativa de la prestación que alguien debe satisfacer. Es lo que 
denota la terminología "relación jurídica" que resulta especialmente 
apropiada para revelar la esencia de la obligación.En virtud de la cual: 
la relación jurídica es la causa eficiente del estado de sometimiento que 
afecta al deudor y de la expectativa ventajosa que favorece al acreedor. 
 
b) Deber de satisfacer una prestación: Éste es el contenido de la 
obligación  que  se  traduce  en  el  compromiso  de  un  determinado 
comportamiento del deudor y la consiguiente expectativa favorable del 
acreedor. 
c) La coercibilidad de la conducta del deudor no integra el concepto 
de obligación, por cuanto ella es un elemento que hace a la naturaleza 
pero no a la esencia de la obligación. Por ello es que no existe facultad 
de compeler al cumplimiento de la obligación natural (art. 515, Cód. 







Para ALESSANDRI13, la obligación “…es un vinculo jurídico qua 
coloca a una persona determinada en la necesidad de dar, hacer o  no  
hacer alguna cosa, respecto de otra, también determinada.” El mismo 
autor ofrece la siguiente definición: “Es un vinculo jurídico entre dos o 
más personas determinadas, que coloca a una de ellas en la necesidad 
de dar hacer o no hacer una cosa respecto a otra.” 
 
ABELIUK14, afirma que: “La noción de obligación va 
estrechamente unida al concepto del derecho personal; constituyen 
como las dos caras de una misma moneda. Desde el punto de vista del 
acreedor, éste tiene un crédito o derecho personal; el deudor tiene una 
obligación para con su acreedor. Por ello muchos autores llaman 
obligación activa al primero y obligación pasiva a la que en sentido 




Dice ABELIUK15 que “En Roma se enumeraban los casos en que 
los delitos y cuasidelitos producían obligación de indemnizar; por así 
decirlo, eran casos de responsabilidad extracontractual nominados. 
Los canonistas propugnaron la idea de que habiendo culpa, y siempre 
                     
13 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo: Teoría de las obligaciones. Pág. 9. 
14 ABELIUK  MANASEVICH,  René:  Las  obligaciones.  Tomo  I.  Cuarta  edición actualizada. 
Dislexia Virtual. Santiago. Pág. 9 
15 ABELIUK  MANASEVICH,  René:  Las  obligaciones.  Tomo  I.  Cuarta  edición actualizada. Dislexia 





que concurran los demás requisitos legales, la víctima debe ser 
indemnizada Ello amplió el campo de la reparación extracontractual, 
cuya expansión no ha cesado. 
 
Sin embargo, el derecho romano no contenía el concepto ni un 
principio general de la responsabilidad, en lugar de lo cual se daba una 
aplicación progresivamente extensiva a nuevos casos no previstos de 
la obligación de indemnizar. Ello, se debía, probablemente, al uso del 
término "nexum", procedente de "nectere", que aparece en la Ley de 
las XII Tablas, cuyo significado es ligar, anudar, es decir, creaba un 
vínculo de carácter material entre deudor y acreedor, por el que, como 
señalamos anteriormente, el incumplimiento de la obligación por parte 
del primero, daba derecho al segundo a encadenarlo para hacerle 
responder por su deuda con su propio cuerpo, hecho que se 
concretaba, de acuerdo con la Tabla III°, después de sesenta días en 
que el deudor era vendido como esclavo. 
 
La ley de las XII Tablas, fue derogada por la lex Aquilia de damno 
que contempló a partir de entonces el delito de daño injustamente 
causado o damnum  iniuria  datum,  dejando  sin  efecto  las  leyes  
precedentes, manteniendo sin embargo vigentes algunas normas 
privadas para la reclamación o indemnización de daño causado, como 
el actio de pauperie (daños causados por animales cuadrúpedos) la 
actio de pastu pecoris (el animal que pasta en fundo ajeno) y la acción 






Según la ley Aquilia la acción era de carácter penal privada por 
la que en la condemnatio el causante del daño debía pagar una suma 
de dinero a título de pena, generándose de este modo una obligación 
que vinculaba a las partes. El afectado podía exigir la pena a través de 
la actio ex lege aquiliae, incluyendo la indemnización por lucro cesante 
y por daños morales. 
 
Según GONZALES  ROMÁN16, la ley Aquilia  estaba  formada  
por  tres capítulos: 
 
a) “El primer capítulo era referente a la muerte de esclavos o 
animales ajenos, cuya indemnización era constituida por el valor más 
alto que el esclavo o el animal tuvieran en el último año, lo cual pudiera 
haber sido superior al daño ocasionado 
 
b) El segundo capítulo, trataba acerca del fraude del adstipulator 
que perdonaba al deudor de la obligación correal. 
c) El tercer capítulo era acerca del daño causado en propiedades 
ajenas; aquí la indemnización se formaba con la valorización más alta 
de la propiedad en los últimos treinta días. Igualmente integraba este 
capítulo las heridas ocasionadas a un esclavo o a un animal ajenos.” 
 
                     
16 GONZÁLEZ ROMÁN, Héctor: Derecho Romano II, Obligaciones, contratos y derecho procesal. 





Con el correr del tiempo se fueron desarrollando las ideas de 
daño y culpa extracontractual, hasta que el iusnaturalismo de GROCIO 
y PUFENDORFF atribuyó a la responsabilidad por actos 
extracontractuales una estructura dogmática autónoma tal como la 
conocemos ahora. 
 
MOSSET17, refiriéndose a la justicia de la responsabilidad civil 
en el Derecho romano, dice que: 
a) “La justicia correctiva y reparadora, el justo equilibrio, era 
el buscado en el Derecho Romano y daba pie a la reparación de los 
daños. 
b) Primaba la idea de restitución, de justo reparto de los 
bienes entre las familias; el daño quitaba a la victima lo que era suyo y 
con base en el suum cuique tribuere-aequabilitas se perseguía corregir 
el desorden que el mismo introducía. 
c) La restitución tenía como fundamento, en consecuencia, 
el daño y no la falta o culpa; 
d) El daño era el Menoscabo o perjuicio que una persona 
sufría en lo suyo y no la lesión a un derecho subjetivo.” 
 
 
                     
17 MOSSET ITURRASPE, Jorge: Estudios sobre responsabilidad por daños (Fallos anotados y doctrina) 





Con relación al tema motivo de la presente investigación, 
CABANELLAS18, define responsabilidad como la “Obligación de 
reparar y satisfacer por uno mismo o, en ocasiones especiales, por otro, 
la pérdida causada, el mal inferido o el daño originado…. Deber de 
sufrir las penas establecidas para los delitos o faltas cometidas por dolo 
o culpa. I Capacidad para aceptar las consecuencias de un acto 
consciente y voluntario… El talión económico jurídico: la obligación de 
resarcir, en lo posible, el daño causado y los perjuicios inferidos por uno 
mismo o por un tercero, y sin causa que excuse de ello… CRIMINAL 
La aneja a un acto u omisión penado por la ley y realizado por persona 
imputable, culpable y carente de excusa absolutoria… PENAL. La que 
se concreta en la aplicación de una pena, por acción u omisión —dolosa 
o culposa— del autor de una u otra…” 
 
El mismo autor, citando a LÓPEZ OLACIREGUI, señala tres 
supuestos de los que se compone la responsabilidad: 
a) “Un acto de un individuo, 
b) Un deber, 
c) Una infracción; cuando el acto no se ajusta al deber el  
individuo incurre en responsabilidad.” 
 
Los conceptos de responsabilidad y de obligación están 
estrechamente vinculados desde el derecho romano hasta la 
                     





actualidad, de allí que la responsabilidad lleva aparejada la reparación 
de un daño. 
 
Asimismo, la responsabilidad puede ser entendida en distintos 
sentidos, pero strictu senso, es responsable aquel que, por no haber 
cumplido, se le reclama indemnización para reparar el daño 
jurídicamente atribuible, causado por el incumplimiento. 
 
Frente a la responsabilidad, el Derecho contempla un sistema de 
sanciones que son resarcitorias y retributivas represivas. Si bien es 
cierto este sistema está contemplado tanto en el Derecho Civil como 
en el Penal, en el primero prevalecen las resarcitorias y, en el segundo 
las retributivas represivas. Así, la responsabilidad civil genera la 
obligación de una reparación civil en forma de indemnización, la cual 
consiste en una prestación que se impone al responsable de un daño 
injusto, cuyo monto se establece mediante una estimación de la cuantía 
del daño que constituye su tope. 
 
Para que la responsabilidad genere el deber de indemnización, 
debe cumplir con los siguientes presupuestos: 
1. El incumplimiento objetivo o material.- Es la infracción al 
deber, por incumplimiento de la palabra empeñada en un contrato o por 





2. Un factor de atribución de responsabilidad.- Una razón 
fundada para atribuir subjetiva u objetivamente el deber de reparar al 
deudor. 
3. El daño.- Es la lesión a un derecho subjetivo de la víctima 
del incumplimiento jurídicamente atribuible. 
  
4. Una relación de causalidad.- Aquella que se da entre el 
hecho como causa o fuente y el daño. Respecto a ello, dice 
TABOADA19: “…para que se configure un supuesto de responsabilidad 
civil extra contractual es necesaria la concurrencia de determinados 
requisitos: la conducta antijurídica del autor  o coautores, el daño 
causado a la víctima o víctimas, la relación de causalidad y finalmente 
los factores de atribución.” 
 
El resarcimiento del daño, constituye la base de la 
responsabilidad civil, sea que aquel sea consecuencia del 
incumplimiento de una obligación voluntaria, o como resultado de una 
conducta, sin que exista entre los sujetos ningún vínculo de orden 
obligativo. 
 
Según la Academia de la Magistratura, “Cuando el daño es 
consecuencia del incumplimiento de una obligación voluntaria, se habla 
en términos doctrinarios de "responsabilidad civil contractual", y dentro 
                     
19 TABOADA CÓRDOVA, Lizardo: Factores de atribución en la responsabilidad civil extracontractual. 





de la terminología del Código Civil peruano, inexactamente repetitiva 
de su equivalente francesa, de responsabilidad derivada de la 
"inejecución de obligaciones". Por el contrario, cuando el daño se 
produce sin que exista ninguna relación jurídica previa entre las partes, 
o incluso existiendo ella, el daño es consecuencia, no del 
incumplimiento de una obligación voluntaria, sino simplemente del 
deber jurídico genérico de no causar daño a otro (del "alterum non 
laedere", que nos ha legado el derecho romano),    nos    encontramos    
en    el    ámbito    de    la    denominada "responsabilidad civil 
extracontractual" o "aquiliana".20 
 
El Código Civil peruano mantiene una separación entre 
responsabilidad civil contractual y responsabilidad extracontractual, 
bajo el criterio que el origen  del  daño  causado  difiere  en  ambos  
tipos,  siendo  que  en  la responsabilidad civil se produce una violación 
de un interés determinado o determinable, mientras que en la 
responsabilidad extracontractual lo que se da es la violación de un 
deber genérico. En ese orden de ideas debe descartarse que ambos 
tipos de responsabilidad tengan como común denominador la noción 
de antijuridicidad y el imperativo legal de resarcir los daños causados. 
En cuanto a las fuentes de las obligaciones, LLAMBÍAS21, 
expone las siguientes clasificaciones: 
                     
20 Academia de la Magistratura: Programa de actualización y Perfeccionamiento. Curso de 
Especialización y Perfeccionamiento para Magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público. 
Responsabilidad Civil. Módulo Autoinstructivo. 2009. Pág. 23. 





A) Clasificación de Planiol- Considera que sólo hay dos fuentes de 
las obligaciones: 
a. El contrato.- La obligación queda formada por la voluntad de las  
partes, determinando al mismo tiempo su objeto y extensión. En este 
caso, la intervención del legislador está referida solamente a sancionar 
la obra de las partes dándoles una acción y para controlar su actividad 
limitando la libertad de los contratantes por medio de prohibiciones y 
nulidades. 
 
b. La ley.- Es fuente de obligación cuando no existe un contrato. En 
este caso, el deudor queda obligado por el legislador y no por su 
voluntad, de donde se deduce que todas las obligaciones no 
convencionales serían legales. 
B) Para Demogue las fuentes de las obligaciones son: 
a. “El contrato. 
b. La voluntad unilateral. 
c. El acto ilícito. 
d. El cuasicontrato. 
e. El hecho jurídico” 
 
C) Según Josserand: 
a. “El acto jurídico, sea éste contrato o una declaración de 
voluntad unilateral. 
b. El acto ilícito. 





d. La ley. 
 
D) Enneccerus y Lehmann: 
a. “Los negocios jurídicos, en los que quedan incluidos los 
contratos, las promesas unilaterales y los testamentos. 
b. Los actos semejantes a los negocios. 
c. Los actos reales. 
d. Los actos ilícitos. 
e. Los actos no culposos que obligan a indemnización. 
f. El enriquecimiento injusto. 
g. Ciertos  estados  de  naturaleza  jurídica  o  de  hecho,  
como  los derechos reales, de familia y hereditarios.” 
E) Puig Brutau: 
 
a. “La voluntad manifestada. 
b. La conducta del hombre en cuanto influye en los intereses 
de los demás con independencia de lo que sea el contenido de su 
voluntad manifestada. 
c. La ley, en cuanto atiende a circunstancias independientes 
de la voluntad y de la conducta.” 
 
LLAMBÍAS, por su parte, dice que: “Si la fuente de la obligación 
es el hecho que la produce, lo esencial de ese hecho es su aptitud o 
energía jurídica bastante para crear la relación obligacional. Allí donde 





contemplamos, creó la obligación transformando a esas dos personas 
extrañas entre sí, en acreedor y deudor”, llegando a la conclusión que 
las fuentes de la obligación, son: “…los actos de voluntad particular, los 
hechos ilícitos y la norma jurídica”, clasificación que atribuye al punto 
de vista del derecho positivo, añadiendo como fuente, desde la 
perspectiva de la conciencia del individuo, la equidad como satisfacción 
de una prestación. 
  
ABELIUK22, adhiere a la corriente doctrinaria que reconoce 
como fuentes de las obligaciones, considerando la intención del deudor 
de obligarse, las fuentes voluntarias, las no voluntarias y aquellas en 
que para nada participa el deudor, pues nacen de la sola ley. En ese 
sentido, señala el citado autor: 
“1.° Las fuentes voluntarias son aquellas en que el deudor 
consiente en obligarse; la deuda nace de un acto voluntario suyo 
efectuado con la intención de obligarse, ya sea por un acuerdo con el 
acreedor, que constituye el contrato, ya sea por su sola voluntad si se 
acepta la declaración unilateral como fuente de obligaciones; 
2. ° Tratándose de las fuentes no voluntarias, el deudor no 
tiene la intención de obligarse, pero resulta obligado al margen de su 
voluntad, por alguno de los siguientes motivos: 
                     





A. Por haber cometido un hecho ilícito, sea intencional 
(delito) o no intencional pero culpable (cuasidelito), y que impone al 
autor la obligación de indemnizar el perjuicio, y 
B. Por haber realizado un acto lícito sin intención de 
obligarse, corno ocurre en todas las situaciones agrupadas en los 
cuasicontratos, y en el enriquecimiento sin causa, y 
3. ° Finalmente, la obligación puede nacer sin la voluntad del 
deudor, y sin que éste haya realizado acto alguno, lícito o ¡lícito, para 
obligarse. Es la ley la que ha creado directamente la obligación.” 
 
Siguiendo las ideas del mismo autor, éste señala como efectos 
de las obligaciones: 
“1. ° Los efectos en el cumplimiento, que se traduce en estudiar 
el deber del deudor de cumplir y su responsabilidad patrimonial…, el 
pago y otras modalidades del cumplimiento, que no siendo pago 
propiamente tal, lo implican o equivalen; dación en pago, 
compensación, novación y confusión. 
 
2. ° Los efectos de la obligación en cuanto da lugar a los 
derechos auxiliares de protección del patrimonio del deudor…, y 
 
3. ° Los efectos en el incumplimiento, que son los ya 
señalados: el derecho del acreedor a obtener el cumplimiento forzado 





Desde otro  punto  de  vista se distinguen los efectos normales 
de las obligaciones, comunes a todas ellas y los especiales, propios de 
algunas categorías. 
Dentro de éstos se diferencian los de los contratos bilaterales…, 
y los de las distintas clasificaciones de las obligaciones...”23 
 
La responsabilidad, como situación jurídica pasiva, es 
considerada por VODANOVIC24 como “…un deber jurídico sucedáneo 
de un deber primario. Es la sujeción a la sanción contenida en la norma 
violada o, como dicen otros, es la sujeción a los efectos reactivos del 
ordenamiento jurídico dimanante del incumplimiento de un deber 
anterior. Explícase que primero aparece el deber; después, sucesiva y 
condicionalmente al incumplimiento,   la   responsabilidad   por   no   
haber   cumplido.   Tal responsabilidad no es sino, a su vez, una 
obligación, un débito ulterior, el de reparar la consecuencia del 
incumplimiento de un primer débito o de una primera obligación.”  
 
En Francia, hasta antes del Siglo XII, imperó en las leyes 
bárbaras el sistema de la composición legalmente obligatoria, no 
distinguiéndose, por tanto el delito civil del delito penal. A mediados del 
siglo XII, se estableció como regla general la reparación de todo daño 
                     
23 ABELIUK  MANASEVICH,  René:  Las  obligaciones.  Tomo  II.  Cuarta  edición actualizada. Dislexia 
Virtual. Santiago. Pág. 5. 
24 VODANOVIC H., Antonio: Manual de Derecho Civil. Partes Preliminar y General. Editorial Jurídica 





causado por culpa25, principio que recogió el Código Civil francés con 
el siguiente enunciado: “Es una consecuencia natural de todas las 
especies de compromisos particulares y del compromiso general de no 
causar mal a nadie, que aquellos que ocasionen algún daño, sea por 
haber contravenido algún deber o por haber faltado al mismo, están 
obligados a reparar el mal que han hecho”. 
 
Asimismo, la culpa se convierte en elemento fundamental de la 
responsabilidad extracontractual al considerar el acto como ilícito, 
razón por la cual aparece el deber de resarcir, confundiéndose, sin 
embargo, la culpa con la ilicitud. 
 
La responsabilidad del deudor, queda confirmada bajo los 
siguientes presupuestos26: 
A) Incumplimiento del deudor.- 
B) Imputabilidad del incumplimiento al deudor en razón de su 
culpa o dolo; 
C) Daño sufrido por el acreedor; 
D) Relación de causalidad entre el incumplimiento del 
deudor y el daño experimentado por el acreedor. 
 
                     
25 28Responsabilidad civil.http://www.derechoprofundizado.org/doctrina/derecho_ 
civil_y_comercial/responsabilidad_civil. 





Si faltara alguno de estos requisitos el deudor quedará exento 
de responsabilidad civil. Por otra parte, el incumplimiento del deudor, el 
daño del acreedor y la relación de causalidad entre uno y otro, son 
puramente objetivos. El daño sufrido por el acreedor es de carácter 
subjetivo, “…pues se refiere a la posibilidad moral de atribuir ya la 
inejecución de la obligación, ya el daño ocasionado por ello, al deudor 
como causa inteligente y libre de la actividad obrada por él, para exigirle 
la consiguiente responsabilidad.” 
 
Según RIVERA27 los elementos de la responsabilidad civil están 
conformados por: 
A) La acción humana calificada de autoría.- Existe siempre que la 
acción se trasunte como una emanación de la persona, excluyéndose 
los actos reflejos, los producidos en estado de inconsciencia total y los  
que son consecuencias de una fuerza irresistible, por lo que estos no 
son generadores de responsabilidad civil. 
B) La conducta reprochable puede ser positiva u omisiva.- La 
acción, conducta o comportamiento genera responsabilidad civil, 
cuando es antijurídica, es decir, cuando es transgresora de una norma 
jurídica que prohíbe dañar. 
 
                     
27 RIVERA, Julio César: Instituciones de Derecho Civil. Parte General. TOMO II. LexisNexis Abeledo 





La responsabilidad se deriva ya sea del ilícito civil o del delito 
criminal, a los que BORDA28 se refiere señalando que: 
 
a) El delito civil está caracterizado por la intención de cometer el 
acto contrario a la ley, mientras que el delito penal es un acto previsto 
y penado por la ley penal, sea intencional o culposo. Respecto a 
nuestra investigación, señala BORDA que el hecho que “…resulta de 
un accidente de tránsito, es un delito criminal pero no civil; antes bien, 
es un típico cuasidelito.” 
b) La base del delito civil exige siempre la existencia de un daño, 
cierto o eventual, causado a terceros. En cambio, el delito penal puede 
quedar consumado sin necesidad de existencia de daño, como en la 
tentativa de delito, también punible. 
c) Mientras que el ordenamiento jurídico civil tiene como finalidad 
reparar el daño experimentado por el ofendido, en el ordenamiento 
penal, la finalidad es infligir una pena al ofensor. Esta diferencia se 
expresa en cuanto a que en el ilícito civil la reparación se fija en la 
extensión del daño inferido a la víctima, con prescindencia  de  la mayor 
o menor culpabilidad del autor del hecho, a diferencia del ilícito penal, 
en el que la pena está en función de la gravedad del hecho. 
d) En el ámbito civil la reparación es hereditaria en caso se 
produzca la muerte del culpable, es decir, no es personalísima, como 
                     
28 BORDA,  Guillermo  A.:  Tratado  de  Derecho  Civil  -  Obligaciones.  Tomo  II. Abeledo-Perrot. Buenos 





en el caso de lo criminal, en que por la muerte del imputado se extingue 
la acción penal. 
 
2.2.3. La culpa 
 
Dice ARISTÓTELES29, “…cuando,... es uno mismo, causa de 
esta ignorancia, y se ha hecho alguna cosa que es resultado de esta 
ignorancia, como ésta es la única causa, entonces es uno culpable, y 
con razón se considera a uno, causa del delito y se le exige la 
responsabilidad.”, agregando que “…sufrir una injusticia es sufrir un 
perjuicio y un daño.” Y con relación a nuestro tema de investigación, 
añade “Los hombres que estando ebrios hacen algún mal son 
culpables, porque ellos mismos son causa de su ignorancia. Libres eran  
de  no beber, hasta el punto de desconocer a su padre y golpearle.” 
 
Por otro lado, el derecho romano, distinguía tres clases de culpa: 
 
1. Culpa grave.- Cuando el sujeto no comprendía lo que 
cualquiera habría comprendido, es decir, hubiera demostrado un 
comportamiento desaprensivo. 
2. Culpa leve.- Se dividía en abstracta, cuyo modelo era el 
buen padre de familia; y en concreta, en el que el modelo estaba 
constituido por la diligencia del propio deudor en sus demás relaciones. 
                     





3. Culpa levísima, en la que el paradigma era el muy buen 
padre de familia, de manera que la más mínima desatención significaba 
culpa. 
 
ALESSANDRI30, define la culpa como “…la falta de cuidado o 
diligencia que debe emplearse en el cumplimiento de una obligación o 
en la ejecución de un hecho”. 
 
La culpa extracontractual o culpa aquiliana, se caracteriza por 
derivarse de los actos ilícitos que causan daño a las cosas ajenas, sin 
que medie ninguna relación entre la parte responsable y la parte 
lesionada. A su vez, este tipo de culpa, siempre es in faciendo, y está 
desprovisto de dolo porque es consecuencia de la falta de cuidado, de 
un actuar negligente, cuyas consecuencias no han tenido intención de 
dañar, pero por las que igualmente se debe responder. 
 
DE TRAZEGNIES31, citando a los MAZEAUD, señala que estos 
aclaran que “…la lex Aquilia no exigía la culpa como condición para su 
aplicación, sino que se trataba de una responsabilidad que ahora 
llamaríamos "objetiva": no era necesario probar la negligencia del autor 
del daño sino sólo el damllum iniuria datum.” 
 
                     
30 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo: Op. Cit. Pág. 86. 
31 DE TRAZEGNIES, Fernando: La Responsabilidad Extracontractual. (Arts. 1969- 1988) SETIMA 
EDICION. TOMO I. Biblioteca para leer el Código Civil. Vol. IV. Pontificia Universidad Católica del Perú. 





BORDA32, al referirse a la culpa civil y culpa penal, expone 
brevemente dos corrientes contrapuestas, señalando: “Según una 
corriente doctrinaria, se trata de un concepto unitario; tanto para el 
derecho civil como para el penal, la culpa consiste en la omisión de las 
diligencias que correspondieren según las circunstancias de tiempo, 
lugar y medio. La legislación civil y la penal, crean sanciones contra la 
imprudencia, la desatención, la torpeza, la negligencia. El hecho 
generador de la responsabilidad es el mismo. No hay, pues, diferencia 
de naturaleza entre la culpa civil y la penal. 
Según otra opinión, se trata de conceptos distintos. Las 
principales diferencias serían las siguientes: a) para determinar la culpa 
civil, el problema debe ser juzgado a la luz de la previsibilidad de la 
consecuencia dañosa; en cambio, el agente es culpable criminalmente 
cuando ha podido comprender la criminalidad del acto; b) en el derecho 
penal sólo se sanciona la culpa en casos excepcionales; en derecho 
civil toda culpa es ilícita y, más aún, existe culpa presumida por la ley, 
concepto que el derecho penal ignora. Todavía debe agregarse que en 
materia civil hay supuestos de responsabilidad sin culpa, lo que 
también es inconciliable con el derecho penal.” 
 
La culpa, consiste en la omisión de las diligencias que exige la 
naturaleza del acto y que corresponde a las circunstancias de las 
personas, del tiempo y de lugar, a fin de evitar el daño sobreviniente. 
                     





La omisión de la diligencia puede consistir en una incuria, descuido, 
imprudencia o negligencia, conceptos englobados en la culpa. 
Constituye el elemento intencional del cuasidelito. 
 
En la culpa no existe la intención de causar daño, pero el agente 
podría haber advertido el riesgo de las consecuencias de sus actos y 
prever el resultado, lo que finalmente lo hace responsable y lo obliga a 
ofrecer una reparación. 
 
La culpa, desde la concepción unitaria, se aplica con el mismo 
sentido tanto en los contratos como en los hechos ilícitos, puesto que, 
en ambos casos, supone la violación de una obligación preexistente, la 
que, en el primer caso, está referida a una obligación concreta y precisa 
establecida en el contrato y, en el segundo caso, es de orden genérico 
y se refiere a la obligación de un obrar diligente y prudente. 
 
Sin embargo, desde una posición intermedia entre la posición 
clásica y la unitaria, la culpa generaría dos diferentes regímenes de 
responsabilidad, según se derive del incumplimiento de los contratos o 
de la comisión de hechos ilícitos. Es decir, habría una sola culpa, pero 
que origina un doble régimen de responsabilidad culposa: 







Mientras que en la culpa contractual hay un incumplimiento 
deliberado de las obligaciones, negligencia, impericia o descuido, por 
omisión o acción, y se presume la existencia de dolo, en la culpa 
aquiliana, se configura el cuasidelito y éste debe ser probado por quien 
la invoca aunque, como señala TABOADA “…nuestro Código Civil, ha 
considerado que es conveniente establecer presunciones de 
culpabilidad, invirtiendo la carga de la prueba, de modo tal que la 
víctima ya no estará obligada a demostrar la culpa del autor, lo cual es 
por regla general bastante difícil, sino que corresponderá al autor del 
daño demostrar su ausencia  de culpa.“ 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
 Accidente de tránsito. -  Perjuicio ocasionado  a  una  persona  y/o  bien 
 Accidente. - Toda lesión corporal producida por acción imprevista 
fortuita u ocasional de una fuerza externa, repentina y violenta que obra 
súbitamente sobre la persona, independientemente de su voluntad y 
que puede ser determinada por los médicos de una manera cierta. 
 Acción.- En el lenguaje Jurídico, "acción" tiene las siguientes 
acepciones: Se da ese nombre al título representativo de una cuota o 
parte de capital en las sociedades comerciales. También se alude con 
la misma expresión, a la demanda, o sea al acto jurídico procesal que 
inicia el proceso y que es normalmente el instrumento por el cual ella 
se ejercita. Se indica también con ese término, la existencia de un 
derecho privado, que es el que se hace valer en la demanda, 





técnico procesal, el término "acción" significa "el derecho, facultad o 
poder jurídico acordado al individuo para provocar la actividad  
jurisdiccional  del  Estado".  En  este  sentido  la  afirmación  de  
 Actos Negativos.- Cuando la ley ordena ejecutar el hecho, se responde 
por la omisión. 
 Actos Positivos.- Expresa o genérica. Se responde por la comisión y 
por la comisión por omisión. 
 CALAMANDREI de que no hay jurisdicción sin acción, es correcta. De 
acuerdo con el tratadista argentino HUGO ALSINA, la acción es un 
"derecho subjetivo público que el ciudadano tiene contra el Estado para 
obtener de éste la tutela de un derecho privado, y frente al dilema del 
destinatario de la acción, si lo es el Estado o el adversario en la 
contienda, se decide, sin duda alguna, por el primero, por lo que la 
misma se ejercita contra el Estado para que preste la tutela jurídica al 
que la solícita". 
 Culpa Contractual.- Probado el incumplimiento, la culpa se presume. 
 Culpa Extracontractual: Le corresponde a la víctima, probar la culpa del 
autor del daño. 
 Culpa: Conducta que se ejecuta un hecho o se incurre en una omisión, 
que aunque ilícitos en sí, no lo son por las consecuencias que 
producen, si el culpable no las evita por imprevisión, por negligencia, 
por falta de reflexión o de cuidado, por no hacer las investigaciones 
convenientes, por no tomar las precauciones necesarias o por impericia 
en un arte o ciencia cuyo conocimiento es necesario para que hecho 





 Daño Emergente.- Aquél que se sufre como resultado de haber 
realizado una prestación en la expectativa de que se realizaría otra a 
cambio y que ésta no se realizó. 
 Daño Moral.- Va dirigido a compensar a la víctima por las angustias y 
sufrimientos mentales producidos por el daño. Son determinantes la 
edad y el estado de salud. 
 Daño Nominal.- Es una partida de daños insignificante que se concede 
más bien con el propósito de establecer que el demandado actuó de 
forma negligente, pero que el demandante no puede demostrar el daño. 
 Daño Punitivo.-  Es  el que se utiliza para dar un escarmiento al infractor 
por una conducta temeraria altamente negligente. 
 Daño.- En sentido técnico, en derecho civil, se entiende por "daño" la 
pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de 
cumplimiento de una obligación. Esa pérdida debe ser consecuencia 
directa e inmediata de la falta de cumplimiento de la obligación, ya sea 
que se haya causado o que necesariamente deba causarse. 
 Derecho Penal, son conductas disvaliosas, tienen un carácter 
ejemplificante, para que el hecho no se vuelva a repetir. 
 El Demandado debe probar su cumplimiento. 
 Fallo.-  (Viene  de  "fallar",  esto  es,  decidir  un  litigio  o  proceso). 
 Hecho Ilícito.- Toda conducta humana culpable, por intención o 
negligencia, que pugna con un deber jurídico stricto sensu, con una 
manifestación unilateral de voluntad o con lo acordado por las partes 





 Ilicitud Contractual.- Incumplimiento de un contrato válido, en el que 
existe autonomía de la voluntad. El contrato es ley para las partes. 
 Ilicitud Extracontractual.- Deber genérico de no dañar. 
 Incumplimiento Absoluto: Inejecución total, absoluta y definitiva, el 
cumplimiento se hace imposible en el futuro. 
 Indemnización.- Consiste en el pago de una suma de dinero 
equivalente al daño sufrido por el damnificado en su patrimonio. 
 Juicio.- Históricamente, la palabra juicio, fue sinónimo de "sentencia". 
Alcalá Zamora cita la ley I, título XXII, de la Partida III que dice: "Juicio 
en romance tanto quiere decir como sentencia en latín." 
Posteriormente, el significado de "juicio" se ha ampliado, sobre todo en 
el lenguaje jurídico hispanoamericano, hasta llegar a identificarse con 
el de "proceso". Así, por ejemplo, se habla de "juicio ordinario civil", 
"juicio ejecutivo" y "juicio especial de desahucio". 
 Lícito.- Es lo contrario a la ley. Es un obrar antijurídico. 
 Lucro Cesante.- Cantidad que el acreedor efectivamente dejó de 
percibir. Va dirigido a compensar una ganancia futura frustrada. 
 Lucro Emergente.- Va dirigido a compensar al perjudicado por el dinero 
que ha deja do de producir o aquellos gastos económicos que ha 
sufrido la persona desde que sucedió el acto culposo o negligente 
hasta el día en que se dicta la sentencia. Menoscabo del Potencial de 
Generar Ingresos.- Es altamente especulativo y gira principalmente 
alrededor de menores de edad. Se toman como criterios: el núcleo 
familiar, estabilidad del hogar, edad, salud física y mental, inteligencia, 





 material, en un determinado trayecto de movilización o transporte, 
debido (mayoritariamente) a la acción riesgosa, negligente o 
irresponsable, de un conductor, pasajero y/o peatón; como también a 
fallas mecánicas repentinas, errores de transporte de carga, 
condiciones ambientales desfavorables y cruce de animales durante el 
tráfico. 
 Obligación.- Vinculo jurídico entre dos o más personas determinadas, 
que coloca a una de ellas en la necesidad de dar hacer o no hacer una 
cosa respecto a otra. 
 Órgano Jurisdiccional.- Todo órgano del Estado que realiza la función 
de resolver las controversias jurídicas que se plantean entre dos partes 
contrapuestas, de manera imperativa y en una posición imparcial. 
 Perjuicio.- En sentido técnico, en derecho civil, se entiende por 
"perjuicio" "la privación de cualquier ganancia lícita, que debiera 
haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación" . Esa privación 
debe ser consecuencia inmediata y directa de la falta de cumplimiento 
de la obligación, ya sea que se haya causado o que necesariamente 
deba causarse 
 Proceso.- El proceso, según Eduardo B. Carlos, es: "un conjunto de 
actos concatenados entre sí, desarrollados ordenada y 
progresivamente, por las partes y el órgano jurisdiccional, dirigidos a 
obtener una decisión que actualice el Derecho positivo a un caso 
concreto y singular." Mediante el proceso se realiza la función 
jurisdiccional que es una de las funciones del Estado (las otras 





con los de acción y de jurisdicción - constituyen la llamada trilogía 
estructural" sobre la cual se sustenta la unidad conceptual del derecho 
procesal, como disciplina de estudio. Son los conceptos básicos o 
fundamentales que posibilitan el estudio del derecho procesal, esto es, 
el conjunto de normas jurídicas que regulan al proceso por cuyo medio 
el Estado, ejercitando la función jurisdiccional declara, asegura y 
realiza el derecho. 
 Reparación.- El pago de todos los daños causado al ofendido y a su 
familia o a un tercero, con violación de un derecho formal, existente y 
no simplemente posible, si aquellos son actuales y provienen directa o 
inmediatamente del hecho u omisión de que se trate, o hay certidumbre 
de que este o aquel los han de causar necesariamente, como 
consecuencia próxima inevitable. 
 Responsabilidad Civil.- Dar cada uno, cuenta de sus actos, entonces 
es un deber de dar cuenta a otro del daño que se le ha causado. 
 Responsabilidad Directa.- Es la que se impone a la persona causante 
del daño y es siempre una responsabilidad por hechos propios. 
 Responsabilidad Extracontractual o Aquiliana.- Responde a la idea de
 la producción de un daño a otra persona por haberse 
transgredido el genérico deber de abstenerse de un comportamiento 
lesivo a los demás. 
 Responsabilidad Indirecta.- Se produce si se obliga al resarcimiento a 
otra persona que no es agente productor del hecho u omisión dañoso, 





 Responsabilidad Objetiva.- Responsabilidad sin culpa, strict liability, 
etc., en la que el daño no se atribuya a un sujeto sin la participación 
que haya tenido en él, sino según criterios derivados del riesgo por la 
utilización de sustancias, de máquinas, o por la realización de cualquier 
actividad potencialmente peligrosa. 
 Responsabilidad Principal.- Aquélla que es exigible en primer término. 
 Responsabilidad Subjetiva.- En el que la responsabilidad civil, una vez 
producido el daño, se hace derivar de la culpa en que haya incurrido el 
agente de la acción u omisión que merece la calificación de ilícito civil. 
  Responsabilidad Subsidiaria.- Se produce cuando el deber impuesto 
al que es responsable principal no existe o no cumple o no puede 
cumplir. 
 Restitución.- Devolución tanto de la cosa usurpada, como de los frutos 
existentes en los casos en que el usurpador deba restituir estos, con 
arreglo al derecho civil. MM. Riesgo.- Es la posibilidad contingente de 
que se realice un acontecimiento, que amenaza a una persona de sufrir 
un detrimento patrimonial (daño o perjuicio), por la violación ilícita o 
licita de un deber jurídico estricto sensu o una obligación lato sensu en 
cualquiera de sus dos especies. 
 Sanción.- Reparación de los perjuicios generados por lo ilícito. 
 Sanciones Represivas.- Típicas del 
 Sanciones resarcitorias.- Reparación de las cosas al estado que se 
encontraban antes del obrar ilícito, en cuando fuere posible 





pasados, presentes y futuros; o darle una satisfacción equivalente a la 
insatisfacción ocasionada por el daño. 
 Sentencia definitiva del juzgador, y en ella, especialmente los puntos 
resolutivos, es decir, el pronunciamiento decisivo o imperativo. 
 Siniestro.- Es la realización del riesgo o acontecimiento contingente 
que amenaza a una persona. 
 
2.4. HIPÓTESIS Y VARIABLES 
2.4.1. Hipótesis general  
Los criterios jurídicos aplicados por los jueces de la Corte 
Superior de Justicia de Puno, para la determinación de la 
responsabilidad civil derivada de tránsito, corresponden al derecho 
subjetivo, pues reflejan la culpa del agente y no la responsabilidad 
por riesgos, 2013-2014 
 
2.4.2.  Hipótesis específica 
 Las sentencias expedidas por los Jueces especializados en lo 
penal, sobre responsabilidad civil emergente de los accidentes 
de tránsito, no evidencian una proporcional y adecuada 
correspondencia entre la magnitud del daño causado y el monto 







 En los procesos sobre indemnización por accidentes de tránsito, 
no es frecuente que se emplace a las compañías aseguradoras 
como responsables solidarias. 
 Los montos que se fijan en las pólizas de seguro, no son eficaces 
para el resarcimiento por daños en los casos de accidentes de 
tránsito 
 
2.4.3. Sistema de variable 
Identificación de variables 
Variables dependientes (yi): 
-. Los criterios jurídicos aplicados por los jueces de la 
Corte Superior de Justicia de Puno 
Variables independientes (xi): 
- 1. Daño causado. 
- 2. Magnitud del daño. 
- 3. Responsabilidad indemnizatoria. 
- 4. Existencia de dolo. 
- 5. Existencia de culpa. 
- 6. Caso fortuito 
- 7. Fuerza mayor. 
- 8. Hecho determinante de tercero. 















1. Daño causado. 
2. Magnitud del daño. 
3. Responsabilidad indemnizatoria. 
4. Existencia de dolo. 
5. Existencia de culpa. 
6. Caso fortuito 
7. Fuerza mayor. 
8. Hecho determinante de tercero. 

































































































































a) De S/.1,000 
a S/.10,000. 
b) De S/.10,001  
a S/.20,000. 
c) De 
S/.20,001  a 
S/.40,000. 
d) De S/.40,001  
a S/.80,000. 
e) De 

































METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
3.1. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
El diseño empleado es el análisis documental  de los juzgados 
liquidadores 
 
El tipo de investigación es de carácter Descriptivo – Explicativo y 
Dogmático. 
 
3.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
La presente investigación tuvo el método hipotético deductivo, el 
cual permitió conocer la medición de las dos variables en un determinado 
momento, además permitió el poder hacer interpretaciones sobre el 






3.2.1. El método exegético 
 
El método exegético puede enunciarse en los siguientes 
términos: "Como la ley es expresión de la voluntad legislativa, la 
interpretación de los preceptos legales debe reducirse a la búsqueda 
del pensamiento de su autor". Esta tarea, cuyo fin último consiste en 
descubrir la intención de los legisladores, es precisamente lo que se 
llama exégesis. 
 
La labor de interpretación no es siempre difícil. El texto legal 
puede ser tan claro que no surja ninguna duda sobre el pensamiento 
de sus redactores. En tal hipótesis, debe aplicarse en sus términos; 
"Cuando la ley es clara, no es lícito eludir su letra". En este caso la 
interpretación resulta puramente gramatical. 
 
No obstante, en algunas ocasiones la expresión es oscura e 
incompleta; entonces no basta el examen gramatical, y es necesario 
echar mano de la interpretación lógica. Su fin estriba en descubrir el 
espíritu de la ley. Habrá que buscar el pensamiento del legislador en 
un cúmulo de circunstancias extrínsecas a la fórmula y en aquellas que 
presidieron su aparición. Los medios auxiliares de que el intérprete 
debe valerse para lograrlo son los siguientes: 
 






Análisis de la tradición histórica y de la costumbre, a fin de 
conocer las condiciones que prevalecían en la época en que la ley fue 
elaborada, así como los motivos que indujeron al legislador a 
establecerla. 
 
Si estos medios resultan infructuosos, habrá que valerse de 
procedimientos indirectos; entre ellos figuran el recurso a la equidad y 
a la aplicaron de los principios generales de derecho. La equidad no 
debe ser para la exegética fuente inmediata y directa de inspiración, 
sino criterio que permite describir las consideraciones de utilidad y 
justicia en que el legislador debió inspirarse. 
 
3.3. CARÁCTER DE INVESTIGACIÓN 
 
Tienen un carácter sincrónico por ser de un solo tiempo dado en la 
construcción lógica de la razón frente al fenómeno social en la realidad. 
 




La población universal fue considerada en base a expedientes 
sobre responsabilidad civil desde los años de 2013 – 2014. Para una 
mejor validez de la investigación se ha considerado tomar en cuenta 





3.5. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
3.5.1. Técnicas 
 Observación documental: Sobre las disposiciones de 
formalización de investigaciones preparatorias y actuadas de las 
carpetas fiscales, que permitirá conocer sus características (variable 




 Ficha de Observación Documental: Sobre las disposiciones 














PROBLEMÁTICA DEL SEGURO FRENTE A LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL 
 
4.1. EVOLUCIÓN LEGISLATIVA NACIONAL 
4.1.1.  Antecedentes históricos 
La palabra violación proviene del latín violare, y esta palabra, a 
su vez, de vis que significa fuerza. 
 
4.1.1.1.  Incanato 
Los Incas sancionaban de distintas formas como, por ejemplo, 
la Expulsión del pueblo, el linchamiento, entre otras y solo se 
aplicaba la pena de muerte para los reincidentes.33 
 
 
                     
33 GARCÍA DEL RÍO, Flavio. "DELITOS SEXUALES". Ed. Legales Iberoamérica EJ.R.L, Lima - Perú 





4.2. MARCO LEGAL DE TRÁNSITO TERRESTRE 
 
El Código Civil peruano, se refiere a la responsabilidad, en sus artículos 
1969  a  1988,  estableciendo  en  el  primero  de  ellos  la  obligación  de 
indemnización por daño moroso y culposo por parte de la persona que por dolo 
o culpa causa un daño a otro, correspondiendo al autor de dolo o culpa el 
descargo por falta de dolo o culpa. 
Asimismo, el Artículo 1970, referido a la responsabilidad por riesgo, señala que 
“Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de una 
actividad riesgosa o peligrosa, causa un daño a otro, está obligado a repararlo.” 
 
ROSENKRANTZ34, refiriéndose a los requisitos que debe reunir la 
obligación de resarcir el daño, dice que: “Tradicionalmente, tanto en el Derecho 
Continental como en el Derecho Anglosajón, para que en un tribunal un 
demandado sea obligado a compensar al demandante han sido necesarios tres 
requisitos ineludibles; primero, la culpa, es decir, que la conducta del agente 
haya sido reprochable; segundo, el daño, esto es que la víctima (o 
eventualmente «algo» de su propiedad) haya sufrido un perjuicio susceptible 
de apreciación pecuniaria; y tercero, una relación causal que conecte la 
conducta reprochable con el daño en cuestión. Salvo en el relativamente 
moderno ámbito de la responsabilidad estricta u objetiva, estos tres requisitos 
han estado siempre presentes en toda condena en juicios de responsabilidad 
extra-contractual. 
                     
34 SÁNCHEZ, Ricardo Juan: Alcance objetivo y subjetivo de la acción por responsabilidad civil en el 





No obstante la importancia de esta tradición en el ámbito jurídico, la situación 
amenaza con cambiar de un modo radical...” 
 
En suma, lo que trata de explicar este autor, es la re caracterización de 
la culpa, señalando que la relación causal y el daño, no están únicamente en 
función de la importancia de sus consecuencias, sino también de la 
envergadura de las ideas en las cuales se asienta, es decir, la 
“…responsabilidad por los riesgos que generamos e imponemos a otro, 
mientras que la responsabilidad por daño es sólo una excepción al canon 
basada en razones de diversa naturaleza.” 
 
Más aún, continúa diciendo el mismo autor, que: “…la responsabilidad por 
daños no se relaciona centralmente con la reprochabilidad o irreprochabilidad 
de las acciones de un agente, sino con el hecho de que el agente causó el daño 
en cuestión… (En otras palabras,… A deberá compensar a B, 
independientemente del reproche de su actuar, si A ha sido quien ha dañado a 
B) 
En este esquema, la culpa no funciona como un elemento atributivo de 
responsabilidad sino, por el contrario, como una excepción a la obligación de 
compensar. 
Más aún, el requisito de la culpa se justifica de modo idéntico a la justificación 
de otras limitaciones a la obligación de compensar. 
…las limitaciones a la obligación de compensar se justifican, todas ellas, en 
términos de un principio de acuerdo con el cual no se debe compensar a la 





funcionamiento de prácticas o instituciones sociales cuyos resultados producen 
beneficios mutuos.” 
 
En su justificación por responsabilidad extracontractual, en el mismo orden de 
ideas, ROSENKRANTZ, resalta la utilidad social de la conducta frente a la 
posibilidad de ser indemnizado, sobre todo teniendo en cuenta que, en caso de 
indemnización tendrían que enfrentarse situaciones como el alto costo de 
administrar un sistema de responsabilidad objetiva, dado que la estructura 
judicial es cara y burocrática. 
 
MOSSET35, dice por su parte que “…la única responsabilidad que se 
compadece con la justicia, la seguridad, el bien común, la concordia o paz social 
es la basada en la culpa.” 
Nuestro ordenamiento procesal permite acumular en el proceso penal la acción 
por responsabilidad civil extracontractual por los daños derivados del hecho 
tipificado penalmente, hecho que constituye una oportunidad para el agraviado 
de obtener una rápida satisfacción de sus derechos, no admitiéndose en 
cambio en el proceso penal pretensiones civiles de naturaleza mero-declarativa 
o constitutiva. 
 
En l proceso penal, adquieren relevancia las consecuencias de naturaleza civil 
y la repercusión que un delito puede tener, en el sentido de “…afectar a diversos 
derechos de contenido civil, cualquiera que sea su naturaleza (desde el 
                     





derecho de la posesión, el derecho de la propiedad, al derecho de crédito o un 
derecho de la personalidad)…” 36 
 
En la responsabilidad extracontractual, importa tener en cuenta el concepto de 
concausa. Los supuestos de concausa, están regulados en el artículo 1973 de! 
Código Civil, refiriéndose ello a que el daño siempre es consecuencia de la 
conducta del autor, pero con la contribución o participación de la propia 
víctima37, lo cual si bien es cierto es relevante, su efecto jurídico es la reducción 
del monto de la reparación, pero de ninguna manera la liberación de 
responsabilidad civil del autor. 
 
Según ABELIUK “Para que haya lugar la responsabilidad extracontractual, dos 
son los requisitos fundamentales: la actuación ilícita, culpable o dolosa, y el 
daño a la víctima que ella ocasiona. A ellos se agrega la capacidad del agente 
y que no concurra alguna causal de exención de responsabilidad. 
Desglosándolos, tenemos, en consecuencia: 
1 Una acción u omisión del agente; 
 
2 La culpa o dolo de su parte, que se estudia conjuntamente con el 
anterior; 
3 La no concurrencia de una causal de exención de responsabilidad; 4.° 
La capacidad del autor del hecho ilícito; 
5.° El daño a la víctima, y 
                     
36 ABELIUK MANASEVICH, René: Op. CIt. Págs. 134-135. 





4.2.1. Dolo eventual 
 
El origen del dolo, se remonta al derecho romano que le asignaba dos sentidos: 
Como condición de vicio de la voluntad, en el que se comprenden a la violencia 
y al error y, como maniobra enderezada a ejercer indebida influencia sobre otro. 
A pesar de su carácter engañoso, el dolo no era causa de invalidez para los 
romanos de la época clásica, siendo que a fines de la República, al crearse el 
derecho honorario, por vía de excepción se llega a la ineficacia, transitando así 
de una concepción subjetiva (error provocado) a otra más objetiva (protección 
de la buena fe)38 
 
En el antiguo derecho francés, reaparece la consideración subjetivista del dolo, 
en forma de vicio de la voluntad, para luego dar paso a la solución objetivista 
en la fórmula "sólo lo que hiere abiertamente la buena fe, ante el fuero externo 
e interno, es considerado como un verdadero dolo". 
 
En cuanto al concepto de dolo, CARRANZA39, afirma que dicho término tiene 
más de una acepción. Así: 
“1. Como vicio de los actos jurídicos (rectius de la voluntad, en el acto 
voluntario) se designa con ella, las maniobras empleadas por una de las partes 
con destino a captar la voluntad de la otra en la celebración del acto jurídico. 
                     
38 CARRANZA, Jorge A.: El dolo en el Derecho Civil y Comercial. Estudio doctrinario y jurisprudencial. 
Editorial Astrea de Rodolfo Depalma y Hnos. Buenos Aires. 1978. Pág. 23. 





En este sentido, se entiende por tal cualquier forma de engaño que sea utilizada 
para determinar a una persona a celebrar un acto jurídico. 
… 
2. Otra significación del vocablo es la que apunta a caracterizar el dolo como 
presupuesto subjetivo del hecho ilícito civil delito. En esa materia, que aquí 
deberemos limitarnos a mencionar por contraste, el dolo designa la intención 
de provocar el daño, que es consecuencia del obrar antijurídico del agente, por 
oposición a la culpa o negligencia, que tipifica el acto ilícito cuasidelictual.  
3. …La que apunta a caracterizar una especie típica de inejecución, por el 
deudor, de las obligaciones a su cargo, bien sea por incurrir en mora o por liso 
y llano incumplimiento.” 
 
Para JIMÉNEZ DE ASÚA40 el dolo es la producción del resultado típicamente 
antijurídico  con la conciencia  de que se está quebrantando el deber, con 
conocimiento de las circunstancias de hecho y del curso esencial de la relación 
de causalidad existentes entre las manifestaciones humanas y el cambio en el 
mundo exterior, con la voluntad  de realizar la acción o con representación del 
resultado que se requiere. 
Según la Suprema Corte de Justicia de Mendoza41 “…el sujeto que actúa con 
dolo eventual, no actúa descuidadamente, por el contrario, sabe lo que hace y 
siendo consciente del grado de peligro que su comportamiento lleva implícito 
para un bien jurídico, bien por indiferencia, bien por desprecio hacia ese bien 
                     
40 JIMÉNEZ DE ASÚA, Luis: Lecciones  De Derecho Penal. Biblioteca  Clásicos Del Derecho .Volumen 
7.Editorial Harla México 1997. Pág. 243. 
41 Suprema Corte de Justicia de Mendoza, 20-02-2007, autos nº 85311, Ubicación: LS 374 - Fs. 195. 





jurídico o bien sin ningún tipo de sentimiento negativo respecto a ese bien 
jurídico sigue actuando, decide seguir adelante con su comportamiento, 
anteponiendo sus intereses a la integridad del bien jurídico que con su hacer 
amenaza.” 
 
Para JAKOBS42, en cambio, “Si un conductor embriagado dirige su vehículo a 
toda velocidad hacia la policía que cierra el paso en mitad de la calzada, para 
abrirse camino, sólo concurrirá dolo de homicidio si el autor al menos piensa 
que quizá el policía se apartará demasiado tarde; si la vida de un policía no le 
parece algo digno de consideración, concurrirá a lo sumo imprudencia.” 
Discrepamos de esta opinión, puesto que, en la situación descrita se presentan 
un conjunto de factores que no pueden ser tan fácilmente ignorados, como el 
hecho de la prohibición de conducir en estado de ebriedad, la prudencia al 
conducir un vehículo, en este caso la velocidad que se debe imprimir al 
manejar, el cierre de una calle por una autoridad y, sobre todo, el respeto a la 
vida de los demás. 
 
El Artículo 111º del Código Penal, referido al Homicidio Culposo, encontró su 
justificación en los continuos delitos por imprudencia o negligencia. Sin 
embargo, estando establecido que el agente debe probar la no existencia de 
culpa, se ofrecen dificultades para identificar la culpa consciente de la 
inconsciente. 
 
                     
42 JAKOBS, GÜNTHER: Derecho Penal. Parte General. Fundamentos y teoría de la imputación. Marcial 





Señala ALARCÓN43 “En la culpa inconsciente el autor no advierte la realización 
del tipo, mientras que en la culpa consciente el autor advierte la posibil idad de 
realizar el tipo, pero a pesar de ello sigue actuando por considerar el peligro 
como insignificante, al confiar en que este no se producirá por diversos factores 
o por sobre valorar sus fuerzas. La culpa consiente puede referirse tanto a un 
tipo de peligro como a un tipo de resultado.” 
 
Lo dicho anteriormente respecto a la imprudencia inconsciente no significa que 
el agente esté privado de toda representación del peligro de afectación del bien 
jurídico, razón por la cual la consideración del grado de peligro para el bien 
jurídico, adquiere relevancia. De allí, que en la culpa inconsciente no debe 
tomarse en cuenta solo el hecho indiscutible que el autor no advierta el peligro, 
sino además que ni siquiera se plantea la posibilidad de lesión o de realización 
del riesgo. 
 
El Tribunal Superior de Bogotá, emitió una sentencia en la que describe la 
conducta del agente y culmina el análisis considerando que el agente actuó con 
dolo eventual, al señalar que: “…para la Sala, es claro que ni la fiscalía, ni el 
juzgado de conocimiento fueron rigurosos en la imputación pues existía un 
fundamento razonable para imputar los resultados antijurídicos producidos no 
con culpa, sino con dolo eventual: El actor venía conduciendo de forma 
manifiestamente imprudente, al punto que ello alertó a los pasajeros del 
autobús, quienes de manera airada y reiterada le hicieron notar que podía 
                     





causar la muerte a alguno de ellos. Ante ello, el conductor continuó con su 
irresponsable proceder, es decir, le fue indiferente la producción de resultados 
antijurídicos. Tan cierto es ello, que en los improperios que dirigió al conductor 
del otro vehículo se planteó la posibilidad de chocar los carros si éste no lo 
dejaba pasar. 
 
Esta indiferencia ante la producción de un resultado antijurídico, mucho más en 
ejercicio de una actividad tan peligrosa como la conducción de vehículos de 
servicio público, no es una simple imprudencia; se trata, más exactamente, del 
despliegue de una conducta en la que la producción del resultado típico, se deja 
librado al azar y esto es, precisamente, dolo eventual.”44 
 
Los accidentes de tránsito en nuestro país, se producen por una actuación 
significativamente parecida a la descrita anteriormente. En efecto, es común 
que los conductores de vehículos de transporte público hagan “competencias”, 
en calles y avenidas por donde transitan muchos vehículos y peatones, tratando 
de ganar pasajeros, provocando en muchos de los casos las protestas de 
quienes ocupan el vehículo y haciendo caso omiso de ello; a lo que ellos 
mismos denominan “correteos”, demostrando no sólo conocimiento del riesgo 
sino también voluntad de actuar en la forma en que lo hacen, demostrando 
imperdonable imprudencia. 
 
                     






Hasta ahora, sólo en dos procesos se ha sancionado a los responsables por 
considerar que hubo dolo eventual en su actuación: el caso de la discoteca 
Utopía y el del fotógrafo Ivo Dutra, este último muerto por un vehículo de 
transporte público y cuyo conductor fue condenado a pena privativa de la 
libertad efectiva. 
 
Sin embargo, los innumerables accidentes de tránsito producidos en las 
carreteras y que dejan centenares de muertos al año, son sancionados con 
penas, a nuestro entender, benévolas, a los que debe añadirse con montos 




Se define el daño, como el perjuicio sufrido por el sujeto de derechos, cuando, 
en virtud de un acuerdo contractual, al incumplimiento de la prestación debida 
sobreviene un menoscabo patrimonial y no patrimonial para éste, pero se 
incluye también en este concepto el perjuicio producido por la ocurrencia de un 
hecho ajeno a la voluntad, siendo que en ambos casos hay lugar al reclamo de 
indemnización por perjuicios. 
 
 
La acción para el resarcimiento por el daño causado corresponde a quien lo 
sufre, pero en el caso de actos ilícitos de carácter penal, es en este proceso en 







Dice MOSSET45 que “La tendencia de los tiempos actuales,… es la de 
ensanchar las bases de la responsabilidad civil: a) Se extienden las acciones 
que obligan a responder (alcanzando, Por vía del ejemplo, al autor involuntario); 
b) se amplían las hipótesis de antijuridicidad (con el obrar abusivo y el fraude a 
la ley); c) se hacen imputaciones o atribuciones antes desconocidas (sin 
culpabilidad, objetivas o a titulo de riesgo creado); d) se vinculan consecuencias 
más lejanas al hecho generador (al aguzarse la previsibilidad): y, e) se 
reconocen como daños reparables a menoscabos o lesiones que no eran tales 
“, con lo cual se amplía considerablemente el elenco de situaciones de riesgo 
y de probabilidades de daño. El mismo autor, agrega que “El daño es una 
desgracia, patrimonial o moral, y la naturaleza humana es refractaria a los 
sufrimientos.” 
 
En opinión de CIFUENTES46, “La indemnización o resarcimiento de los daños 
y perjuicios se traduce en una compensación en dinero para tratar de obtener 
un equilibrio entre el bien perdido y el provecho que esa suma de dinero 
representa. Aunque el resarcimiento puede ser del daño material y moral, en el 
ámbito de los derechos personalísimos asume indudable importancia el daño 
moral…, pues suelen lesionarse valores no medibles monetariamente. El daño 
material requiere una reparación por el equivalente, es decir, la cantidad de 
dinero que importe íntegramente la pérdida sufrida (el daño emergente y el 
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lucro cesante o utilidad perdida). En el daño moral, no se puede mensurar el 
bien ofendido que el derecho protege- es un resarcimiento aproximativo y por 
satisfacción o satisfactorio. 
Aunque aquí no se llega a la equivalencia, se trata de dar satisfacciones con el 
dinero que las hace posibles: la moneda se proyecta en este caso como medio 
para obtener goces más o menos compensatorios de los sufrimientos 
soportados, porque muy difícil es conseguir la equivalencia.”  
 
Para GALINDO47, “La reacción del orden jurídico frente al ilícito civil ofrece en 
resumen dos aspectos: una función represiva a través de la invalidez del acto 
reprobable y una función restitutoria o reparadora del daño causado, a través 
de la responsabilidad civil.” El daño como uno de los presupuestos de la 
obligación de reparar, puede ser patrimonial o moral, según que se produzca 
en la esfera patrimonial o en la persona misma. No obstante, debe anotarse 
que el daño moral es inestimable, y puede ser actual como futuro y surgirá 
según racional certidumbre. 
 
Asimismo, en el daño causado por una acción u omisión humana, debe existir 
una relación de causalidad. No obstante, existen en la realidad múltiples
 factores que interactúan y que pueden hacer difícil la identificación de la 
causa o de los factores predominantes y contributivos al hecho, lo que dificulta 
la tarea de imputación. 
Respecto a ello, se han formulado las siguientes teorías: 
                     
47 GALINDO GARFIAS, Ignacio: Estudios de derecho civil. Universidad Nacional Autónoma de México. 





A) Teoría de la Equivalencia o de la condición "sine qua non".- Estima que 
no puede hacerse ninguna diferenciación entre los factores antecedentes que 
pudieran “…concurrir en el resultado dañoso, todos tendrán el rango de causa, 
siempre que se cumpla el siguiente postulado: un hecho es una causa de otro 
cuando si hubiera faltado el antecedente no se hubiera producido el resultado.”  
B) Teorías que destacan dentro del conjunto de antecedentes para 
conceptuarlos como causa del resultado, evitando así la amplitud que tendría 
la responsabilidad con la teoría de la equivalencia: 
a) Teoría de la Causa Adecuada.  
La Adecuación posible o razonable que ocasione el resultado. 
b) Teoría de la Causa Próxima.- Sostiene que el hecho más próximo al 
daño debe ser su causa. 
c) Teoría  de  la  Causa  eficiente.-  Considera  que  el  hecho  más eficiente 
es el decisivo. 
 
4.3. MARCO LEGAL DE TRÁNSITO TERRESTRE 
 
4.3.1. Ley Nº 27181, Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, 
del 05 de octubre de 1999. 
 
Establece los lineamientos económicos generales, organizacionales y 
reglamentarios del transporte y tránsito terrestre y rige en todo el territorio de la 
República, no comprendiendo en su ámbito de aplicación el transporte por 






Ofrece las siguientes definiciones: 
 
Para efectos de la aplicación de la presente Ley, entiéndase por:  “a) Transporte    
Terrestre:    Desplazamiento    de    personas    y 
mercancías en vías terrestres. 
 
b) Servicio de Transporte: Actividad económica que provee los medios para 
realizar el Transporte Terrestre. No incluye la explotación de infraestructura de 
transporte de uso público. 
c) Tránsito Terrestre: Conjunto de desplazamientos de personas y 
vehículos en las vías terrestres, que obedecen a las reglas determinadas en la 
presente Ley y sus reglamentos que lo orientan y lo ordenan. 
d) Vías Terrestres: Infraestructura terrestre que sirve al transporte de 
vehículos, ferrocarriles y personas.” 
 
El Artículo 3 establece como objetivo de la acción estatal, la satisfacción de las 
necesidades de los usuarios y el resguardo de sus condiciones de seguridad y 
salud, así como a la protección del ambiente y la comunidad en su conjunto, 
como también establece como competencias (Artículo 10): 
a) Normativas. 
b) De gestión. 
c) De fiscalización 
 
En cuanto a las competencias de Fiscalización, el artículo 13, establece que: 





infracciones y la imposición de sanciones por incumplimiento de los dispositivos 
legales vinculados al transporte y al tránsito terrestre, de tal forma que se 
promueva un funcionamiento transparente del mercado y una mayor 
información a los usuarios.” 
 
Para el efecto, son autoridades competentes (Artículo 15) respecto del 
transporte y tránsito terrestre, según corresponda: 
a) El Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, 
siendo dos de sus principales competencias de gestión, relacionadas con esta 
investigación, es “Diseñar sistemas de prevención de accidentes de tránsito” y 
“Mantener un sistema estándar de homologación y revisiones técnicas de 
vehículos, conforme lo establece el reglamento nacional correspondiente”. 
Asimismo, una de sus competencias de fiscalización consiste en la supervisión, 
detección de infracciones y la imposición de sanciones por el incumplimiento 
de los dispositivos legales vinculados al transporte y al tránsito terrestre, de tal 
forma que se promueva un funcionamiento transparente del mercado y una 
mayor información a los usuarios. 
b) Las Municipalidades Provinciales; una de cuya competencias 
normativas, es emitir normas y disposiciones, así como realizar los actos 
necesarios para la aplicación de los reglamentos nacionales dentro de su 
respectivo ámbito territorial; y, otra, de fiscalización, se refiere a supervisar, 
detectar infracciones e imponer sanciones por incumplimiento de los 
dispositivos legales vinculados al transporte y al tránsito terrestre. 





d) La Policía Nacional del Perú; es la autoridad responsable de fiscalizar el 
cumplimiento de las normas de tránsito por parte de los usuarios de la 
infraestructura vial y de los prestadores de servicios de transporte, brindando 
el apoyo de la fuerza pública a las autoridades competentes. Asimismo, presta 
apoyo a los concesionarios a cargo de la administración de infraestructura de 
transporte de uso público, cuando le sea requerido. 
e) El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección 
de la Propiedad Intelectual – INDECOPI, cuya competencia es velar por la 
permanencia de la idoneidad de los servicios y por la transparencia de la 
información que se brinde a los consumidores, sin perjuicio de las 
facultades de fiscalización y sanción que corresponden a las autoridades de 
transporte. 
 
Respecto a la responsabilidad administrativa por las infracciones, el Artículo 24, 
señala: 
“24.1 El conductor de un vehículo es responsable administrativamente de las 
infracciones del tránsito y del transporte vinculadas a su propia conducta 
durante la circulación. 
24.2 El propietario del vehículo y, en su caso, el prestador del servicio de 
transporte son solidariamente responsables ante la autoridad administrativa, de 
las infracciones vinculadas a las condiciones técnicas del vehículo, incluidas 
las infracciones  a  las  normas  relativas  a  la  protección  del ambiente y 






24.3 El prestador es adicionalmente responsable por el incumplimiento de las 
obligaciones derivadas del servicio de transporte y, en su caso, de los términos 
del contrato de concesión, permiso o autorización. 
24 4 Para efectos de la responsabilidad administrativa, cuando no se llegue a 
identificar al conductor del vehículo infractor, se presume la responsabilidad del 
propietario del mismo y, en su caso, del prestador del servicio, salvo que 
acredite de manera indubitable que lo había enajenado, o no estaba bajo su 
tenencia o posesión, denunciando en ese supuesto al comprador, tenedor o 
poseedor responsable. 
24.5 Los peatones son responsables por las infracciones administrativas que 
se tipifiquen en el reglamento nacional respectivo. 
24.6 En el transporte de carga, la responsabilidad del dador y del recibidor
 de la misma serán las establecidas por el Reglamento Nacional de 
Administración de Transportes.” 
 
Por otro lado, las infracciones de transporte y tránsito terrestre (Artículo 25), 
quedan clasificadas en leves, graves y muy graves, siendo materia de su 
tipificación y sanciones en los reglamentos nacionales respectivos. 
 
En  ese  sentido,  de  acuerdo  al  Artículo  26,  las  sanciones  por infracciones 
a las normas de transporte y tránsito terrestre, son: 
a) Amonestación; 
b) Multa; 
c) Internamiento del vehículo; 





e) Cancelación definitiva de la licencia de conducir e inhabilitación del 
conductor; 
f) Suspensión  de  la  concesión,  autorización  o  permiso,  según 
corresponda; 
g) Inhabilitación para brindar el servicio de transporte, de ser el caso. 
La responsabilidad civil está prevista en el Artículo 29, el cual señala: ”La 
responsabilidad civil derivada de los accidentes de tránsito, causados por 
vehículos automotores es objetiva, de conformidad con lo establecido en el 
Código Civil. El conductor, el propietario del vehículo y, de ser el caso, el 
prestador del servicio de transporte terrestre, son solidariamente responsables 
por los daños y perjuicios causados.” 
 
El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, está regulado por el Artículo 
30, el cual establece que: 
 
“30.1 Todo vehículo automotor que circule en el territorio de la República, debe 
contar con una póliza vigente de Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, 
según los términos y montos establecidos en el reglamento correspondiente. 
Su aplicación es progresiva, de acuerdo al reglamento respectivo. 
 
30.2 El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, cubre a todas las 
personas, sean ocupantes o terceros no ocupantes, que sufran lesiones o 





30.3 Lo dispuesto en los puntos precedentes, no enerva la obligatoriedad de 
contar con los seguros especiales que establezcan los reglamentos 
correspondientes para el transporte público, según la naturaleza del servicio.”  
 
El incumplimiento de lo dispuesto en el Artículo anterior, es pasible de sanción, 
conforme al Artículo 31, cuyas disposiciones señalan que: “El incumplimiento a 
la obligación establecida en la presente Ley de contar y mantener seguros 
vigentes, inhabilita a la unidad vehicular para transitar por cualquier vía del país, 
debiendo la autoridad competente retener el vehículo, impedir su circulación e 
internarlo hasta que se acredite la contratación del seguro correspondiente, sin 
perjuicio de las demás sanciones que para tal fin establece el reglamento 
nacional, que deberán ser asumidas por el propietario del vehículo o el 
prestador del servicio.” 
 
4.3.2. Ley Nº 29391, Ley que crea los Juzgados de Tránsito Vial. Del 
31 de julio de 2009. 
Incorpora el numeral 6 al artículo 46º del TUO de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, cuyo texto es el siguiente: 
“Artículo 46º.- Son Juzgados especializados los siguientes: 
 
1. Juzgados Civiles; 
2. Juzgados Penales; 
3. Juzgados de Trabajo; 
4. Juzgados Agrarios; 





6. Juzgados de Tránsito y Seguridad Vial. 
 
El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, atendiendo a las necesidades del 
servicio judicial y a la carga procesal, puede crear otros juzgados de distinta 
especialidad a los antes señalados, definiendo su competencia. 
En los lugares donde no hay Juzgados Especializados,  el despacho es 
atendido por un Juzgado Mixto, con la competencia que señale el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial. 
Todos los Juzgados antes señalados tienen la misma jerarquía”  
 
Incorpora el Artículo 52º-A al TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con 
el texto siguiente: 
“Artículo  52º-A.-  Competencia  de  los  Juzgados  de  Tránsito  y Seguridad 
Vial 
Los Juzgados de Tránsito y Seguridad Vial conocen: 
  
1. De los procesos penales vinculados a conductas peligrosas o lesivas a 
la vida, la salud, el patrimonio o la seguridad vial, realizadas en el ámbito de 
tránsito vehicular. 
2. De los procesos civiles relacionados con la determinación de 
responsabilidad e indemnizaciones por conductas peligrosas o lesivas 
realizadas durante en el contexto del tránsito vehicular. 







4.4. DECRETOS SUPREMOS 
 
4.4.1. Decreto Supremo Nº 009-2004-MTC, Aprueban Reglamento 
Nacional de Administración de Transportes. Del 27 de febrero 
de 2004. 
 
Tiene por objeto regular el servicio de transporte terrestre de personas y de 
mercancías, de conformidad con los lineamientos previstos en el inciso d) del 
Artículo 23 de la Ley General del Transporte y Tránsito Terrestre (Artículo 1), 
alcanzando a las actividades del servicio de transporte terrestre de personas y 
de mercancías realizado por vías terrestres, a excepción del transporte 
ferroviario, el transporte internacional y el transporte especial de pasajeros en 
vehículos menores motorizados o no motorizados, los que se rigen por sus 
leyes y reglamentos respectivos. 
 
Clasifica el servicio de transporte según los siguientes criterios 
complementarios entre sí: Por la naturaleza del servicio, por el elemento 
transportado, por el ámbito territorial, por las características del servicio y por 
la fuerza que mueve el vehículo (Artículo 4) 
 
Por la naturaleza del servicio (Artículo 5), se clasifica en: 
“a) Servicio de transporte terrestre: Actividad económica que provee los medios 
para realizar el transporte terrestre y que está a disposición de la población o 





traslado de personas como de mercancías. Se presta en igualdad de 
condiciones para los usuarios. 
b) Transporte por cuenta propia: Para el caso del transporte de personas, es 
aquel que se realiza para satisfacer necesidades particulares de transporte. 
Para el caso del transporte de mercancías, es aquel que se realiza en vehículos 
propios o tomados en arrendamiento financiero, por personas naturales o 
jurídicas cuya actividad o giro principal no es el transporte de mercancías y 
siempre que los bienes a transportar sean de su propiedad o para su consumo 
o transformación. Por excepción, se considera transporte por cuenta propia de 
mercancías aquel que es prestado en el ámbito provincial para el reparto o 
distribución exclusiva de bienes en vehículos de propiedad del fabricante de los 
mismos tomados en arrendamiento por el que realiza la actividad de reparto o 
distribución.” 
 
Asimismo, el Artículo 6, lo clasifica por el elemento transportado:  “a) Servicio 
de transporte de personas: Aquel que se realiza para trasladar personas o 
pasajeros. 
 
b) Servicio de transporte de mercancías: Aquel que se realiza parar 
trasladar mercancías o carga en general (bienes muebles o semovientes) o 
mercancías de naturaleza riesgosa o de características especiales.”  
 






“a) Servicio de transporte provincial: Aquel que se  presta  al interior de una 
provincia, subclasificándolo en: 
a.1 Servicio de transporte urbano: Aquel que se realiza al interior de una 
ciudad o centro poblado. 
a.2 Servicio de transporte interurbano: Aquel que se realiza entre ciudades 
o centros poblados de una misma provincia. 
  
b) Servicio de transporte interprovincial de ámbito regional: Aquel que se 
presta entre ciudades o centros poblados de provincias diferentes de una 
misma región. 
c) Servicio de transporte interprovincial de ámbito nacional: Aquel que se 
presta entre ciudades o centros poblados de provincias ubicadas en diferentes 
regiones. 
Se sub-clasifica en: 
 
c.1 Servicio de transporte interprovincial de ruta corta: Aquel que se presta 
para trasladar personas en rutas cuya extensión sea de hasta trescientos 
veinte (320) kilómetros  en carreteras pavimentadas o cuyos 
recorridos no excedan las cinco (5) horas de viaje tratándose de carreteras no 
pavimentadas. En uno y otro caso, deben servir en su itinerario a un mínimo de 
seis 
(6) poblaciones que tengan una densidad poblacional mínima de diez mil 
(10,000) habitantes por cada una de ellas. 
Corresponde a la Dirección General de Circulación Terrestre declarar la 





verificación de la concurrencia de las condiciones previstas en el párrafo 
precedente. 
c.2 Servicio de transporte interprovincial de ruta larga: Aquel que no cumple 
con las condiciones para ser considerado como servicio de ruta corta.".48 
d) Servicio de transporte internacional: Aquel que se inicia en algún lugar 
del territorio nacional y concluye en algún lugar del territorio de otro país o 
viceversa. Se rige por los tratados y convenios internacionales, así como 
por los acuerdos bilaterales sobre transporte terrestre suscritos por el Estado 
Peruano.” 
 
El Artículo 8, clasifica al transporte terrestre
 según las características del servicio, en: 
a) Servicio de transporte regular: Aquel que se presta para satisfacer con 
continuidad, regularidad, generalidad, obligatoriedad y uniformidad, las 
necesidades colectivas de viaje de carácter general y en igualdad de 
condiciones para todos los usuarios. 
Los servicios regulares, opcionalmente, podrán ser diferenciados según el 
confort brindado a los usuarios, la disminución de los tiempos de viaje u otros 
aspectos vinculados a la calidad del servicio, siempre que no contravengan la 
reglamentación correspondiente. 
b) Servicio de transporte no regular: Aquel que se presta para satisfacer 
necesidades de viaje sin continuidad, regularidad y uniformidad. 
                     






c) Servicio de transporte especial: Aquel que puede presentar 
características del servicio de transporte regular y no regular, que se presta 
para satisfacer las necesidades de transporte de segmentos específicos 
de población o de usuarios, o características de riesgo durante su operación, o 
cuando su traslado requiere de condiciones o equipamiento especial del 
vehículo. 
Está sujeto a normas específicas de regulación y autorización especial. Se 
subclasifica en: 
 
El Artículo 53, establece el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, 
contratado conforme a lo establecido en el Reglamento Nacional de 
Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito y que 
debe ser acreditado por el transportista respecto al vehículo que oferta para 
prestar el servicio de transporte. 
 
Asimismo, el transportista debe acreditar el buen estado del vehículo ofertado 
y que reúne los requisitos técnicos señalados en el Reglamento Nacional de 
Vehículos, así como las características específicas (Artículo 54), mediante el 
Certificado de Revisión Técnica vigente. 
 
El Artículo 55, exige que “El transportista que solicite acceder al servicio de 
transporte, no deberá estar inhabilitado o suspendido para la prestación de 
dicho servicio”, aunque a nuestro juicio debiera también tenerse en cuenta el 






Respecto a la seguridad y calidad del servicio de transporte, el Artículo 56, 
señala que “Las autorizaciones y concesiones para la prestación del servicio 
de transporte, deberán otorgarse cautelando la seguridad de los usuarios y 
minimizando el riesgo de accidentes de tránsito u otros siniestros, así como  las  
consecuencias negativas a la salud de las personas, debiéndose considerar 
para tal efecto el tipo de vehículo adecuado a utilizar y la vía por la que se 
transita. 
Se prohíbe el otorgamiento de autorizaciones o concesiones del servicio de 
transporte, cuya prestación atente de modo evidente e inminente contra la 
seguridad y la salud de las personas. 
 
La calidad del servicio de transporte ofertada por el transportista será  evaluada,  
cuando  corresponda,  mediante  los  respectivos parámetros de seguridad, 
puntualidad, salubridad, comodidad y continuidad establecidas en el presente 
Reglamento y las disposiciones que se dicten complementariamente.” 
 
No obstante esta disposición, son numerosos los casos en que una misma 
empresa se ha visto involucrada en sucesivos accidentes con consecuencias 
fatales en rutas nacionales interprovinciales, siendo responsable de la 
respectiva autorización, la Dirección General de Circulación Terrestre, a tenor 
del Artículo 58º. 
 
Respecto a la fiscalización, el Artículo 178, establece: que ésta se orienta a: 






b) Promover y motivar la participación de los usuarios y ciudadanía en 
general en el control y fiscalización del servicio de transporte, en forma directa, 
denunciando la presunta infracción ante la autoridad competente o Policía 
Nacional del Perú, o a través de canales de comunicación y mecanismos para 
la recepción de quejas o denuncias.” 
 
Artículo 182.- Difusión de los resultados de las acciones de control La  autoridad  
competente  deberá,  periódicamente,  dar  cuenta pública  de  los  resultados  
alcanzados  en  la  fiscalización  y  del cumplimiento  de  las  obligaciones  
establecidas  en  el  presente reglamento, debiendo difundirlos a través de la 
página web de la entidad o de cualquier otro medio que garantice su difusión 
pública. La información incluirá, por lo menos, lo siguiente: 
a) Estadística de las acciones de control realizadas en los últimos doce (12) 
meses. 
b) Estado de los procedimientos de sanción iniciados en los últimos doce 
(12) meses. 
c) Estadística de las sanciones impuestas por aplicación del presente 
reglamento en los últimos doce (12) meses. 
  
d) Ranking de sanciones aplicadas a los transportistas, propietarios y 
conductores en los últimos doce (12) meses. 
e) Descripción de las actividades realizadas para estimular la participación 
de los usuarios y de los ciudadanos en general en la fiscalización y control del 






El Artículo 190, define “Infracciones a las normas del servicio de transporte”, 
como “…toda acción u omisión expresamente tipificada como tal en el presente 
reglamento y las que, complementariamente, tipifiquen el gobierno regional y la 
municipalidad provincial respectivos para los servicios de transporte terrestre 
de su competencia.” 
 
Las infracciones a las normas del servicio de transporte en que incurran el 
transportista, el conductor (Artículo 192) se califican como: Leves, graves y muy 
graves. 
 
La reincidencia y habitualidad, según el Artículo 194, son definidas como sigue: 
• Reincidencia: Es el hecho de incurrir por segunda vez o más veces en el 
mismo tipo de infracción dentro de un lapso de doce (12) meses de cometida 
la infracción anterior. 
• Habitualidad: Cuando el infractor comete seis (6) o más infracciones muy 
graves en el lapso de doce (12) meses, inclusive cuando la nueva infracción 
sancionada es calificada como grave. Para los efectos de la determinación de 




El mismo Artículo, precisa que para la configuración de la reincidencia o la 







Se establece en el Artículo 195 que las sanciones administrativas aplicables 
por las infracciones, son: 
a) Al transportista 
a.1. Amonestación. 
a.2. Multa 
a.3. Suspensión de la autorización o concesión por noventa (90) días para 
prestar el servicio. 
a.4. Inhabilitación por tres (3) años para prestar servicio. 
a.5. lnhabilitación  definitiva  para  prestar  el  servicio,  que conlleva a la 
conclusión de la autorización o concesión. 
b) Al conductor 
b.1 Amonestación. 
b.2 Multa 
b.3 Inhabilitación del conductor por noventa (90) días 
calendario para conducir vehículos del servicio. 
b.4 Inhabilitación del conductor por tres (3) años para 
conducir vehículos del servicio. 
b.5 Inhabilitación definitiva del conductor para conducir vehículos 
del servicio 









El Artículo 19649, establece las sanciones por infracciones derivadas de un 
mismo hecho, siendo aplicable la prevista para la infracción de mayor gravedad, 




3.2.2. Decreto Supremo N°029-2007 -MTC Aprueban Reglamento del Servicio 
de Transporte Interprovincial Regular de Personas en Automóviles Colectivos. 
Dado el 09 de agosto de 2007. 
 
La norma tiene como objeto “…regular el servicio de transporte terrestre 
interprovincial regular de personas en automóviles colectivos, dentro de los 
lineamientos previstos en la Ley N° 28972, Ley que establece la formalización 
del Transporte Terrestre de Pasajeros en Automóviles Colectivos, a fin de 
garantizar la satisfacción de las necesidades de viaje de los usuarios en 
adecuadas condiciones de seguridad, calidad y conservación del ambiente, 
promoviéndola formalización de dicho servicio y la renovación progresiva de su 
flota vehicular.” 
 
Su ámbito de aplicación se extiende a todo el territorio nacional y sus alcances 
se extienden a transportistas y/o conductores de los vehículos con los que se 
presta el servicio de transporte terrestre interprovincial regular de personas en 
automóviles colectivos, a los usuarios que utilizan dicho servicio y a los 
                     






operadores de terminales terrestres y/o estaciones de ruta utilizados para el 
embarque y desembarque de personas, así como a las autoridades 
competentes en materia de transporte terrestre. 
 
Clasifica el servicio de transporte Interprovincial regular de personas en 
automóviles colectivos, en: 
1) Servicio de transporte terrestre interprovincial regular de personas de 
ámbito nacional: Es el que se presta entre ciudades o centros poblados de 
provincias ubicadas en distintas regiones. 
2) Servicio de transporte terrestre interprovincial regular de personas de 
ámbito regional: Es aquel que se presta entre ciudades o centros poblados de 
provincias diferentes ubicadas en una misma región. 
 
Establece como condiciones que debe cumplir el transportista, la posesión de 
personería jurídica; determinación del objeto social, como actividad principal, la 
dedicación a la prestación del servicio de transporte terrestre de personas; no 
estar inhabilitado para la prestación del servicio de transporte bajo cualquier 
clase o modalidad, ni estar sancionado con cancelación o suspensión de alguna 
concesión o autorización para la prestación de este servicio; contar con un 
capital social suscrito y pagado, como mínimo, equivalente a veinte (20) UIT 
para el ámbito nacional y de quince 
(15) UIT para el ámbito regional; contar con infraestructura e instalaciones 
administrativas, como terminales terrestres, estaciones de ruta o, cuando 
corresponda, paraderos autorizados, propios o de terceros, para el embarque 





de terceros; flota vehicular en un número mínimo de cinco (5) vehículos por 
ruta, debiendo ser el solicitante deberá ser propietario de un porcentaje no 
menor al 50% de la flota ofertada, requisito que deberá mantener durante la 
vigencia del permiso excepcional. 
 
 
En su Artículo 10°, establece que las condiciones de los vehículos que se 
oferten para la prestación del servicio de transporte interprovincial regular de 
personas en automóviles colectivos, deberán cumplir con las siguientes 
condiciones: 
a) Vehículos en buen estado: Se refiere a la operatividad y buen estado de 
funcionamiento, condiciones que deben acreditarse mediante el 
Certificado de Inspección Técnica Vehicular vigente o, en su defecto, del 
Certificado de Operatividad correspondiente, conforme a la normatividad 
vigente de la materia. 
b) Antigüedad de los vehículos: Se establece una antigüedad no mayor de 
seis (06) años, contada a partir 01 de enero del año siguiente al de su 
fabricación, para el ámbito nacional; en el ámbito regional, la antigüedad la 
determina el respectivo Gobierno Regional, considerando las condiciones de 
seguridad de los usuarios, la necesidad de promover la renovación de vehículos 
y la situación actual del parque vehicular de su jurisdicción, precisándose que 
en ningún caso podrá prestarse el servicio con vehículos que tengan una 
antigüedad superior a los quince (15) años, contados a partir del 01 de enero 





c) Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT): Todo vehículo 




El Artículo 11°, señala como características de los vehículos ofertados para la 
prestación del servicio de transporte interprovincial regular de personas en 
automóviles colectivos: 
a) Diseño original de fábrica para el transporte de personas y que su chasis 
no haya sido objeto de modificación, excepto si está garantizada por el 
fabricante debiendo cumplir con las exigencias del Reglamento Nacional de 
Vehículos. 
b) Su chasis y carrocería no deben haber sufrido fractura o debilitamiento 
que ponga en riesgo la seguridad de los pasajeros. 
c) Pertenecer a la categoría M1 y contar con carrocería sedan o station
 wagon, de acuerdo al Reglamento Nacional de Vehículos y a la 
Directiva N° 002-2006-MTC/15 sobre Clasificación Vehicular y Estandarización 
de Características Registrables Vehiculares., aprobada por Resolución 
Directoral N° 4848-2006-MTC/15. 
d) Tener instalados cinturones de seguridad mínimo de tres (3) puntos en 
los asientos delanteros y de dos (2) puntos en los asientos posteriores  
e) El número de asientos debe ser igual o menor al indicado por el 
fabricante. 






g) Contar con láminas retroreflectivas que cumplan con las 
especificaciones técnicas establecidas en el Reglamento Nacional de 
Vehículos. 
  
h) El peso neto debe ser igual o superior a una (1) tonelada y la cilindrada 
del motor debe ser igualo superior a los 1,450 centímetros cúbicos. 
i) El sistema de transmisión del vehículo, incluida la palanca de cambios, 
no deben haber sido modificados en relación a su diseño original de fábrica. 
 
4.4.2. Decreto Supremo Nº 016-2009-MTC, Aprueba el Texto Único 
Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito - Código de 
Tránsito. Del 21 de abril de 2009. 
 
Modifica los artículos 3, 4, 7, 19, 20, 24, 29, 32, 33, 35, 40, 47, 56, 83, 105, 115, 
117, 157, 165, 206, 216, 227, 228, 290, 296, 297, 299, 307, 309, 311, 313, 315, 
316, 317, 318, 320, 321, 322, 324, 326, 327, 329, 330, 331, 332, 334, 336, 338, 
340, 341 y 342, las Cuarta, Sexta, Octava y Novena Disposiciones 
Complementarias y Transitorias y el Anexo “Cuadro de tipificación, multas y 
medidas preventivas aplicables a las infracciones al tránsito terrestre” del 
Reglamento Nacional de Tránsito, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 
033-2001-MTC y modificatorias, según la redacción contenida en el Texto 
Único Ordenado aprobado por el artículo 3 del presente Decreto Supremo. 
 
Incorpora el literal b) al inciso 3) del artículo 5 y el artículo 108 al Reglamento 





y modificatorias, según la redacción contenida en el Texto Único Ordenado 
aprobado por el artículo 3 del presente Decreto Supremo. 
 
Modifica el artículo 89 y la Sexta Disposición Complementaria Final del 
Reglamento Nacional de Licencias de Conducir Vehículos Automotores y No 
Motorizados de Transporte Terrestre, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-
2008-MTC y modificatorias, en los siguientes términos: 
  
“Artículo 89.- Autorización y funcionamiento de centros de instrucción Los 
procedimientos, requisitos y condiciones que deben reunir los centros de 
instrucción encargados de dictar los cursos de seguridad vial y sensibilización 
del conductor, son establecidos en la Directiva Nº 004-2007- MTC/15, aprobada 
por Resolución Directoral Nº 13290-2007-MTC/15 y modificatorias.” 
“Sexta.- Las Escuelas de Conductores a que se refiere el presente reglamento, 
por el mérito de la autorización otorgada, podrán impartir los cursos de 
capacitación de conductores del servicio de transporte de personas y transporte 
de mercancías a que se refiere el Reglamento Nacional de Administración de 
Transportes y el curso de seguridad vial y sensibilización del infractor a que se 
refiere el Reglamento Nacional de Tránsito, para cuyo efecto deberán presentar 
la currícula correspondiente y sujetarse a las disposiciones que le sean 
pertinentes. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, las entidades de 
capacitación de conductores del servicio de transporte de personas y de 
mercancías y las que brinden el curso de seguridad vial y sensibilización del 





cuenten con autorización otorgada por la autoridad competente, seguirán 
operando hasta el 31 de diciembre de 2009. Dichas entidades podrán ser 
autorizadas como Escuelas de Conductores si cumplen con los requisitos y 
condiciones que establece el presente Reglamento. 
En aquellas provincias donde no se encuentre en funcionamiento una Escuela 
de Conductores, la PNP podrá dictar los cursos de seguridad vial y 
sensibilización del infractor a que se refiere el artículo 315 del Reglamento 
Nacional de Tránsito, aprobado por Decreto Supremo Nº 033-2001-MTC y 
modificatorias, sin que sea necesario que se constituya en una Escuela de 
Conductores.” 
 
Deroga los artículos 84, 85, 86, 87 y 88 del Reglamento Nacional de Licencias 
de Conducir Vehículos Automotores y No Motorizados de Transporte Terrestre, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 040- 2008-MTC y modificatorias. 
 
Deroga el artículo 232, el artículo 233, el literal g) del inciso 2 del artículo 243, 
el artículo 310, el artículo 314 y el artículo 319 del Reglamento Nacional de 
Tránsito, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 033-2001-MTC y 
modificatorias. 
 
Establece las siguientes Disposiciones Transitorias y Finales: 
 
• Las municipalidades provinciales deberán adecuar su Texto Único de 
Procedimientos Administrativos y demás regulaciones pertinentes a lo 





(90) días naturales, contado a partir de su publicación en el diario oficial “El 
Peruano”. El mismo plazo rige para la implementación de lo establecido en el 
artículo 313, periodo durante el cual el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones brindará la capacitación necesaria. 
• Los procedimientos sancionadores en curso seguirán rigiéndose por las 
normas vigentes antes de la entrada en vigor del presente Decreto Supremo, 
hasta el agotamiento de la vía administrativa. Las sanciones resultantes de 
papeletas emitidas con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 
Decreto Supremo, se regirán por el principio de retroactividad benigna, que será 
aplicable de oficio, siempre y cuando no hayan adquirido firmeza. No procede 
la devolución de los pagos efectuados. 
• Para los casos establecidos en el inciso 2 del artículo 341 del Texto 
Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito, aprobado por el artículo 
3 del presente Decreto Supremo, donde se advierta que la licencia de conducir 
ha sido expedida por la Dirección General de Transporte Terrestre del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones, la misma será remitida a esta
 autoridad,   para   que   proceda   a   remitir   el   acervo 
  
documentario de cada licencia recibida a la municipalidad provincial 
competente, en función del último domicilio inscrito en el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil - RENIEC, para que proceda según lo dispuesto en 
el mencionado Reglamento. 
• En tanto las municipalidades provinciales actualicen los formatos de 









El Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito, establece 
normas que regulan el uso de las vías públicas terrestres, aplicables a los 
desplazamientos de personas, vehículos y animales y a las actividades 
vinculadas con el transporte y el medio ambiente, en cuanto se relacionan con 
el tránsito. Rige en todo el territorio de la República. 
 
Los Artículos 4, 5, 6, 7 y 8, establecen las competencias del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones como órgano rector a nivel nacional; 
Municipalidades Provinciales; Municipalidades Distritales; Policía Nacional del 
Perú e Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de 
la Propiedad Intelectual – INDECOPI, respectivamente. 
 
La obediencia al efectivo policial está precisada en el Artículo 57 y las 
obligaciones del peatón, aparecen en el Artículo 61. 
 
 
Respecto a la circulación del peatón, el Artículo 67, establece que “…debe 
circular por las aceras, bermas o franjas laterales, según el caso, sin utilizar la 
calzada ni provocar molestias o trastornos a los demás usuarios, excepto 
cuando deba cruzar la calzada o encuentre un obstáculo que esté bloqueando 





accidentes. Debe evitar transitar cerca al sardinel o al borde de la calzada “, así 
como cruzar la calzada, en intersecciones señalizadas, por la zona señalizada 
o demarcada especialmente para su paso y, en las intersecciones no 
señalizadas, el cruce debe realizarse en forma perpendicular a la vía que cruza, 
desde una esquina hacia otra, y de ser el caso, atendiendo las indicaciones de 
los Efectivos de la Policía Nacional del Perú, evitando cruzar en forma 
intempestiva o temeraria. (Artículo 68) 
 
Asimismo, en vías de tránsito rápido de acceso restringido, es obligatorio cruzar 
la calzada por los puentes peatonales o cruces subterráneos (Artículo 69), 
como también acatando las luces del semáforo (Artículo 70) 
 
Es obligatorio, también, usar los pasos peatonales, conservando en lo posible 
el lado derecho, cruzar la calzada cuando los vehículos que se aproximen se 
encuentren a una distancia no menor de 40 metros en Jirones o Calles y a 60 
metros en Avenidas (Artículo 72); en las vías que no cuenten con pasos 
peatonales en las intersecciones, puentes peatonales o cruces subterráneos, 
los peatones deben localizar un lugar, donde puedan cruzar con el máximo de 
seguridad posible y lo harán lo más rápido que puedan o estimen conveniente 
(Artículo 73) 
 
En cambio, está prohibido cruzar la calzada, cuando no se tiene derecho de 
paso, por delante de un vehículo que se encuentra detenido, o entre dos 





sea determinada por el cumplimiento de una disposición reglamentaria (Artículo 
76) 
 
Son importantes, asimismo, las reglas establecidas por el Artículo 78 para el 
peatón cuando este transita en vías que carezcan de aceras, señalando que: 
  
“1) En vías de tránsito de doble sentido, los peatones deben caminar por las 
bermas o franjas laterales a la calzada, en sentido contrario a la circulación 
vehicular. 
2) En vías de tránsito en un solo sentido, los peatones deben caminar por 
las bermas o franjas laterales contiguas al carril de la derecha. “  
 
 
El subir o bajar de vehículos, está regulado por el Artículo 79, el cual establece 
que debe hacerse: 
“1) Cuando los vehículos estén detenidos. 
 
2) Por la(s) puerta(s) ubicadas a la derecha del timón, cuando el vehículo 
se ubique en el carril derecho de la vía. 
3) Teniendo precaución con el tránsito de vehículos menores y bicicletas.” 
 
Es rígida también la norma relativa a la prohibición de circular por la calzada, o 
bajar o ingresar a ella para intentar detener a un vehículo, con el fin de solicitar 






Por otro lado, el conductor de cualquier vehículo debe (Artículo 83): 
 
1. “Tener cuidado y consideración con los peatones y con los vehículos que 
transiten a su alrededor. 
2. Tomar las debidas precauciones con los peatones  que despejen la 
intersección en el momento que el semáforo ya no los autoriza a cruzar la 
calzada, debiendo detener su marcha absteniéndose de usar la bocina de 
forma que pudiera causar sobresalto o confusión al peatón. 
3. Tener especial cuidado con las personas con discapacidad, niños, 
ancianos y mujeres embarazadas.” 
 
Otro deber impuesto al conductor, es el de conservar la distancia suficiente 
entre el vehículo que conduce y el vehículo que lo precede, que le permita si se 
produce la detención de éste, una maniobra segura, teniendo en cuenta la 
velocidad y las condiciones de la vía. Asimismo, a dejar suficiente espacio 
respecto al vehículo que lo precede, para que el vehículo que lo adelante lo 
haga sin peligro (Artículo 9250) 
 
La obligación de conducción prudente está establecida en el Artículo 95, según 
el cual “El conductor al detener el vehículo que conduce en la vía pública, lo 
hará en forma que no obstaculice el tránsito. Debe abstenerse de efectuar 
maniobras que pongan en peligro a los demás usuarios de la vía. “ 
 
                     





El Artículo 96, fija que “Está prohibido conducir un vehículo con mayor número 
de personas de las que quepan sentadas en los asientos diseñados de fábrica 
para tal efecto, con excepción de niños en brazos en los asientos posteriores y 
los vehículos del servicio público de transporte urbano de pasajeros, en los que 
se puede llevar pasajeros de pie, si la altura interior del vehículo es no menor 
de 1.8 metros”, así como el Artículo 97, precisa que “Cuando el conductor 
abastezca de combustible el vehículo que conduce, en los establecimientos 
destinados para tal fin, debe apagar el motor, absteniéndose de fumar al igual 
que sus acompañantes. Los conductores de vehículos del servicio público de 
transporte de pasajeros, no deben abastecer combustible con personas a bordo 
del vehículo.” A pesar de lo establecido por estos dos artículos, ninguno de ellos 
se cumple. 
 
Según el Artículo 271 “La persona que conduzca un vehículo en forma de hacer 
peligrar la seguridad de los demás, infringiendo las reglas del tránsito, será 
responsable de los perjuicios que de ello provengan.” 
 
También en el Artículo 273, “Se presume responsable de un accidente al 
conductor que carezca de prioridad de paso o que cometió una infracción 
relacionada con la producción del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad 
que pueda corresponder a otro conductor, que aún respetando las 
disposiciones, pero pudiendo evitar el accidente, no lo hizo. “  
 
La obligatoriedad de que el o los participantes soliciten de inmediato la 





accidentes de tránsito en que  se  produzcan daños personales y/o materiales, 
está establecida en el Artículo 
274. Se presume, asimismo, la culpabilidad del o de los que no lo hagan y 
abandonen el lugar del accidente. 
 
Según lo dispone el Artículo 275, El conductor implicado en un accidente de 
tránsito debe detener el vehículo que conduce; suministrar sus datos y 
presentar los documentos que le requiera el Efectivo de la Policía Nacional del 
Perú interviniente; dar el auxilio inmediato a las personas lesionadas, hasta que 
se constituya la ayuda médica; señalizar adecuadamente el lugar, de modo que 
se evite riesgos a la seguridad de los demás usuarios de la vía; evitar la 
modificación o desaparición de cualquier elemento útil a los fines de la 
investigación policial; denunciar inmediatamente la ocurrencia del accidente de 
tránsito ante la Comisaría de la Policía Nacional del Perú de la jurisdicción; y 
someterse al dosaje etílico; comparecer y declarar ante la Autoridad, cuando 
sea citado. 
 
En cambio, el peatón goza del beneficio de la duda y de presunciones a su 
favor en cuanto a responsabilidad, en tanto no incurra en graves violaciones a 
las normas del tránsito, como cruzar la calzada en lugar prohibido; pasar por 
delante de un vehículo detenido, parado o estacionado habiendo tránsito libre 
en la vía respectiva; transitar bajo la influencia del alcohol, drogas o 
estupefacientes;  cruzar  intempestivamente  o  temerariamente  la calzada; 





o subir o bajar de un vehículo en movimiento o por el lado izquierdo. (Artículo 
276) 
 
Mediante el Artículo 281, se establece la obligación del propietario, 
representante legal o encargado de un garaje o taller de reparaciones de 
vehículos al que se lleve un vehículo motorizado que muestre la evidencia de 
haber sufrido un accidente, de dar cuenta del hecho a la Comisaría de la Policía 
Nacional de su jurisdicción, dentro de las veinticuatro horas de haber recibido 
el vehículo, bajo sanción de multa en caso de incumplimiento. 
 
El Artículo 288, define infracción de tránsito51 como “…la acción u omisión que 
contravenga las disposiciones contenidas en el presente Reglamento, 
debidamente tipificada en los Cuadros de Tipificación, Sanciones y Medidas 
preventivas aplicables a las infracciones al Tránsito Terrestre, que como 
Anexos forman parte del Presente Reglamento.” 
 
Respecto a la responsabilidad civil, el Artículo 295, establece que “El solo 
hecho de la infracción de tránsito no determina necesariamente la 
responsabilidad civil del infractor por los daños causados, si no existe relación 
causal entre la infracción y el daño producido por el accidente.“  
 
Se considera, asimismo, la reincidencia (Artículo 312), como el “…hecho de 
cometer nuevamente la misma infracción dentro del lapso de doce (12) meses 
                     





y debe ser sancionada con el doble de la multa establecida. Para la 
configuración de la reincidencia, la(s) resolución(es) de sanción anterior(es) 
deben haber quedado firmes“, mientras que la nueva infracción es “…aquella 
cometida con posterioridad a los doce (12) meses a que se refiere el primer 
párrafo del presente artículo y, en consecuencia, la sanción que se imponga 
será considerada como primera.“ 
 
Se establece el Registro de las sanciones por infracciones al tránsito terrestre 
(Artículo 322), a cargo de las Municipalidades Provinciales o de la Policía 
Nacional del Perú, según corresponda, de acuerdo a las disposiciones del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones que consolida la información y la 
pone a disposición de las autoridades competentes. Las Municipalidades 
Provinciales y la Policía Nacional del Perú deben ingresar en forma diaria y 
permanente la información relacionada con: La infracción cometida y la sanción 
impuesta; el número de la papeleta que denuncia la infracción; el nombre del 
conductor o peatón que cometió la infracción, según corresponda. 
 
De acuerdo con la Décima Disposición Complementaria y Transitoria, “A 
efectos de determinar la gravedad de las lesiones en el certificado médico legal 
para la aplicación de sanciones por conducir en estado de ebriedad, se 
efectuará la calificación como grave o leve, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 121 y 122 del Código Penal.” 
4.4.3. Decreto Supremo N° 040-2010-MTC, Decreto Supremo que 
modifica el Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de 





MTC; el Decreto Supremo N° 029-2009-MTC y el Reglamento 
Nacional de Licencias de Conducir Vehículos Automotores y 
no Motorizados de Transporte Terrestre. 
 




4. Reducción de puntos: El conductor hábil que no haya acumulado 100 puntos, 
podrá reducir 30 puntos, previa acreditación de haber 
  
participado en el curso extraordinario de educación en tránsito y seguridad vial, 
que será dictado por el Consejo Nacional de Seguridad Vial o los Consejos 
Regionales de Seguridad Vial, de acuerdo al domicilio que figure en el 
documento de identidad del administrado o lugar de comisión de cualquiera de 
sus infracciones. Este curso extraordinario permitirá reducir, por única vez, los 
puntos acumulados dentro de un periodo de dos años. 
La DGTT mediante Resolución Directoral establecerá el contenido y duración 
de las materias, así como el procedimiento para acceder al referido curso.”  
 
El procedimiento sancionador al conductor, de acuerdo al artículo 329, 
tratándose de la acumulación de infracciones, es iniciado ahora con la 
notificación al presunto infractor a quien se le ha impuesto la papeleta con la 






El Anexo II de la norma, muestra el Cuadro de Tipificación, Multas y Medidas 
Preventivas aplicables a las infracciones al tránsito terrestre, respecto a los 
peatones: 
 
Se modifica el artículo 5 del Decreto Supremo No. 029-2009-MTC, en los 
términos siguientes: 
  
“Artículo 5.- Capacitación extraordinaria para conductor infractor  Los 
conductores hábiles que sean sancionados por primera vez por alguna 
infracción grave o leve al tránsito terrestre prevista en el Texto  Único  Ordenado  
del  Reglamento  Nacional  de  Tránsito  - Código de Tránsito, aprobado por 
Decreto Supremo No. 016-2009- MTC,  podrán  redimir  la  multa  y  los  puntos  
asignados  por  una jornada  de  capacitación  extraordinaria  realizada  por  el  
Consejo Nacional de Seguridad Vial o los Consejos Regionales de Seguridad 
Vial, de acuerdo al domicilio que figure en el documento de identidad del 
administrado o lugar de comisión de la infracción a sustituir.  Esta  capacitación  
no  impide  al  conductor  realizar  la capacitación para reducción de puntos 
señalada en el numeral 4 del artículo 313 del referido Reglamento. 
El pago de la multa no impide acogerse a la jornada de capacitación 
extraordinaria, pero la realización de la misma no da derecho a la devolución 
de lo pagado. 
La DGTT mediante Resolución Directoral establecerá el contenido y duración 






Se incorpora la definición “Servicios comunitarios” al artículo 2, y los artículos 
319, 322 y 343 al Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito 
– Código de Tránsito, aprobado por Decreto Supremo No. 016-2009-MTC y sus 
modificatorias, en los términos siguientes: 
 
“Artículo 2.- Definiciones: (…) 
Servicios Comunitarios: Son prestaciones gratuitas que realiza el peatón 
infractor de las normas de tránsito, en beneficio de la comunidad, con el objeto 
de promover y participar en la implementación de la educación y seguridad vial. 
(…)” 
  
2. Resulta aplicable al peatón, lo dispuesto en el artículo 312. 
3. El monto de la Unidad Impositiva Tributaria será el vigente a la fecha de 
pago. 
4. El peatón podrá redimir su primera infracción o sanción impaga, por 
única vez, con un Curso de Educación Vial para el Peatón hasta antes de la 
notificación del inicio de procedimiento de ejecución coactiva por parte de la 
autoridad competente. El curso será impartido de manera gratuita por el 
Consejo Nacional de Seguridad Vial o los Consejos Regionales de Seguridad 
Vial, de acuerdo al domicilio que figure en el documento de identidad del 
administrado o lugar de comisión de la infracción. El Consejo remitirá la relación 
de personas que han llevado el citado curso dentro de cinco (5) días de 
realizado el mismo y la autoridad competente archivará el procedimiento 





DGTT mediante Resolución Directoral establecerá el contenido y duración de 
las materias, así como el procedimiento para acceder al referido curso. 
 
4.5. ACCIDENTES DE TRÁNSITO 
4.5.1. Etiología de los accidentes de tránsito 
 
Según Resolución de Intendencia General Nº 037-2008-SEPS/CD52, accidente, 
es “Toda lesión corporal producida por acción imprevista fortuita u ocasional de 
una fuerza externa, repentina y violenta que obra súbitamente sobre la persona, 
independientemente de su voluntad y que puede ser determinada por los 
médicos de una manera cierta.” 
 
En otras palabras, es el perjuicio ocasionado a una persona y/o bien material, 
en un determinado trayecto de movilización o transporte, debido a la acción 
riesgosa, negligente o irresponsable, de un conductor, pasajero y/o peatón; 
como también a desperfectos mecánicos repentinos, condiciones ambientales 
desfavorables o cruce de animales durante el tráfico. 
 
Según SERANI53, “El Laboratorio de Investigación Vial de Gran Bretaña, 
entidad que depende del Ministerio de Transportes de ese país, estableció que 
                     
52 Resolución de Intendencia General Nº 037-2008-SEPS/CD, Normas sobre contratación de 
prestaciones de servicios de seguridad social en salud para afiliados regulares que deben incorporarse 
en los contratos que celebren las EPS con las Entidades Empleadoras, de 30/03/2008, Anexo1, 
condiciones generales del contrato de prestación de servicios de seguridad social en salud para 
afiliados regulares, cláusula vigésimo quinta.- Definiciones. 
53 SERANI, Edmundo: Accidentes del tránsito. Biblioteca del Congreso Nacional. Unidad de Estudios y 





en los países en vías de desarrollo, los accidentes de tránsito constituyen la 
segunda causa de muerte prematura.” 
 
Por su parte, la Defensoría del Pueblo54, ha señalado que: “Cada año, 
aproximadamente 700 personas mueren por efecto de siniestros en la red vial 
nacional y más de 4,000 personas resultan heridas. Estas cifras se han 
convertido en un frío dato estadístico más, que se registra diariamente en los 
medios de comunicación, sin mayores implicancias. Pero el lado dramático de 
esta escandalosa información reside en que tanto la muerte de una persona, 
su invalidez permanente o temporal como la afectación de su salud constituyen 
daños severos que no sólo hacen víctimas a los pasajeros, sino también a sus 
familias y a la comunidad en general.” 
 
Es tal la importancia del tema motivo de esta investigación, que no sólo la 
Defensoría del Pueblo se ha pronunciado al respecto; también La Organización 
Mundial de la Salud (OMS) estableció el vínculo entre accidentes de tránsito y 
salud pública, motivando que la Asamblea Mundial de la Salud aprobara en 
1974 la Resolución WHA27.59, declarando que los accidentes causados por el 
tránsito, constituyen un problema de salud pública de suma gravedad e hizo un 
llamamiento a los Estados Miembros para que tomen las medidas del caso, 
para evitar que sigan ocurriendo. 
 
 
                     
54 Defensoría del Pueblo: Pasajeros en riesgo: La seguridad en el transporte interprovincial. Informe 





La Organización de las Naciones Unidas (ONU), también ha expresado su 
preocupación al respecto, emitiendo, primero, la Resolución 57/309, del 22 de 
mayo de 2003 y, luego en el mes de noviembre de 2003, aprobó la resolución 
A/RES/58/9, del 05 de noviembre del 2003, convocando a una sesión plenaria 
el 14 de abril del 2004 con el fin de sensibilizar la conciencia sobre la magnitud 
del problema de las consecuencias de los accidentes de tránsito, y analizar la 
puesta en práctica del Informe Mundial sobre prevención de los traumatismos 
causados por el tránsito en la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
 
4.5.2. Causas de accidentes de tránsito 
Los entendidos en la materia, sostienen que todo accidente, obedece a la 
siguiente ecuación: 
 
Accidente = Riesgo * Exposición 
 
De allí, que en la investigación policial, se trata de establecer cuáles son los 
factores predominantes para la producción de un accidente de tránsito, lo cual 
no obsta que deben considerarse también los factores contributivos, como la 
conducta de la víctima y otros ajenos a la actuación del agente. 
 
 
Los adelantos científicos y tecnológicos, han permitido elevar el nivel de vida 
de millones  de  personas que viven en estados democráticos de derecho donde 






Una de las manifestaciones más evidentes de mejora económica la constituye, 
el hecho de poseer un vehículo motorizado. Sin embargo, a diferencia de otros 
bienes, cada vez que un vehículo motorizado ingresa a la circulación se 
incrementa el riesgo de ocurrencia de un accidente, a pesar de lo cual, no 
puede detenerse el progreso; de allí que no se ponga límites de ninguna clase 
a la adquisición de vehículos. 
 
Por otro lado, el incremento de la población, produce una mayor demanda del 
servicio de transporte, a lo que contribuye la ampliación de la oferta educativa 
en todos los niveles que conduce al aumento de escolares y estudiantes de 
nivel superior, como también de jóvenes trabajadores al haber mejorado la 
oferta laboral; de tal manera que la combinación número de vehículos + número 
de estudiantes + número de trabajadores, incrementa el riesgo. 
 
Desde el punto de vista subjetivo, están presentes también factores de riesgo, 
los cuales son: La negligencia y la impericia de quienes conducen vehículos de 
pasajeros. 
 
Los accidentes de tránsito suelen ocurrir principalmente por los siguientes 
factores: 
  
1. Factor humano: Es la principal causa de accidentes de tránsito y puede 
manifestarse por: 





• Realizar  maniobras  imprudentes  y  de  omisión  por  parte  del 
conductor, tales como: 
➢ Adelantar  a  otros  vehículos  sin  tomar  las  precauciones  del 
caso. 
➢ Atravesar un semáforo en rojo, desobedecer las señales de tránsito. 
➢ Circular por el carril contrario (en una curva o en un cambio de 
rasante). 
➢ Conducir con exceso de velocidad (produciendo vuelcos, salida del 
automóvil de la carretera, derrapes). 
➢ Usar inadecuadamente las luces del vehículo, especialmente 
en la noche. 
➢ Realizar  “correteos”  con  otros  vehículos  con  la  finalidad  de ganar 
pasajeros. 
• Salud física y mental del conductor o peatón no aptas. (Ceguera, 
daltonismo, sordera, etc.). 
• Peatones que cruzan por lugares inadecuados, juegan en carreteras, 
lanzan objetos resbaladizos al carril de circulación (aceites, piedras). 
2. Factor mecánico: Vehículo con desperfectos mecánicos por falta de 
mantenimiento. 
3. Factor climatológico y otros: 
• Niebla, humedad, derrumbes, zonas inestables, hundimientos. 
• Semáforo que funciona incorrectamente. 
 





➢ Agente.- Es el vehículo, 
➢ Huésped.- Es el usuario de las vías - conductor, peatón, pasajero -, y 
➢ Medio ambiente.- Es el entorno y las vías. 
 
Las causas de accidentes de tránsito, además del factor humano, pueden ser 
las siguientes: 
 
1. Causas imputables a los vehículos: La principal causa provocada por 
vehículos: a).- Falta de mantenimiento preventivo y b). el aumento de de 
vehículos en la ciudad. 
2. Causas imputables a los conductores: Desatención e inobservancia de 
las señales de tránsito, impericia, embriaguez, alteraciones psíquicas, 
deficiencias físicas, desafío a las normas. 
3. Causas imputables a los peatones: Se hacen evidentes principalmente 
cuando los peatones intentan cruzar la calzada y por pereza, evitan usar los 
puentes peatonales. 
4. Causas imputables a los pasajeros: En este aspecto los pasajeros corren 
constantes riesgos a diario, pues no tienen reparos en viajar colgados del 
estribo del vehículo de transporte 
5. Causas imputables al ambiente: Generalmente por pistas mojadas 
producto de la lluvia o neblina en las carreteras. 
6. Causas imputables a la administración del tránsito: Deficiencias en el 
diseño vial, en la señalización, en el diseño de flujos vehiculares, pero también 





7. Causas imputables a las vías: Carreteras y pistas en mal estado, como 
también curvas cerradas o calles angostas. 
 
Para VÁSQUEZ55, “Habitualmente se cae en el facilismo de abordar la 
causalidad de los accidentes de tránsito tratando de explicarlos en torno a una 
causa única. Más adecuado es aplicar el modelo de la multicausalidad, lo que 
no supone buscar la explicación de los accidentes de tránsito en el marco de 
una multicausalidad difusa, donde todo influye sobre todo.”  VÁSQUEZ, 
establece el siguiente diagrama causal: 
 
Esquema multicausal aplicado a los accidentes de tránsito. 
 
A pesar de existir tan diversas causas como las señaladas, en la presente 
investigación hemos encontrado que los accidentes de tránsito, tienen como 
factor principal la negligencia de los conductores, siendo menor la intervención 
de las víctimas. 
 
Con relación a ello, en su momento el Doctor Carlos Ferrero56, cuando ejerció 
el cargo de Presidente del Consejo de Ministros, señaló que: “Nuestras vías de 
comunicación no tienen ni la conformación más adecuada ni el señalamiento 
que podría contribuir de manera muy importante a reducir el número de 
                     
55 VÁZQUEZ PEDROUZO, Rodolfo Antonio: Causas de los accidentes de tránsito desde una visión de la 
medicina social. El binomio alcohol-tránsito. Revista Médica del Uruguay. Vol. 20 Nº 3, Diciembre 
2004. 
56 Simposio Internacional de Seguridad y Educación Vial. Palabras de clausura. 





accidentes. Nuestra población recibe una deficiente, muy deficiente educación 
de seguridad vial, e inclusive, lo que es peor aún, la contribución que se hace 
para que la sociedad en su conjunto enfrente el problema con los instrumentos 
de difusión masiva que existen hoy día en el mundo y también en el Perú, no 
son adecuados ante la gravedad del problema. A esto se le añade que además  
en nuestro país, para atender una emergencia de tránsito nos demoramos y, 
en ocasiones, no tenemos los equipos suficientes en los lugares más apartados 
para poder salvar una situación dramática que muchas veces es la vida misma. 
Este conjunto de factores hace que sea mucho más peligroso hoy día, en 
conjunto, que la gente maneje vehículos a que tenga armas de fuego.”Sin 














CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
 
 
5.1. NOCIONES GENERALES 
 
La definición legal del contrato de seguro de responsabilidad civil 
se encuentra en el artículo 73, párrafo 1º de la Ley 50/1980 de 8 de 
octubre, de contrato de seguro (LCS) que dispone: “Por el seguro de 
responsabilidad civil el asegurador se obliga, dentro de los límites 
establecidos en la Ley y en el contrato, a cubrir el riesgo del nacimiento 
a cargo del asegurado de la obligación de indemnizar a un tercero los 
daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de 
cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, 






De esta definición se pueden deducir algunos de los elementos 
con que el seguro cuenta, tanto objetivos, -el riesgo, el interés 
asegurado, y el siniestro-, como subjetivos, que son las partes 
denominadas asegurado y asegurador. Esta última se obliga a cubrir 
un riesgo determinado, y a indemnizarlo cuando su asegurado es 
responsable. 
 
Si se acude a las definiciones que aporta la doctrina, la definición 
legal resulta incompleta, pues no establece el contenido de la 
obligación del asegurador, si se llega a materializar el riesgo, ni a la 
obligación del asegurado en dicho contrato. Adicionalmente solo hace 
alusión al riesgo de responsabilidad civil en sentido estricto, no al riesgo 
en toda su extensión; es decir, no habla del tipo de riesgo que protegen 
estos seguros cuando existe una reclamación infundada ya que no hay 
responsabilidad, y aun así el seguro prevé la cobertura de los gastos 
procesales57. 
 
Acudiendo a la doctrina para una definición del seguro de 
responsabilidad civil, CALZADA CONDE propone una más amplia, en 
la cual se expresa que el asegurador se obliga, de acuerdo a lo 
dispuesto en la ley y en el contrato, al pago a los terceros de las 
indemnizaciones por daños causados por el asegurado, de acuerdo a 
la responsabilidad prevista en el contrato, por hechos ocurridos durante 
                     
57 El art 76 LCS habla de “perjudicado o heredero” como titulares de la acción directa, por lo tanto se 





la vigencia del mismo. Así mismo, también tiene la obligación el 
asegurador de asumir la dirección jurídica de la defensa frente a las 
reclamaciones de los terceros, los gastos que la misma genere y el 
depósito de las fianzas que corresponda. “En suma, – continua diciendo 
este autor- en virtud de este seguro el asegurador asume las 
consecuencias económicas que para el asegurado se deriven de las 
reclamaciones de responsabilidad civil realizadas por terceros”58. 
 
Se trata de un seguro preventivo, en la medida en que actúa 
antes de que se vea perjudicado el patrimonio del asegurado, ya que 
el asegurador asume directamente la obligación que debiera asumir el 
asegurado frente a los terceros perjudicados. De esta manera se 
cumple su finalidad, que es mantener indemne el patrimonio del 




La regulación de este seguro se encuentra en los artículos 73 a 
76 LCS. El riesgo básico se define en art. 73.1, las cláusulas de 
limitación temporal de la cobertura en el art. 73.2, la regulación de la 
actividad de defensa frente a la reclamación del perjudicado se 
                     
58 Esta exclusión tiene como finalidad evitar fraudes para cobrar el seguro, no porque tengan la calidad 
de asegurados en la póliza, sino que se hace generalmente para evitar fraudes. REGLERO CAMPOS, L. 
F., (op. cit., pág. 1361) entiende dichas cláusulas como limitativas de derechos, por lo que deben 
regirse por el art 3 LCS 






encuentra en el art. 74, la previsión sobre el establecimiento de seguros 
de responsabilidad civil con carácter obligatorio en el art. 75 y la 
regulación de la denominada acción directa del perjudicado frente al 
asegurador en el art. 76. También le son de aplicación las normas 
generales para todo contrato de seguro contenidas en los arts. 1 a 24 
LCS; la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la 
Contratación y en algunos casos las normas contenidas en el Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 
 
Uno de los principales principios aplicables al seguro de 
responsabilidad civil, es el principio indemnizatorio que se recoge en el 
art. 26 LCS, bajo la rúbrica “Seguro contra daños”. Este artículo 
establece: “El seguro no puede ser objeto de enriquecimiento injusto 
para el asegurado. Para la determinación del daño se atenderá al valor 
del interés asegurado en el momento inmediatamente anterior a la 
realización del siniestro”60. 
 
La ley del contrato de seguro utiliza una categoría denominada 
“seguros contra daños” de manera amplia, en contraposición a los 
“seguros de personas”. Dentro de dicha clasificación genérica se 
                     
60 NAVARRO PEREZ (Ley del contrato de seguro, Ed. Comares, Granada, 1991, pág. 116) anota que “si 
el asegurado es absuelto de la pretensión indemnizatoria, no puede ser condenado el asegurador a 
satisfacerla, toda vez que dicho asegurador se ha comprometido a asumir el riesgo de que el tomador 





incluyen varios tipos de seguros, como los de responsabilidad civil, los 
seguros de daños, en sentido estricto y otros seguros como el de lucro 
cesante, el seguro de transportes, el de robo, entre otros61. 
 
Es por ello que a los seguros de responsabilidad civil le son 
aplicables los principios para la categoría amplia de “seguro contra 
daños”. Pero con el seguro de daños, el de responsabilidad civil tiene 
grandes diferencias; en el seguro de daños se cubren los daños que 
sufre propiamente el asegurado, es decir, el objeto de cobertura de este 
seguro es un bien específico sobre el que el asegurado tiene un interés 
asegurable. Por el contrario en el seguro de responsabilidad civil el 
objeto es proteger el patrimonio del asegurado de una eventual 
obligación indemnizatoria, y el daño será el que sufra el tercero, que no 
es protegido directamente por este seguro. Una diferencia adicional es 
que en el seguro de daños la obligación del asegurador consiste en 
indemnizar con una suma de dinero, que equivale al bien asegurado, 
mientras que en el de responsabilidad civil el asegurado debe hacerse 
cargo de la deuda de responsabilidad civil, extinguiéndola con el pago 
a terceros o con una efectiva defensa contra estos62. 
 
                     
61 REGLERO CAMPOS, L. F., op. cit., pág. 1368. 
62 En el mercado asegurador este término tiene un doble significado; el primero es más general, 
entendiendo que se refiere a cubrir un riesgo, una necesidad, y el segundo más específico se refiere al 
límite de indemnización que el cliente contrata para determinada garantía. Para nuestro estudio nos 





El seguro de responsabilidad civil puede ser obligatorio o 
voluntario186. El objeto de estudio de este trabajo es únicamente el 
seguro de voluntario. Su diferencia con el obligatorio radica en que éste 
tiene como finalidad proteger a la víctima, mientras que el voluntario 
busca proteger al asegurado en caso de que llegase a ser responsable 
o esté en juicio su responsabilidad, en este último caso protegiéndolo 
mediante la defensa jurídica63. 
 
5.2. ELEMENTOS SUBJETIVOS 
 
• Asegurador: Se trata de la compañía de seguros. Es quien 
se obliga a cubrir determinado riesgo de acuerdo al tipo de seguro que 
se trate. Las compañías de seguros son entidades supervisadas por la 
Dirección General de Seguros (DGS)64, y deben tener autorización para 
operar. 
 
• Tomador: Es la parte contractual que celebra 
directamente el contrato de seguro con la compañía de seguros. Es 
quien está obligado a pagar la contraprestación del seguro, 
denominada prima. Puede coincidir con la persona del asegurado. 
                     
63 ELGUERO MERINO (op. cit., pág. 1050) explica que “el seguro de responsabilidad civil no es un 
seguro a todo riesgo ni respecto a cualquier riesgo. No es tampoco un seguro ilimitado ni 
cuantitativamente ni cualitativamente aunque la responsabilidad civil si lo sea en términos legales, 
como señala el art. 1911 CC. No existe un seguro de responsabilidad civil para toda la responsabilidad 
de una persona o empresa. Todo lo que el seguro no cubra en ambos casos, será asumido por el 
patrimonio personal del asegurado o por el capital de la sociedad”  Vid. CALZADA CONDE, M. A., op. 
cit., pág. 37 y REGLERO CAMPOS, L. F., op. cit., pág. 1369 







• Asegurado: Puede ser persona física o jurídica, y será 
necesariamente quien tenga interés asegurable, es decir, quien tiene 
la relación jurídico-económica con el riesgo objeto del seguro. En este 
tipo de seguro será el titular del patrimonio que protegerá la póliza en 
caso de que éste sea responsable civilmente o sufra una reclamación 
por ello. 
 
• Beneficiario: es el tercero perjudicado, acreedor de la 
deuda indemnizatoria. A pesar de que no ser parte del contrato y que 
sólo se conoce una vez acaece el siniestro, la ley le concede el derecho 
a ejercer una acción directa contra la compañía de seguros para 
reclamar su indemnización. Esta figura será desarrollada más adelante, 
y como se verá, son titulares de dicho derecho quienes hayan sufrido 
daño moral o patrimonial como consecuencia del daño ocasionado a la 
víctima, y sus herederos, en caso de que ésta haya muerto190.  En  
algunos  casos  las  pólizas  excluyen  expresamente  de  la  calidad  
de beneficiario a personas que puedan ser perjudicados, este es el 
caso de los seguros de responsabilidad civil voluntario en el cual suelen 
excluirse a los familiares del asegurado, socios y dependientes65. 
 






5.3. ELEMENTOS OBJETIVOS 
5.3.1. Riesgo 
 
El riesgo es la característica y objeto fundamental del contrato 
de seguro, es el elemento que lo identifica. Es un hecho incierto en su 
ocurrencia; es posible que ocurra pero no se sabe con certeza si 
ocurrirá ni cuándo. 
 
El art 73.1 LCS señala que el riesgo a cubrir por el seguro de 
responsabilidad civil es el nacimiento a cargo del asegurado de una 
obligación de indemnizar a un tercero. Establece al respecto la STS de 
15 de junio 1995 (RJ 1995/5295) que “el riesgo que se asegura viene 
configurado precisamente por el nacimiento de la obligación de 
indemnizar que atribuye al asegurado la carga de atender determinada 
deuda con quien resulta perjudicado y se la reclama por medio del 
seguro dicha deuda que se traspasa del asegurado al asegurador. El 
daño o perjuicio material jurídico no lo ha sufrido inicialmente el propio 
asegurado sino un tercero y el menoscabo patrimonial que afectaría a 
aquel, al tener que indemnizar directamente al perjudicado, es lo que 
conforma la cobertura de este especial seguro”. 
 
Es claro que el daño directamente derivado de la 
responsabilidad civil no lo sufre el asegurado, sino el tercero víctima, 
pero recae en el primero la obligación de dejar indemne al segundo. 





riesgo de que el asegurado tenga una pérdida patrimonial como 
consecuencia de la responsabilidad civil reclamada por un tercero. Esta 
pérdida patrimonial se da en la medida en que el asegurado deberá 
pagar al tercero una indemnización por el daño que le ha ocasionado, 
o deberá defenderse judicialmente de una reclamación infundada. 
Como se dijo anteriormente, se trata de un riesgo ya que no se ha 
materializado aún. Al momento de celebrarse el contrato de seguro el 
asegurado no ha generado aun un daño, por tanto el riesgo es que él 
eventualmente pueda generar un daño y por tanto su patrimonio incurra 
en una pérdida. 
 
Para que dicho riesgo se materialice el asegurado deberá 
resultar civilmente responsable, mediante un previo análisis jurídico de 
los elementos necesarios para estimar que existe responsabilidad civil. 
La materialización del riesgo se da en el momento en que se produce 
el siniestro, elemento que se estudiará más adelante. 
 
El art. 73 LCS nos permite establecer que el riesgo se compone 
de los siguientes elementos: 
. Probabilidad de que el asegurado despliegue 
determinado hecho o actividad. 
2. La actividad esté prevista en el objeto de cobertura del 
contrato. 
3. En caso de que dicha actividad se genere, produzca un 





4. La obligación bajo condición suspensiva del asegurador 
de indemnizar a un tercero como consecuencia de un hecho o actividad 
desplegada por el asegurado. 
 
Según lo anterior, es importante analizar el objeto de cobertura 
de la póliza, que es delimitada por el riesgo. Dicho objeto dependerá 
de lo que se pacte en el contrato de seguro, y tendrá relación directa 
con el riesgo mencionado anteriormente. 
 
El objeto se materializa en los hechos generadores de 
responsabilidad civil que están previstos en el contrato como cubiertos, 
para el caso en que el asegurado cause daños a terceros como 
consecuencia de ellos. Dicho objeto está delimitado por el tipo de póliza 
y las coberturas específicas están dadas en las clausulas de 
delimitación objetiva del riesgo. De no caber el hecho en estas, no 
habrá siniestro y por tanto no nacerá la obligación a cargo de la 
aseguradora. 
 
Es importante tener en cuenta que no todo riesgo de 
responsabilidad civil es asegurable ni es posible cubrir por medio de un 
único contrato de seguro todo el riesgo de responsabilidad civil que 
amenace a una persona determinada, o a una actividad completa. Las 







Se ha discutido si el alcance del seguro cubre tanto la 
responsabilidad contractual como la extracontractual. El artículo 73 
LCS no dice nada al respecto, sólo habla de que cubrirá los hechos 
previstos en el contrato de seguro. Por lo tanto quedará a la autonomía 
de la voluntad de las partes según lo que éstas pacten para determinar 
el alcance de cada seguro. En la práctica el seguro generalmente cubre 
la responsabilidad extracontractual, y excluye la responsabilidad 
contractual  de  manera  general.  Puede  tener  amparos  específicos  
que  pueden  cubrir responsabilidades  derivadas  de  un  contrato,  
como  sucede  con  la  responsabilidad  civil  por productos defectuosos, 
pero no es concebible que este seguro cubra únicamente la 
responsabilidad contractual, ya que en ese caso debe acudirse a la 
figura de la caución. 
En el mercado de seguros es posible encontrar los siguientes 
tipos de pólizas o coberturas dentro de la misma: 
 
5.3.1.1. Responsabilidad civil general 
 
Se cubre al asegurado en la responsabilidad civil que pueda 
incurrir como consecuencia de una acción, omisión o negligencia 
involuntaria. Se toma el Código Civil como regulador de dicha 
responsabilidad, por lo que también cubrirá ésta cuando el asegurado 
actúe de manera directa o por acciones u omisiones de quienes 
jurídicamente debe responder por existir vinculación familiar, social, 





personales y puede también cubrirse el lucro cesante, mediante 
acuerdo de voluntades de las partes. 
 
5.3.1.2. Responsabilidad civil de explotación 
 
En este caso se refiere específicamente a la responsabilidad civil 
en que se puede incurrir como consecuencia del desarrollo de una 
actividad industrial, empresarial o de servicios. La póliza determinará 
en cada caso que actividades o eventos cubre, pero en general pueden 
entenderse los siguientes: 
 
- La  responsabilidad  civil  derivada  de  la  calidad  de  
propietario  de  los  locales  o instalaciones, en los cuales se lleva a 
cabo la actividad propia de la empresa asegurada. 
- Daños causados fuera de la localidad empresarial, en los 
cuales se realiza la actividad de la empresa por medio de empleados 
de la misma, y por encargo de terceros. 
 
- Responsabilidad civil en la que puede incurrir una 
empresa como consecuencia de una actividad que no es el objeto 
principal de su negocio, pero necesaria para el desarrollo del mismo; 
por ejemplo transporte, mantenimiento, vigilancia, organización, entre 
otros. 
- La realización de las acciones comerciales propias de la 






• El   acceso al recinto de la empresa de proveedores, 
clientes   y   visitantes. 
 
• Las instalaciones publicitarias situadas dentro y fuera de 
sus locales. 
 
• La realización de viajes de negocio o asistencia a ferias y 
congresos de los empleados del asegurado. 
- Por cualquier otra acción o situación derivada 
directamente de la actividad empresarial asegurada, con las 
excepciones y limitaciones contenidas en cada póliza. 
 
5.3.1.3. Responsabilidad civil de productos defectuosos y pos 
trabajos 
 
Es una cobertura complementaria a la anterior, en la cual se 
cubre la responsabilidad civil causada por los productos distribuidos o 
fabricados por la empresa, y por los trabajos o servicios entregados por 
esta, como montajes o instalaciones, teniendo en cuenta la normativa 
de protección del consumidor y de productos defectuosos. Puede incluir 
los gastos de retirada de los productos defectuosos del mercado, los 
gastos de restitución de la imagen pública, los riesgos derivados de la 







5.3.1.4. Responsabilidad patronal 
 
Este amparo tiene como objeto cubrir los daños corporales 
derivados de los accidentes laborales de los empleados del asegurado, 
debido a acciones u omisiones del empleador tales como falta de 
medidas de seguridad, o deficiente aplicación de las mismas. 
 
5.3.1.5. Responsabilidad medioambiental 
 
Daños causados al medio ambiente como consecuencia de 
contaminación ambiental accidental por vertidos, emanaciones o fugas, 
entre otros, de productos tóxicos o peligrosos para el medioambiente. 
 
En principio no son riesgos asegurables la responsabilidad penal 
y administrativa, pues van en contra del principio de la pena y la función 
sancionadora de la misma. Adicionalmente, el artículo 73.1 LCS 
establece claramente que se trata del “civilmente responsable”. Ello es 
diferente a que la obligación del civilmente responsable en un delito 
pueda estar cubierta por un seguro de responsabilidad civil, siempre y 
cuando dicho delito no sea causado con dolo. 
 
Si bien es cierto que el siniestro tiene sus propios requisitos 
fácticos y jurídicos para su configuración, si el hecho no encaja en el 





presupuesto básico para continuar el análisis de cobertura de un 
siniestro. 
 
A efectos de este trabajo de investigación interesan los seguros 
en los cuales el objeto de cobertura principal es la responsabilidad civil 
extracontractual, y está expresamente excluida la responsabilidad civil 
contractual, ya que nuestro análisis se basará en los casos en que no 
está claro si el hecho generador (objeto de cobertura) encaja en una 
responsabilidad contractual o extracontractual. 
 
5.3.1.6. Interés asegurado 
 
Este concepto es también fundamental en el seguro, ya que si 
éste no se encuentra en la persona física o jurídica denominada como 
asegurado en la póliza, no habrá lugar a cobertura. Algunos autores 
dicen que en el caso del seguro de responsabilidad civil no habría 
interés asegurado, en sentido técnico-jurídico, pero debe tenerse en 
cuenta que no puede asimilarse este elemento al definido en el seguro 
de daños, ya que en este último se trata de un interés sobre un bien 
determinado, sobre el cual el asegurado tiene efectivamente una 
relación económica y jurídica. 
 
El interés asegurado es el que se ve amenazado con el riesgo 
concreto; de esta manera se trata de aquel que tiene la persona que 





que resulte afectado su patrimonio como consecuencia de dicha 
responsabilidad. Y es solo el patrimonio del responsable el interés 
protegido, aunque la ley confiera a la víctima la calidad de beneficiaria.  
Así entonces, la doctrina y la jurisprudencia lo suelen definir como  una 
relación económica de una persona con su patrimonio activo presente 
y futuro. Esto último si se tiene en cuenta que el art. 1.911 CC 
establece: “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor 
con todos sus bienes, presentes y futuros”. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se hace casi imposible 
establecer un valor del interés asegurado, ya que es muy difícil 
determinar en cuanto puede incurrir el asegurado como responsable. 
Dependerá de la capacidad de pago de la prima del asegurado. En 
consecuencia, no cabría hablar de infraseguro y sobreseguro en este 
tipo de pólizas, es decir, cuando se asegura por una suma menor o 
mayor a la que tiene el bien objeto de cobertura, ya que estos eventos 




La noción principal que se tiene de siniestro es la materialización 
del riesgo. Es el momento en que deberá determinarse si concurren los 
presupuestos pactados en el contrato de seguro: vigencia del contrato, 
delimitación del riesgo mediante los amparos o coberturas, límite 






Para determinar si un hecho específico puede constituir un 
siniestro, deben analizarse previamente dos cuestiones: en primer 
lugar la cuestión de la responsabilidad, es decir, si el asegurado es o 
no responsable del daño al tercero y en qué medida lo es. Para 
determinarlo debe hacerse un análisis jurídico de los elementos que 
constituyen la responsabilidad civil. Y en segundo lugar, la cuestión de 
la cobertura: si la responsabilidad que se le imputa al asegurado por el 
tercero está o no amparada por el seguro, por lo tanto una vez 
determinada la responsabilidad del asegurado, se hará un análisis 
específico de si existe o no siniestro para la póliza. 
 
No existe un criterio uniforme en la doctrina a la hora de 
determinar que debe entenderse por siniestro en las pólizas de 
responsabilidad civil. Aún así es trascendental definirlo, ya que según 
el art 1º LCS, la obligación del asegurador está sometida a que se 
realice éste. 
 
Sobre la determinación del siniestro, la doctrina está dividida en 
dos posturas. La primera entiende por siniestro el hecho dañoso 
generador de responsabilidad, y la segunda la reclamación del tercero, 
argumentando que sólo entonces se ve perjudicado el patrimonio del 
asegurado. En esta última teoría hay autores que van más allá, 





indemnizatoria es líquida, bien sea por el reconocimiento de su importe, 
por transacción o por sentencia. 
 
Esta última tesis fue rechazada por la STS 10 de marzo 1993 
(RJ 1993/1789), por los problemas que genera, ya que no logra 
vislumbrarse con dicha teoría que circunstancia determina si el contrato 
es válido o nulo y cuál de ellas decide si el siniestro ha acaecido o no 
dentro del ámbito temporal de cobertura de la póliza. 
 
Frente a  lo  anterior,  es necesario  dejar  claro  que el  análisis  
del  siniestro se  inicia  con  la reclamación judicial o extrajudicial del 
tercero, ya sea que éste la ejerza directamente contra el asegurador 
mediante acción directa, o contra al asegurado. La obligación de la 
aseguradora de pagar nace con la reclamación, y como se expuso 
anteriormente, el objeto del seguro es proteger el patrimonio del 
asegurado de reclamaciones fundadas o infundadas de tercero. 
 
Pero no por lo anterior puede asimilarse siniestro a reclamación 
del tercero210. Una cosa es el objeto del seguro y el momento en que 
se desencadena la obligación para el asegurador, y otra el momento 
en que se genera propiamente el siniestro. 
 
Por ello no es contradictorio decir que siniestro es el hecho 
generador de responsabilidad civil, y definirlo como tal resuelve muchas 





conclusión; el siniestro es la materialización del riesgo y éste es el 
objeto de cobertura del seguro; la cobertura está delimitada por los 
hechos generadores de responsabilidad civil pactados en las clausulas 
delimitadoras de riesgos. En definitiva el hecho generador es el que 
permitirá determinar si el asegurado ha incurrido o no en 
responsabilidad y en qué cuantía. 
Adicionalmente, en las pólizas contratadas bajo la modalidad de 
ocurrencia, que son aquellas que cubren los siniestros que acontezcan 
durante el tiempo de vigencia contratado, se toma como ocurrencia del 
siniestro el hecho generador. Mientras que cuando se pacta una 
cláusula de claimsmade, la póliza sólo cubre las reclamaciones que se 
hagan al asegurado durante la vigencia contratada, no en el momento 
en que ocurre el siniestro. 
 
Lo anterior no genera incoherencia en caso de que la 
reclamación sea infundada, ya que se entenderá que por no haber 
incurrido el asegurado en un hecho generador, no habrá siniestro de 
responsabilidad civil, pero ello no obsta para que se active el amparo 
de gastos de defensa, cobertura con la que cuenta la póliza para toda 
reclamación aun si ésta es infundada, ya que una buena defensa 
beneficiará a todas las partes del contrato de seguro66. 
 
                     
66 También existe un seguro de defensa jurídica, pero es diferente al amparo otorgado en el seguro de 





Sin ir muy lejos, la ley del contrato de seguro parece entender 
esto mismo. Dicha ley ha optado por considerar el hecho generador 
como siniestro para determinar la delimitación temporal de la 
cobertura215. Ello puede deducirse del art. 1º LCS cuando define el 
siniestro como el “evento cuyo riesgo es objeto de cobertura”, y 
posteriormente en el art. 4 LCS se condiciona la validez del contrato a 
que dicho evento ocurra después de su perfección216. Para interpretar 
el art 20.6 LCS debe contarse con la misma definición de siniestro, ya 
que cuando se regula el computo para el cumplimiento de la obligación 
por parte del asegurador, se dice que “no será, por excepción, término 
inicial del computo el día de la comunicación del siniestro, cuando el 
asegurador pruebe que no tuvo conocimiento del siniestro con 
anterioridad a la reclamación o al ejercicio de la acción directa”. Así 
entonces, si habla de siniestro con anterioridad a la reclamación, puede 
deducirse que es porque entiende por siniestro el hecho dañoso. 
 
Algunos autores parecen no estar de acuerdo con lo anterior. 
Entre estos está CALZADA CONDE, quien expresa que con el hecho 
generador no se causa directamente un daño al patrimonio del 
asegurado y, por tanto, considera que en este tipo de seguros no cabe 
hablar de siniestro en sentido técnico-jurídico. 
 
Si se acude a la práctica aseguradora, en ésta se entiende que 
el siniestro está constituido por el hecho dañoso. REGLERO CAMPOS 





acaece cuando comienzan a manifestarse todas las consecuencias que 
se derivan del contrato. Así lo entiende también el TS en la sentencia 
16 de octubre 2003 (RJ 2003/7391): “es bien conocido el debate 
doctrinal sobre si lo decisivo es el hecho causante de la obligación, el 
nacimiento  de  la  obligación  misma  o  la  reclamación  del  
perjudicado,  inclinándose  la jurisprudencia de esta Sala por la especial 
relevancia del hecho causante u originario de la obligación del 
asegurado”. 
 
Para evitar inseguridad jurídica es necesario que el concepto de 
siniestro de una referencia concreta que sirva para dar respuesta a dos 
interrogantes fundamentales: que circunstancia será la que determine 
si el contrato de seguro es válido o nulo a la vista de lo dispuesto en el 
art. 4 LCS, y cual la que decida si el siniestro ha acaecido o no dentro 
del ámbito temporal de cobertura de la póliza. Esa referencia viene 
dada por el ‘hecho’ del que se derivan los daños susceptibles de ser 
indemnizados. Es, entonces, el hecho el que determinará si el evento 
está cubierto, y si está dentro de la delimitación temporal de la póliza 
de acuerdo al momento en que ocurrió. 
 
Una vez analizado y definido que debe entenderse por siniestro, 
se deberán determinar los elementos específicos para que surja la 






La ley del contrato de seguro no permite deducir claramente el 
alcance de la obligación de la aseguradora, pues no se dice 
expresamente a que está obligada en caso de que se materialice el 
riesgo. Pero doctrinalmente y en la práctica se ha podido establecer 
que el asegurador se encarga de  la  responsabilidad  del  asegurado  
y  se  obliga  en  concreto  de  pagar  las  eventuales indemnizaciones 
a terceros.  Teniendo en cuenta también los arts. 74 y 76 LCS, se suma 
a ello la obligación del asegurado de asumir la defensa jurídica aunque 
la reclamación del tercero sea infundada, y el derecho del tercero a 
exigir al asegurado el cumplimiento de la obligación de indemnizar. 
 
Como ya se expresó anteriormente, esta obligación del 
asegurador nace con la reclamación del tercero, ya sea para evitar que 
se afecte el patrimonio del asegurado (función preventiva) o para 
proceder a reembolsarle al asegurado en caso de que éste ya haya 
pagado al tercero. Este último caso puede suceder cuando la cobertura 
está en duda y el asegurado decide pagar para evitar intereses o un 
mayor pleito. En cualquier caso es obligación del asegurado informar 
al asegurador de cualquier reclamación de terceros. 
 
Son presupuestos para que surja la obligación en el asegurador: 
1. Que el asegurado haya incurrido en una conducta que le 
imponga responder civilmente. 
2. Que dicha conducta esté amparada en la póliza como 





3. Que el límite asegurado no haya sido copado aún. 
4. Que no existan exclusiones objetivas, subjetivas o 
geográficas a la cobertura 
5. Que la fecha de ocurrencia o reclamación, según el 
sistema que se haya pactado entre las partes, esté dentro de la vigencia 
de la póliza. 
 
También se solicita un reconocimiento del asegurado, ya que él 
tiene su propia versión de los hechos y no sería lógico que el 
asegurador pague sin preguntarle a él primero. En ocasiones sucede 
que la misma póliza condiciona el nacimiento de la obligación del 
asegurador a una sentencia en firme, o a un reconocimiento de 
responsabilidad por el asegurador. 
 
5.3.3. Acción directa 
Antes de la ley del contrato de seguro, el tercero perjudicado era 
totalmente ajeno al contrato de seguro. Incluso era costumbre el pacto 
de cláusulas para que el asegurado no informara a los terceros que 
contaba con un seguro, con la finalidad de evitar el aumento de las 
reclamaciones por terceros y condenas por los tribunales. 
 
Hoy el panorama ha cambiado, y es posible constatarlo en 
diferentes figuras y regulaciones, al parecer con la finalidad de proteger 
en mayor medida a las víctimas. Dichos nuevos mecanismos se 





LCS impone al asegurado el deber jurídico, sin consecuencia en su 
incumplimiento, de informar al tercero de la existencia y contenido del 
contrato de seguro67. Adicionalmente se estableció la obligatoriedad de 
contratar seguros en el campo laboral, en sectores de la producción y 
del transporte, y en la actividad automovilística. 
 
Por su parte, en los seguros voluntarios se conceden derechos 
al tercero que antes no tenía. Anteriormente para acudir a la 
aseguradora, el tercero debía primero demandar al asegurado y si éste 
era declarado insolvente podía acudir a la aseguradora mediante la 
acción subrogatoria (art. 
 
1.111 CC). Por medio de ésta el perjudicado ocupaba el lugar 
del asegurado y reclamaba al asegurador la deuda con aquel, 
basándose en el contrato de seguro. Hoy cuenta con la acción directa 
consagrada en el art.76 LCS, de gran importancia en el seguro de 
responsabilidad civil, que establece: “El perjudicado o sus herederos 
tendrán acción directa contra el asegurador para exigirle el 
cumplimiento de la obligación de indemnizar, sin perjuicio del derecho 
del asegurador a repetir contra el asegurado, en el caso de que sea 
debido a conducta dolosa de éste, el daño o perjuicio causado a 
                     
67 REGLERO CAMPOS (op. cit., pág. 1474) expone que “la trasgresión de dicho deber jurídico solo 
tendrá consecuencias para el propio asegurado, que habrá de soportar de forma exclusiva el ejercicio 
de la acción de reclamación de daños, salvo que el perjudicado tuviera conocimiento de la existencia 
del seguro por otros medios. En las relaciones asegurador-asegurado, el efecto más relevante de esta 
previsión es que la eventual existencia de una cláusula que impida al segundo manifestar al 





tercero. La acción directa es inmune a las excepciones que puedan 
corresponder al asegurador contra el asegurado. El asegurador puede, 
no obstante, oponer la culpa exclusiva del perjudicado y las 
excepciones personales que tenga contra éste. A los efectos del 
ejercicio de la acción directa, el asegurado estará obligado a manifestar 
al tercero perjudicado o a sus herederos la existencia del contrato de 
seguro y su contenido”. 
 
La acción directa opera en beneficio del perjudicado o sus 
herederos para acudir directamente contra el asegurador, a fin de 
obtener una indemnización por el daño causado por el asegurado. Así 
entonces es el perjudicado o sus herederos los legitimados activamente 
para interponer dicha acción, si bien ello no obsta para que el 
perjudicado pueda acudir directamente  al responsable, entendiéndose 
que la acción directa es un derecho no una obligación. También puede 
decidir demandar a ambos conjuntamente, pero ello no es un requisito, 
ya que no se trata de un litis consorcio pasivo necesario. 
 
En caso de que el perjudicado acuda primero al asegurado, el 
asegurador estará obligado a reembolsarle la suma pagada por el 
asegurado. Adicionalmente, el artículo 76 LCS concede al asegurador 
un derecho de repetición contra el asegurado en caso de que este 






De acuerdo a lo anterior, podrían englobarse los elementos de 
la acción directa para proponer una definición. La acción directa es un 
derecho de naturaleza legal, cuyo titular es el tercero perjudicado o sus 
herederos, que implica a su vez la obligación correlativa para el 
asegurador de garantizar la indemnización de la responsabilidad civil 
imputable al asegurado por un hecho dañoso producido dentro del 
objeto de cobertura de la póliza, y de acuerdo al art. 1 LCS, teniendo 
como referente los límites legales y contractuales del riesgo. 
 
Este derecho que otorga la acción directa debe diferenciarse del 
que tiene el asegurado frente a su asegurador, es decir, no puede 
entenderse que se le ha otorgado una legitimación especial al 
perjudicado para ejercer un derecho que le corresponde en principio al 
asegurado, “sino que la ley busca la tutela del perjudicado y la 
realización de su interés, poniéndolo a cargo del asegurador aunque, 
naturalmente, dentro del límite establecido en la póliza”. Estas 
limitaciones de las que se habla, hacen referencia a las excepciones 
que le son oponibles y las que son inoponibles al perjudicado por parte 
de la aseguradora, como se verá adelante. 
 
Por último, es importante tener en cuenta que para que el 
asegurador responda, el asegurado debe hacer una declaración de 
responsabilidad como causante del daño, no queriendo decir ello que 
deba haber una sentencia en su contra. Tampoco se precisa que el 





Frente a la defensa ejercida durante el proceso, el asegurado debe 
colaborar en la misma, así no haga parte de dicho proceso. Estipula al 
respecto el Art. 74 LCS: “Salvo pacto en contrario, el asegurador 
asumirá la dirección jurídica frente a la reclamación del perjudicado, y 
serán de su cuenta los gastos de defensa que se ocasionen. El 
asegurado deberá prestar la colaboración necesaria en orden a la 
dirección jurídica asumida por el asegurador”. 
 
La Ley de contrato de seguro también se ocupa de las 
excepciones que puede oponer el asegurador al perjudicado o 
herederos en la acción directa. Como dice expresamente el art. 76 
citado anteriormente “la acción directa es inmune a las excepciones 
que puedan corresponder al asegurador contra el asegurado”, pero 
puede “oponer la culpa exclusiva del perjudicado y las excepciones 
personales que tenga contra éste”. 
 
Para interpretar este precepto debe tenerse en cuenta que, 
aunque claramente debe existir un contrato de seguro, la acción directa 
no deriva del mismo como sí sucedía con la anterior acción 
subrogatoria, sino que nace con el hecho dañoso. 
 
Si se interpretara literalmente la inmunidad que da la ley, se 
llegaría a un absurdo en el cual no cabría oponer ninguna excepción 
relacionada con el contrato de seguro. Si se le impone al asegurado 





el asegurador podría oponer las excepciones derivadas del contrato de 
seguro en lo que repercuta o afecte directamente a los terceros 
perjudicados, limitando objetivamente los riesgos, ya que son de su 
expreso conocimiento. 
 
La Sentencia de 15 de febrero de 2006 (RJ 2006/2940) expone 
al respecto que la interpretación de dicha inmunidad no puede 
extenderse a la propia definición del riesgo asegurado ni a la cobertura 
del seguro. Estos elementos “que por integrar el marco en que se 
desenvuelve el aseguramiento, y por tanto, resultar determinantes para 
la fijación de la prima del seguro, lo son también para el establecimiento 
del límite de la obligación indemnizatoria de la aseguradora, sin que 
pueda deducirse que dicha obligación respecto del tercero pueda 
exceder de los propios límites del seguro concertado, pues en tal caso 
se estaría rebasando la propia definición del contrato de seguro 
contenida en el art 1. de la ley, cuando señala que la obligación de la 
aseguradora a indemnizar lo será “dentro de los límites pactados” y se 
llegaría a la conclusión inadmisible de que frente al tercero perjudicado 
la cobertura sería siempre ilimitada”. 
 
Así también lo dice la STS de 10 de junio 1991 (RJ 1991/4434): 
“por su parte el art. 76 reconoce al perjudicado o a sus herederos acción 
directa contra el asegurador para exigirle esa obligación de indemnizar, 
añadiendo que «la acción directa es inmune a las excepciones que 





la doctrina científica más autorizada al interpretar este art. 76 que, no 
obstante el mandato que en él se contiene, deberán ser oponibles por 
el asegurador al perjudicado las excepciones que limiten objetivamente 
los riesgos a cubrir por el contrato”. 
 
Como puede verse, no es tajante la interpretación acerca de qué 
excepciones son oponibles y cuáles no, dando ello lugar a confusiones 
en la práctica. 
De acuerdo a lo que concluyen algunos autores, podría 
interpretarse del art. 76 LCS y de la naturaleza de la figura, que el 
asegurador puede oponer excepciones impropias como la pérdida de 
vigencia del contrato, inexistencia del seguro, inexistencia de cobertura 
por límite de responsabilidad fijado en la póliza, inexistencia de la 
obligación resarcitoria por falta de prueba en los elementos de la 
responsabilidad civil o efectiva prueba de inexistencia de los mismos, 
culpa exclusiva del perjudicado, o culpa concurrente (aminorando la 
indemnizaciones debidas) y las derivadas de la relación que tenga el 
asegurador con éste. Estas dos últimas están consagradas 
directamente en el art. 76 LCS anteriormente citado. Algunos autores 
agregan que también son oponibles por el asegurado las que puede 
usar cualquier deudor solidario según el 1148 CC, tales como pago, 
prescripción o compensación. 
 
Por el contrario, serían inoponibles las excepciones de nulidad 





incumplimiento del deber de declarar el riesgo, de comunicar su 
agravación, de comunicar el siniestro, las de incumplimiento contractual 
o rescisión del contrato por no pago de primas. También son 
inoponibles las cláusulas limitativas de la póliza, el pacto de 
concurrencia parcial del asegurado a la indemnización y el dolo del 
asegurado, que como se dijo anteriormente, da lugar a acción de 
restitución por el asegurador. 
 
Para concluir, como dice DIEZ PICAZO “por decirlo de un modo 
grafico, el asegurador que contrata un seguro de este tipo emite una 




La Ley de contrato de seguro no tiene una regulación ni plazo 
especifico de prescripción para el seguro de responsabilidad civil. En 
términos generales, en el art 23 LCS se establece: “Las acciones que 
se deriven del contrato de seguro prescribirán en el término de dos años 
si se trata de seguro de daños y de cinco si el seguro es de personas”. 
Ahora lo importante será analizar a partir de qué momento empieza a 
correr dicha prescripción (dies a quo). 
 
Con la finalidad de ser consecuentes con el régimen del seguro 





contar únicamente desde la reclamación del tercero, que es cuando 
nace la obligación del asegurador68. 
 
El TS ha entendido que entretanto no sea declarada la 
responsabilidad civil del asegurado no comienzan a transcurrir los 
plazos de prescripción. Pero en el caso de que el asegurador estime 
que el siniestro no está cubierto por el seguro, y el asegurado decida 
aceptar su responsabilidad y finiquitar el pleito con el tercero 
reclamante, será necesario entender que el plazo comienza con la 
fecha de la reclamación extrajudicial del tercero. 
 
Frente a la acción directa debe considerarse que la prescripción 
opera de forma diferente. El plazo que se tiene para ésta no puede ser 
el de la acción del contrato de seguro, ya que como se vió, ésta no 
deriva directamente de él, ni tampoco es el plazo consagrado en el 
1964 CC para las acciones derivadas de contrato que no tengan 
previsto un plazo especial. La interpretación más adecuada es la de 
tomar el término consagrado contra el causante del daño como si no 
existiese seguro, que será de un año por responsabilidad 
extracontractual (Art. 1968.2 CC) y 15 años por contractual (art. 1964). 
  
                     
68 DIEZ PICAZO, L. Fundamentos… cit., pág. 179; YQUIERDO TOLSADA, M., op. cit., pág. 515, y SANCHEZ 
CALERO F., en Comentarios al Código de Comercio y Legislación mercantil especial, t. XXIV, MOTOS, M 













RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
6.1. ANÁLISIS DE EXPEDIENTE  
6.1.1. Expediente: 02098-2008-0-2101-JR-PE-01 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte de la 
agraviada, se tiene que el ómnibus se encontraba estacionado en el 
terminal zonal salida a Juliaca en dirección de Este a Oeste, donde el 
conductor lo desengancha el carro sacándole la cuña, y  atropellando  a 
ésta y causándole la muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que cuando ya había 
completado los pasajeros del ómnibus el ayudante hijo del dueño del 
vehículo ha sacado la cuña que estaba en la llanta  posterior derecho, 
siendo que en esa parte del terreno tiene pendiente hacia la calle es que 
se ha rodado el vehículo , intentando frenar y los frenos no han 





y no se ha percatado y lo ha atropellado indicando que es una falla 
mecánica, aduce que a tocado la bocina y al parecer no escucho la 
agraviada, aduce también que el acusado nunca había tenido accidente, 
que ha ayudado llevando al Hospital Regional de Puno e incluso sus 
familiares le han donado sangre  a la agraviada. 
d. . Instrucción: en consecuencias el auto  no existe medio probatorio 
idóneo alguno mediante el cual se acredite de manera fehaciente la 
vinculación de los hechos con el acusado, resulta insuficiente para 
desvirtuar  el principio constitucional de presunción de inocencia. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Infundada la cuestión previa e improcedente la Excepción  de la 
prescripción   de la acción penal. absolviendo   
g. Reparación Civil:  No consigna 
 
6.1.2. Expediente: 2008-00633 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado, en el lugar de Huerta Huaraya el agraviado se dirigía  con 
dirección de norte a  Sur en su vehículo menor motorizado de forma 
intempestiva colisiono  frontalmente con el otro vehículo  y como 





c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que la vía era una curva 
cerrada  y por la afluencia de vehículos en dicha vía. 
d. Instrucción:  Están acreditadas tanto la comisión, como la 
responsabilidad del delito, cuando se da la denuncia una sustanciación 
distinta a la que corresponde  en el proceso penal, cuando el hecho 
denunciado no constituye delito o no es justiciable penalmente  
e. Criterios judiciales:  
f. Penal: Declarar fundad de oficio la excepción de prescripción de la 
acción penal y por tanto extinguida  la acción penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en diez mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
conel tercero civilmente responsable, descontándose los mil doscientos 
Nuevos Soles que el tercero civilmente responsable abonó por gastos 
de sepelio. 
 
6.1.3. Expediente: 2730-2004    
a. Delito: Contra la Vida el cuerpo y la Salud, en su modalidad 
EXPOSICIÓN DE PERSONA INCAPAZ  seguido de muerte.  
b. Hechos: Se incrimina a los  acusados de  haber ocasionado la muerte 
del menor Jhon Montalvo Elias, ya que los dos denunciados en completo  
estado de ebriedad retiraron al menor a bordo de un triciclo y 
posiblemente cayó al suelo , sin percatarse los mismo de incapacidad , 
el niño se quedó  y por las inclemencias del clima  y la edad que poseía, 







c. Argumentos: En su defensa… 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción están acreditadas 
tanto la comisión, como la responsabilidad del delito, siendo el factor 
predominante para la realización del . 
e. Criterios judiciales: En su condición de padre , se encontraba en la 
obligación de observar el deber de cuidado que le exigían la 
circunstancias, de lo que resulta que ha actuado negligentemente al no 
prever el resultado causado ni tomado las medidas necesarias para 
evitar la situación. 
f. Pena: Establecida en el artículo 129° del Código Penal, 
desprendiéndose que es no menor de tres  ni mayor  de seis años, 
tiempo que debería ser aumentado en la mitad por haberse interrumpido  
los plazos  prescriptorios con las actuaciones del Ministerio Público, por 
lo que, para que prescriba la acción penal  debe transcurrir nueve  años  
y conforme a lo que prevé el articulo 80 párrafo tercero  las acciones 
prescriben cuando haya transcurrido un plazo igual  al máximo 
correspondiente al delito mas grave; en consecuencia  para que opere 
la prescripción extraordinaria  de la acción penal tiene que transcurrir 
nueve años, desde la fecha de la comisión  del delito esto es el día ocho 
de febrero del dos mil cuatro, ha trascurrido  a la fecha  
aproximadamente  nueve años con 11 meses, por tanto, la acción penal 
en el presente caso ha prescrito. 






6.1.4. Expediente: 00375-2007 
a. Delito: Lesiones Culposas 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado  un accidente de 
tránsito  en la carretera Panamericana Sur, a la altura del Kilómetro 1405 
de la Comunidad  de Coapalla- Acora que se desplazaba con dirección 
de sur a norte, que   al querer  sobre pasar  a  un vehículo minibús de 
servicio público  interprovincial, este le cerró el paso  y al tratar de evitar  
un posible choque  perdió el control de su vehículo, colisionando  con 
una señal informativa , para luego despistarse y volcarse.  
c. Argumentos:  
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción Están acreditadas 
tanto la comisión, como la responsabilidad del delito, siendo el factor  
e. Criterios judiciales: Cuando el tiempo transcurrido sobre pasa en una 
mitad al plazo ordinario de prescripción. 
f. Pena: declara fundada la excepción de prescripción  de la acción penal  
y por tanto extinguida la acción penal  . 
g. Reparación Civil:   No consigna 
 
6.1.5. Expediente: 01090-2008 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte de la  
agraviada, al haber  cruzado  la pista  y al no poder frenar  impacto con 
la fémina, lanzándola  hasta donde  se encuentra el separador del carril 
y causándole la muerte. 





servicio urbano detenidos  a su derecha  y cuando intento adelantarlo de 
repente salió una chica por el centro de donde se encontraban  las dos 
combis cruzando la calzada apresurada con la cabeza gacha mirando al 
piso llegando a impactarla  con la parte anterior derecha y al tratar  de 
esquivar a la chica llego a chocar con el station Wagón en las esquinas 
anteriores para luego el satation wagon quedar en cuneta, que sus 
pasajeros se encontraban ilesos y que conducía su vehículo 25 a 30 
kilómetros por hora , encontrándose  la palanca  de cambios en tercera. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable. Están acreditadas tanto la comisión, 
como la responsabilidad del delito, siendo el factor predominante para la 
realización del evento la inapropiada e inadecuada velocidad con que el 
agente conducía el vehículo ignorando asimismo las señales 
informativas que indican la existencia de un puente y una vía sinuosa; 
corroborado el testigo, y que determinan  y no como aduce el agente. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Dos años de pena privativa de libertad, suspendida, fijándose  
como periodo  de prueba el plazo de un año debiendo el sentenciado 
cumplir las siguientes reglas de conducta en el periodo de prueba: a) No 
ausentarse del lugar  de su residencia ni cambiar  de domicilio sin previo 





obligatoriamente  al Juzgado el primer  día hábil de cada mes  a fin de 
informar  y justificar  sus actividad  y suscribir  el libro correspondiente; 
todo bajo apercibimiento de procederse de conformidad  con lo dispuesto  
por el articulo cincuenta y nueve del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en dos  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable. 
 
6.1.6. Expediente: 00425-2006 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que se dirigía  desde 
Juliaca hacia Desaguadero, momentos en que venía  un carro en sentido 
contrario con luz alta, asi mismo me di con la sorpresa iba una motocar 
en el mismo sentido que iba el declarante sin luces, sin cintas 
refractarias, lo que ocasiono que lo chocara por la parte trasera. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable a la empresa de Transporte  y Turismo 
expres Oriente.. Están acreditadas tanto la comisión, como la 
responsabilidad del delito, siendo el factor predominante para la 
realización que el procesado era conductor bajo relación laboral con 
dicha empresas de transporte  sobre quien también debe recaer el pago 





e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
h. Pena: Dos años de pena privativa de libertad, suspendida, fijándose  
como periodo  de prueba el plazo de un año debiendo el sentenciado 
cumplir las siguientes reglas de conducta en el periodo de prueba: a) No 
ausentarse del lugar  de su residencia ni cambiar  de domicilio sin previo 
autorización de este despacho judicial. b) Comparecer  personal y 
obligatoriamente  al Juzgado el primer  día hábil de cada mes  a fin de 
informar  y justificar  sus actividad  y suscribir  el libro correspondiente; 
todo bajo apercibimiento de procederse de conformidad  con lo dispuesto  
por el articulo cincuenta y nueve del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
f. Reparación Civil: Se fijó en cinco  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable, dos mil nuevo soles para el 
fallecido y mil nuevos soles  para el agraviado lesionado. 
 
6.1.7. Expediente: 01859-2008 
a. Delito: Lesiones Culposas 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado el accidente de la 
denunciante que viajaba en vehículo de servicio urbano en la altura del 





denunciado reinicia la marcha del vehículo con la puerta abierta 
realizando una maniobra brusca  y temeraria que habría hecho perder el 
equilibrio a la agraviada, que habría caído del vehículo al piso de cabeza 
siendo arrastrada por unos ocho  metros perdiendo el conocimiento que 
resultó con lesiones graves. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce  y niega  los hechos  
manifestados por la agraviada, negado también  haya conducido el 
vehículo  el día de los hechos  si no lo haya hecho en los meses de  
agosto del dos mil seis  hasta fines de enero del dos mil siete, 
habiéndose ido a la ciudad de Tacna a trabajas como albañil.. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable al imputado. A folios 58 
Están acreditadas tanto la comisión, como la responsabilidad del 
delito, siendo el factor predominante para la realización del evento la 
inapropiada e inadecuada velocidad con que el agente conducía el 
vehículo  y que la agraviad resulto con lesiones graves. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
i. Pena: Tres  años de pena privativa de libertad, con carácter de 
suspendida  por un periodo de prueba de dos años condicionalmente por 
igual término bajo las siguientes reglas de conducta: a) No ausentarse 





de este despacho judicial. b) Comparecer  personal y obligatoriamente  
al Juzgado el primer  día hábil de cada mes  a fin de informar  y justificar  
sus actividad  y suscribir  el libro correspondiente; todo bajo 
apercibimiento de procederse de conformidad  con lo dispuesto  por el 
articulo cincuenta y nueve del Código Penal. 
f. Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, por dos años  conforme al 
artículo 36, inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en ocho  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable,  
 
6.1.8. Expediente: 2716-2004 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina a los acusados haber ocasionado accidente de 
tránsito, que el vehículo con placa de rodaje número Uz-1728 de la 
empresa “provenir” que se dirigía a la ciudad de Ilave, llevando 
mercadería en la parrilla y al momento de voltear una de las curvas  y 
sobre pasa un grifo se detiene para recoger un bulto que se había caído 
de la parrilla y empieza a retroceder guiándose de los espejos laterales 
momento de las cuales hace su aparición en el mismo sentido camión 
con placa de rodaje XU-3087 y por la velocidad  que conducía  y en 
su estado etílico logro impactar violentamente con la parte posterior del 
vehículo y arrastrándolo a unos treinta y cuarenta  ocasionando la 
muerte  y daños en la integridad física de algunos  pasajeros. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que el  la altura de la 





una minibús sin ninguna señalización y en sig sag  llegando a impactarlo 
siendo inevitable ello, que luego del accidente se dedicó a auxiliar  a los 
heridos  y noto  que el chofer del minibús  se encontraba en estado de 
ebriedad e inclusive manifestó que el chofer del minibús se había fugado; 
que ha cumplido con los gastos  del sepelio y los gastos de atención  
medica de las personas que viajaban  en ambos vehículos viajaban con 
velocidad de cien kilómetros por hora. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable al imputado.  
Están acreditadas tanto la comisión, como la responsabilidad del 
delito, siendo el factor predominante para la realización del evento la 
inapropiada e inadecuada velocidad con que el agente conducía el 
vehículo a lo que se sumó la invasión de una porción de la berma lateral, 
ignorando asimismo las señales informativas que indican la existencia 
de un puente y una vía sinuosa; corroborado con las fotografías en las 
que se puede apreciar claramente los daños materiales sufridos en el 
lado derecho anterior con rotura de faro neblinero por el vehículo, e 
igualmente el estado en que quedó la bicicleta, que determinan “choque 
por alcance” en sentido de norte a sur y no como aduce el agente que 
se le cruzó el ciclista. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 





f. Pena: Dos años de pena privativa de libertad de ejecución suspendida, 
fijándose como periodo de prueba de una año debiendo el sentenciado 
cumplir las siguientes reglas de conducta: a) No ausentarse del lugar de 
su residencia ni cambiar de domicilio  sin autorización de este despacho 
judicial; b)Comparecer personal y obligatoriamente al Juzgado el primer 
día hábil de cada mes a fin de informar  y justificas   sus actividades  y 
suscribir el libro  correspondiente; todo bajo apercibimiento de 
procederse de conformidad con lo dispuesto  por el articulo cincuenta y 
nueve del Código Penal.. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en dos mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable,  
 
6.1.9. Expediente: 00966-2009 
a. Delito: Lesiones Culposas 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado el accidente de 
transito en el kilómetro 1,346 de la vía Juliaca –Puno, de Sur a Norte y 
al momento  en que  trató e girar hacia su lado izquierdo con dirección 
al desvío de Huancanepata fue colisionado por el vehículo de placa de 
rodaje RQS-803 que circulaba en la misma dirección, embistiéndolo por 
detrás  y pretendía sobrepasarlo sin efectuar  señales preventivas, 
llegando a impactar al vehículo menor en su lado izquierdo, cuyo impacto 
provocó que el conductor  y ocupante  salieron proyectados  





cayendo pesadamente  en la calzada y berma. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que fue el agraviado 
quien causo el accidente, porque el declarante  conducía  el vehículo  de 
Puno hacia Juliaca, en dónde el conductor de la motocicleta  sin hacer 
señal alguna, voltea  en dirección hacia el oeste de la pista, y que el 
declara estaba a unos metros  de distancia a pesar que trató  de esquivar 
y que tampoco  podía frenar en seco es que rozo  a la motocicleta y de 
esa manera se produjo el accidente y luego lo auxilio y comunico a la 
policía. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable Están acreditadas tanto la comisión, 
como la responsabilidad del delito, siendo el factor predominante para la 
realización del evento la inapropiada e inadecuada velocidad con que el 
agente conducía el vehículo por se varias las victimas  y por ser  
resultado de la inobservancia de las reglas técnicas  de transito  
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Tres  años de pena privativa de libertad,  con carácter  suspendida  
en su ejecución; por el plazo de una año, debiendo  cumplir las siguientes  
reglas de conducta: a) Concurrir al juzgado mensualmente  a efecto  de 
justificar  sus actividades y firmar  el libro correspondiente; b) No 





caso de incumplimiento se procederá  de conformidad con el artículo  59 
del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en cinco mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable. 
 
6.1.10. Expediente: 01357-2008 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado de haber ocasionado  la muerte  y 
haber lesionado a dos personas, cuando impacta a otro vehículo menor  
triciclo, que estaba estacionado a un costado de la verma, y como 
producto del impacto fueron proyectados  sobre sobre una superficie de 
calzada, y que el acusado intento huir.  
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que es verdad lo 
ocurrido en la carretera Sinuyamaya  impacto su motocicleta con 
vehículo menor triciclo el mismo que estaba estacionado a un costado y 
producto de impacto fueron proyectados  sobre la superficie de la 
calzada a sus ocupantes; Que no es verdad  que luego del accidente se 
haya querido fugar , ya que su moto se quedado tirado y los familiares 
le quitaron las llaves . 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable al imputado. 
Están acreditadas tanto la comisión, como la responsabilidad del delito, 





inapropiada e inadecuada velocidad con que el agente conducía el 
vehículo  
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Cuatro años de pena privativa de libertad, de ejecución 
suspendida, fijándose  como periodo  de prueba el plazo dos años, 
debiendo el sentenciado  cumplir las siguientes reglas  de conducta en 
el periodo de prueba a) No ausentarse del lugar  de su residencia ni 
cambiar de domicilio sin previo autorización  de este despacho judicial, 
b) Comparecer  personal y obligatoriamente al juzgado el primer  día 
hábil  de cada mes a fin de informar  y justificar sus actividades y suscribir  
el libro correspondiente; bajo apercibimiento de procederse de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en tres  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable, dos mil para la agraviada  occisa 
y quinientos  para cada agraviada lesionada. 
 
6.1.11. Expediente: 2009-00087 
a. Delito: Homicidio Culposo 





agraviada menor de edad al querer cruzar la pista de forma intempestiva 
siendo atropellada y   arrastrándola casi medio metro y causándole la 
muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que se dirigía de 
Laraqueri  a Puno y en sector Huacuchullo  vio que estaba una combi  
estacionada dirigiéndose  en el mismo  sentido que la combi que 
manejaba, y luego vio una camioneta  que venía  en sentido contrario,  y 
observo que una niña  estaba cruzando  de su casa hacia una combi 
estacionada , y pensó que esa niña  se iba a embarcas  en es combi y 
después paso la camioneta que venia en sentido contrario , en vista de 
eso bajo la velocidad  de su carro,  y se presentó la niña  en la pista   y 
se golpeo en su carro  por mas que trato de  esquivar hacia el lado 
izquierdo . 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió que  
la conducta imprudente ya que desplazaba su vehículo en exceso de 
confianza a una velocidad nada prudente ni nada razonable para  las 
circunstancias del memento ni lugar, poni9endo la integridad física de 
los peatones y usuarios de la vía. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Dos años de pena privativa de libertad, con carácter suspendida 





reglas de conducta siguientes: a) No ausentarse   del lugar donde reside 
sin autorización del Juez, b) Concurrir al juzgado  mensualmente  a 
efecto  de justificar sus actividades y firmar el libro correspondiente, esto 
es los primeros tres días hábiles de cada mes dispuesta en el  artículo 
59 del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en tres  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable. 
 
6.1.12. Expediente: 01098-2008 
a. Delito: Homicidio Culposo otros. 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado accidente por su 
excesiva velocidad por la altura del desvió Sillustani , impacto con el 
vehículo causando la muertes del chofer y ocasiono lesiones a copiloto, 
luego de ocasionar el choque frontal y que ocupo el carril contrario  el 
acusado se pareció después de tres días. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que se mantenía en su 
carril derecho y la señora que venía a su costado dueña de la carga que 
traía  en el camión  le dijo que venía un carro  con luz larga y bajo la 
velocidad a 40 kilometros , quiso mantener su derecha  pero por la luz 
ya no pudo porque el otro carro estaba a 50 metros  y por la sofocación   
de la luz se paro en ese lugar y el otro carro el chofer estaba mareado. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se  constata que el 





ocasione un accidente de transito. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Tres  años de pena privativa de libertad, con carácter suspendida 
por el plazo de prueba de dos años, debiendo cumplir las reglas de 
conducta siguientes: a) No ausentarse   del lugar donde reside sin 
autorización del Juez, b) Concurrir al juzgado  mensualmente  a efecto  
de justificar sus actividades y firmar el libro correspondiente, esto es los 
primeros tres días hábiles de cada mes dispuesta en el artículos 59 y 60 
del Código Penal. 
Noventa días multa a razón de diez nuevos soles  cada dias multa y total 
de novecientos  que hace un total de novecientos soles a favor del 
estado peruano. 
 
g. Reparación Civil: Se fijó en un mil ochocientos  Nuevos Soles, en forma 
solidaria con el tercero civilmente responsable, un mil quinientos  a favor 
del los herederos  legales  y trescientos  será pagado al estado peruano 
personificado por el Poder Judicial. 
 
6.1.13. Expediente: 00536-2006 
a. Delito: Contra la vida el cuerpo y la salud, en su modalidad de Homicidio 





b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte de tres 
personas , a llegar al lugar denominado Chamacota pararon  con la 
finalidad de echar agua al radiador  por haberse  calentado el motor, 
momentos en que el imputado se hace cargo  del volante del referido 
camión, siendo en que instantes de ingresar a una curva  abierta  el 
conductor efectúa una mala maniobra  provocando que las llantas 
posteriores del lado derecho se arrastren  y debido al peso del vehículo 
provocando la volcadura  y como consecuencia de ello los pasajeros 
salieron disparados por el aire teniendo como resultado  el fallecimiento. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aclaro que todo lo  mencionado 
por los agraviados es verdad y que solo dijo que con los herederos 
legales llego a un acuerdo de reparación civil. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción  de folios 4 a 52. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Dos años de pena privativa de libertad, ejecución suspendida por 
el plazo  de prueba de un año, debiendo cumplir las reglas de conducta 
siguientes: a) No ausentarse   del lugar donde reside sin autorización del 
Juez, b) Concurrir al juzgado  mensualmente  a efecto  de justificar sus 
actividades y firmar el libro correspondiente, esto es los primeros tres 
días hábiles de cada mes dispuesta en el artículo 59 del Código Penal. 





solidaria con el tercero civilmente responsable, a favor de quinientos 
nuevos soles por cada fallecido. 
 
6.1.14. Expediente: 1351-2008 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado el accidente de 
tránsito  entre ómnibus y un volquete en donde el volquete que cruzaba 
la vía  Pnamericana  de Oeste a Este con dirección a la obra  de refacción 
, para luego  despistarse  e impactar  con el parachoque  delantero en el 
inmueble  sito en la panamericana sur del jirón Ccota, así provocando la 
muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que el motor estaba 
calentado y por lo que  taba de controlar  la velocidad, conduciendo a 
cincuenta y cinco kilómetros por hora y vio que el volquete  estaba 
parado y no se movía , por lo que con confianza quiso pasar  por el lado 
izquierdo, cuando estaba por cruzar  el volquete  lo impacto por lado 
izquierdo  y lo hizo cambiar  la dirección para chocar con el muro  y la 
puerta donde estaba  un joven. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se abrió en fojas 151 
a 156 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 





f. Pena: Tres años de pena privativa de libertad, suspendida por el plazo 
de prueba de dos años, debiendo cumplir las reglas de conducta 
siguientes: a) No ausentarse   del lugar donde reside sin autorización del 
Juez, b) Concurrir al juzgado  mensualmente  a efecto  de justificar sus 
actividades y firmar el libro correspondiente, esto es los primeros tres 
días hábiles de cada mes dispuesta en el en los artículo 59 del Código 
Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, inciso 7 
del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en diez mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable, ocho mil nuevos soles a favor 
de los herederos legales y dos mil nuevos soles  a favor del agraviado . 
 
6.1.15. Expediente: 1419-2009 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado, al haber invadido la berma lateral e impactada frontalmente 
ocasionando lesiones a los pasajeros y causándole la muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que es  falso que se haya 
desviado un poco  su carril  ocasionando de choque frontal con otro 
vehículo, afirmando que el otro vehículo venia en sig sag, chocándolo y 
no dándole tiempo a reaccionar chocándole el lado derecho del carro y 
además señalando que el otro vehículo  se metió por completo  fuera de 







d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se  conprende en fojas 
385 al 389. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las medidas 
necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Tres años de pena privativa de libertad, cuya ejecución se 
suspende por el periodo de prueba  de tres años  siguientes reglas de 
conducta: a) prohibición de concurrir a lugares de dudosa reputación a 
lugares donde consuman  bebidas  alcoholicas, no pudiendo  consumir 
los mismos, salvo motivo justificado. b) No ausentarse del lugar  donde 
reside  habitualmente, sin autorización del jugado. c) Comparecer  cada 
treinta días al juzgado personal y obligatoriamente  para informar  y 
justificar sus actividades. D) no portar en su poder objetos susceptibles 
de facilitar la realización  de otro delito. E) No cometer nuevo delito 
doloso. F) Cumplir con el pago de la reparación civil impuesta, todo bajo 
apercibimiento de la aplicarse lo dispuesto en los artículo 59 del Código 
Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, inciso 7 del 
Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en tres  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 





6.1.16. Expediente: 01107-2009 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado, quien al  pretender cruzar la calzada del lado izquierdo en 
sentido   de Este a Oeste quien fue impactando por el vehículo menor, 
en donde conducía su vehículo con exceso de confianza  y así 
causándole la muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que fue que el agraviado 
se apareció sorpresivamente sobre la pista ya que en ese instante 
estaba parada  una combi  de pasajeros urbano recogiendo pasajero y 
por el costado dispuso tomar su lado derecho y a una distancia de cuatro 
metros es ahí donde se apareció  la persona avanzada de edad  tratando 
de cruzar pro lo que a fin de evitar atropellarlo giro a la izquierda inclusive 
frenando  y por la corta distancia no pudo evitar colisionarlo, habiéndolo 
arrojado al pavimento luego de eso de lo cual  bajo inmediatamente  y 
vio  que efectivamente la persona estaba sangrando  de la cabeza y es 
donde apareció la Comisaria  y lo llevándolo para el dosaje etílico  y que 
el SOAT ha cubierto los gastos. 
d. Instrucción:  
 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 





f. Pena: Un año de pena privativa de libertad, ejecución suspendida 
condicionalmente por igual término bajo las siguientes reglas de 
conducta: a) No ausentarse del lugar  de su residencia  ni cambiar  de 
domicilio  sin previo  autorización de este despacho judicial. b) 
Comparecer  personal  y obligatoriamente al juzgado el primer día  hábil 
de cada mes a fin de informar  y justificar  sus actividades y suscribir el 
libro correspondiente;  todo esto bajo apercibimiento de procederse  de 
lo dispuesto en los artículo 59  del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en dos mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable, a favor de la parte agraviada. 
 
6.1.17. Expediente: 1419-2009 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado, al haber invadido la berma lateral e impactada frontalmente 
ocasionando lesiones a los pasajeros y causándole la muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que es  falso que se haya 
desviado un poco  su carril  ocasionando de choque frontal con otro 
vehículo, afirmando que el otro vehículo venia en sig sag, chocándolo y 
no dándole tiempo a reaccionar chocándole el lado derecho del carro y 
además señalando que el otro vehículo  se metió por completo  fuera de 






d. Instrucción: de fojas 385 al 389 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las medidas 
necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Tres años de pena privativa de libertad, cuya ejecución se 
suspende por el periodo de prueba  de tres años  siguientes reglas de 
conducta: a) prohibición de concurrir a lugares de dudosa reputación a 
lugares donde consuman  bebidas  alcoholicas, no pudiendo  consumir 
los mismos, salvo motivo justificado. b) No ausentarse del lugar  donde 
reside  habitualmente, sin autorización del jugado. c) Comparecer  cada 
treinta días al juzgado personal y obligatoriamente  para informar  y 
justificar sus actividades. D) no portar en su poder objetos susceptibles 
de facilitar la realización  de otro delito. E) No cometer nuevo delito 
doloso. F) Cumplir con el pago de la reparación civil impuesta, todo bajo 
apercibimiento de la aplicarse lo dispuesto en los artículo 59 del Código 
Penal. 
 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en tres  mil Nuevos Soles, en forma solidaria 






6.1.18. Expediente: 61-2004 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte de dos 
agraviados, al haber ocasionado el accidente de tránsito en la vía Puno-
Jualica, en la altura del kilómetro 5.5000, el denunciado desplazaba su 
vehículo  con evidente exceso  de confianza y a una velocidad  no 
razonable  ni prudente para las circunstancias  del momento y lugar, así 
es que no se dio tiempo para realizar  ninguna maniobra, llegando a 
impactar  en forma decidida el vehículo y arrastrarlo  a una distancia  de 
aproximadamente 13.o kilómetros y así la muerte de dos personas y 
quedando gravemente  herida una de las acompañantes. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que fue el agraviado 
quien se cruzó en su camino y que la empresa propietaria del vehículo 
llegó a una transacción con la esposa de la víctima cancelando los 
gastos del sepelio. 
La esposa de la víctima declara que la empresa propietaria del vehículo 
fue obligada por la funeraria a pagar el valor del ataúd, bajo amenaza de 
retirarlo. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción  véase pagina 89 a  
91. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 





f. Pena: Cuatro años de pena privativa de libertad, con carácter 
suspendida en ejecución; por el plazo de un año, debiendo cumplir las 
reglas de conducta: a) Concurrir al juzgado  mensualmente a efecto de 
justificar  sus actividades  y firmar el libro correspondiente; b) No volver  
ha cometer otro delito y en especial que guarde relación con la 
naturaleza  del delito por el cual se les sentencia en el presente proceso; 
c) Repara el daño causado.se procederá de conformidad en los artículos 
59 y 60 del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. 
g. Reparación Civil: Se fijó en tres mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable. 
 
6.1.19. Expediente: 01194-2012 
a. Delito: Homicidio Culposo 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado la muerte del 
agraviado, se suscitó un accidente de tránsito a la altura del kilometro 
1389 del Distrito de Acora , impacto por la parte posterior  al vehículo y 
causando la muerte. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que fue el agraviado 
quien se cruzó en su camino y que la empresa propietaria del vehículo 
llegó a una transacción con la esposa de la víctima cancelando los 





La esposa de la víctima declara que la empresa propietaria del vehículo 
fue obligada por la funeraria a pagar el valor del ataúd, bajo amenaza de 
retirarlo. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 
tercero civilmente responsable a la propietaria del vehículo 
Están acreditadas tanto la comisión, como la responsabilidad del delito, 
siendo el factor predominante para la realización del evento la 
inapropiada  ya que impacto por la parte posterior al vehículo, que se 
encontraba estacionado  ocupando prácticamente todo el carril y en 
sentido contrario venía un vehículo con luz alta  lo que no permitió al 
conductor visualizar esta unidad  que se encontraba sin señalización 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Tres años de pena privativa de libertad, suspendida en su 
ejecución por el periodo  de dos años, sujeto a las siguientes reglas de 
conducta  a) Prohibición  de ausentarse  de lugar  de su residencia  
habitual sin previo aviso al Juzgado, b) Comparecer  al despacho del 
Juzgado  de Ejecución el primer  día hábil  de cada mes, a dar cuenta  
de sus actividades  y firmar  en el libro  correspondiente, c) Cumplir el 
pago integro  de la reparación civil dentro del periodo de prueba, todo 
bajo apercibimiento  de revocarse la pena suspendida por una efectiva, 





Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. Durante el periodo de tres años. 
g. Reparación Civil: Se fijó en veinte mil Nuevos Soles, en forma solidaria 
con el tercero civilmente responsable,  
 
6.1.20. Expediente: 01324-2011 
a. Delito: Lesiones Culposas Graves 
b. Hechos: Se incrimina al acusado haber ocasionado el accidente de  
transito , en el lugar denominado Cusipata por  las condiciones 
climatológicas  de la zona  como es la lluvia ,  no tomo las previsiones 
del caso ya que  por la excesiva velocidad  con la que conducía  y por 
exceso de confianza, resultado de eso fue el recostado de la unidad 
vehicular  en una curva , ocasionando así varias personas lesionadas y 
con mayor gravedad la agraviada.. 
c. Argumentos: En su defensa, el acusado aduce que fue el agraviado 
quien se cruzó en su camino y que la empresa propietaria del vehículo 
llegó a una transacción con la esposa de la víctima cancelando los 
gastos del sepelio. 
La esposa de la víctima declara que la empresa propietaria del 
vehículo fue obligada por la funeraria a pagar el valor del ataúd, bajo 
amenaza de retirarlo. 
d. Instrucción: En el auto de apertura de instrucción se comprendió como 






Están acreditadas tanto la comisión, como la responsabilidad del delito, 
siendo el factor predominante para la realización , si bien la velocidad 
permitida en vías nacionales es de 90 kilómetros , es la cual el conductor  
debe tomar  las previsiones  que el caso amerita para evitar accidentes 
de transito, pues que ha  quedado establecido  que por donde ocurrió el 
accidente  estaba lloviendo inclusive había granizado y el sentenciado al 
tomar la curva por las condiciones  climatológicas  y lugar debía haber 
manejado a una velocidad prudente que le permita el control del vehiculo. 
e. Criterios judiciales: En su condición de chofer profesional, se 
encontraba en la obligación de observar el deber de cuidado que le 
exigían la circunstancias, de lo que resulta que ha actuado 
negligentemente al no prever el resultado causado ni tomado las 
medidas necesarias para evitar la situación. 
f. Pena: Cuatro años de pena privativa de libertad, suspendida  en su 
ejecución por el plazo de tres años, debiendo cumplir  las siguientes  
reglas de conducta a) Prohibición  de ausentarse  del lugar  donde 
residen, sin autorización del Juzgado, b) Comparecer personal y 
obligatoriamente cada fin  de mes ante el Juzgado correspondiente; y c) 
Reparar  los daños ocasionados,  lo que se traduzca en el pago efectivo 
de la reparación civil dentro del plazo de suspensión de la condena es 
decir en tres  años máximo, bajo apercibimiento de revocarse la pena 
suspendida e aplicación  del artículo 59 e inciso 3 del Código Penal. 
Asimismo, se le impone INHABILITACIÓN, conforme al artículo 36, 
inciso 7 del Código Penal. de cuatro años 


















Cantidad % Cantidad % Cantidad % Cantidad %  
14 70% 4 20% 2 10% 0 0% 20 









FALLECIDOS LESIONADOS  
TOTAL 
Cantidad % Cantidad % 
18 90% 2 10% 20 































SENTENCIADOS CON PENA 
PRIVATIVA 
0 0  
























































NULIDAD DE SENTENCIA 
3 15% 
 



































inhabilitados habilitados  
TOTAL 


















Cantidad % Cantidad % 
15 75 5 25 20 






















MONTO DE LA REPARACIÓN CIVIL 
RANGO CANT. % 
Archivado 3 15.0 
Entre S/. 1,00 a S/, 5000.00 13 65.0 
Entre S/. 5001,00 a S/, 10 000.00 3 15.0 
Entre S/. 10 001,00 a S/.  50 000.00   0.0 
Entre S/. 50 001.00 a S/. 100 000.00   0.0 
Entre S/. 100 001.00 a S/, 200 000.00   0.0 
Entre S/. 200 0001,00 a más 1 5.0 
Total  20 100.0 


















Entre S/. 1,00 a S/, 5000.00
Entre S/. 5001,00 a S/, 10
000.00
Entre S/. 10 001,00 a S/.  50
000.00
Entre S/. 50 001.00 a S/. 100
000.00
Entre S/. 100 001.00 a S/, 200
000.00







PRIMERA. - El estudio de la responsabilidad civil presenta importantes 
discusiones respecto a su naturaleza, configuración y constatación 
material y jurídica. Todo esto hace que en muchas ocasiones no sea 
fácil determinar si un hecho genera responsabilidad civil o no. 
Adicionalmente, hay que tener en cuenta la evolución que ha 
experimentado la responsabilidad civil para adecuarse a las nuevas 
realidades, procesos industriales, comerciales y actividades 
generadoras de numerosas situaciones de riesgo.  
 
SEGUNDA. -  Todo ello se pone de manifiesto con particular relevancia, en 
ciertos casos, cuando hay que determinar si estamos ante un 
supuesto generador de responsabilidad civil contractual o 
extracontractual. A pesar de que en nuestra legislación estos 
regímenes aparecen diferenciados, existen múltiples casos grises en 
los cuales se hace difícil delimitar con claridad si estamos ante una 
u otra responsabilidad. A mi juicio, y a pesar de que la doctrina ha 
propuesto varias soluciones para resolver las dificultades que 
plantea la calificación de ambos supuestos, al no haber claridad ni 
unanimidad acerca de cómo tratar en definitiva dichos supuestos, 
continúa el problema de fondo, generándose gran inseguridad 
jurídica e incertidumbre. El problema de la concurrencia de 





protección de las víctimas, cuestión ésta que se pone de manifiesto 
si tenemos en cuenta que las diferencias más relevantes entre 
aplicar uno u otro régimen inciden en el tema de la prescripción y del 
seguro de responsabilidad civil. A lo largo de mi pequeña 
investigación he constatado que los tribunales tratan de evitar la 
utilización del término de prescripción en materia extracontractual 
por ser mucho más corto que el de la responsabilidad contractual, 
beneficiándose así a la víctima. 
 
TERCERA. - En relación al tema del seguro de responsabilidad civil, el estudio 
jurisprudencial ha permitido concluir que la problemática primordial 
radica en que generalmente la cobertura principal del seguro 
contempla sólo la responsabilidad civil extracontractual. Por eso, 
cuando se produce un daño entre personas que están ligadas por un 
vínculo contractual previo, los tribunales utilizan de forma ambigua 
los criterios doctrinales formulados para calificar el hecho generador 
de dicho daño y situarlo dentro de uno u otro régimen.  
CUARTA. -  Partiendo del estudio de las decisiones de los tribunales y de la 
opinión de la doctrina al respecto, se concluye que, muchas de las 
decisiones parecen ser tomadas de antemano, buscando resarcir a 
la víctima, y sin tener en consideración los presupuestos necesarios 
para que se configure la responsabilidad civil y el siniestro previsto 
en la póliza. Todo esto se pone de manifiesto en algunas 
resoluciones en que se ha producido la condena a la compañía de 





excluir los supuestos dañosos, o en situaciones donde no se 
analizaba detenidamente si se daban las condiciones para que el 
asegurado fuera responsable. Parece esta utilizándose el seguro 
como un nuevo criterio de imputación, de forma que se tiene en 
cuenta como uno de los requisitos para atribuir responsabilidades, la 










PRIMERA. - Es necesario revisar la normatividad relativa a los requisitos y 
exigencias para la obtención de la licencia de conducir, como 
también establecer mecanismos orientados a una adecuada 
supervisión de los centros privados encargados de evaluar a los 
postulantes y expedir las referidas licencias 
 
SEGUNDA. - Se recomienda la creación de una institución Autónoma de 
Tránsito, que se haga cargo de todo el Sistema Nacional de 
Transporte Terrestre, para evitar el desorden que actualmente está 
ocurriendo, precisamente para poner en orden en todo el territorio 
nacional, tanto el transporte urbano y en las carreteras del país. 
 
TERCERA. - Se recomienda que sí, los cambios han provocado una 
sensibilización del legislador y de los tribunales hacia las víctimas 
que sufren una lesión a un interés jurídicamente protegido como 
consecuencia de un hecho dañoso. Esta sensibilización hacia las 
víctimas sea  marcado una clara tendencia que busca su protección. 
Se trata, entonces, de adecuar -a veces de manera un tanto forzada- 
los elementos necesarios para que exista responsabilidad civil a la 
importante finalidad reparadora que tiene la responsabilidad civil, 





CUARTA. - Se recomienda se busca una solución protectora de la víctima que 
se traduce en intentar forzar la interpretación de los hechos y su 
calificación para llevarla al ámbito extracontractual y de esta manera 
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